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La Dirección Nacional de Pueblos Indígenas y Afrohondureños (DINAFROH)1, en cumplimiento de los 
compromisos y obligaciones asumidos por el Estado de Honduras en materia de igualdad y no 
discriminación, ha elaborado la Política Nacional Contra el Racismo y la Discriminación Racial 
(PNCRDR) 2014-2022 con el apoyo del proyecto “Fortalecimiento del Estado de Derecho para la 
Protección y Promoción de los Derechos Humanos en Honduras”, implementado por el  Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), con recursos financieros proporcionados por la 
Agencia Suiza para el Desarrollo y la Cooperación (COSUDE), la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos y el propio PNUD. 
 
La PNCRDR 2014-2022 se constituye como una política pública que busca promover la igualdad y la no 
discriminación de los 7 pueblos indígenas (Lenca, Maya Ch’ortí, Tolupán, Pech, Tawahka y Miskitu) y 2 
pueblos afrodescendientes (Garífuna y Negro de Habla Inglesa) de Honduras. En este sentido, 
representa un instrumento técnico-político que permite incorporar los objetivos y metas para el logro 
de la igualdad y la no discriminación en la Visión de País 2010-2038 y Plan de Nación 2010-2022 y, por 
lo tanto, en la corriente principal de planificación y presupuestación del Estado en el corto, mediano y 
largo plazo.   
 
La política contiene respuestas a las principales demandas y necesidades de los pueblos indígenas y 
afrodescendientes de Honduras como sujetos de derechos individuales y colectivos reconocidos por el 
Estado. En este sentido, valorando las características propias de cada 1 de los 9 pueblos culturalmente 
diferenciados asentados en el territorio nacional e identificando intervenciones específicas concordes 
a sus prioridades de desarrollo, la PNCRDR es la primera política de reconocimiento impulsada por el 
Estado de Honduras.     
 
Para reforzar los logros y avanzar de forma sostenida hacia la igualdad plena de la población indígena 
y afrodescendiente y los demás miembros de la sociedad hondureña, la implementación de la 
PNCRDR debe ser asumida por todos los sectores públicos involucrados. Por lo anterior, el Estado de 
Honduras deberá impulsar la realización de los objetivos estratégicos contenidos en la PNCRDR, 
manifestando voluntad política para la asignación de recursos y la aplicación de instrumentos legales 
y mecanismos adecuados para su operativización. 
 
La DINAFROH, como institución rectora de las políticas públicas dirigidas a la igualdad racial, la 
inclusión social y la equidad de los pueblos indígenas y afrohondureños, es competente en lo 
concerniente a la ejecución, evaluación y sobre todo a la coordinación de las demás instituciones 
responsables de la ejecución de las acciones contenidas en la PNCRDR, instando a la creación de 
mecanismos de coordinación institucional que permitan establecer relaciones efectivas para su 
ejecución, seguimiento y evaluación de resultados. 
 
                                               
1 Anteriormente Secretaría de Estado en los Despachos de los Pueblos Indígenas y Afrohondureños (SEDINAFROH). 






La elaboración de la PNCRDR ha sido producto de un proceso de consulta nacional especialmente 
dirigido a representantes legítimos de los 9 pueblos indígenas y afrohondureños.  
 
La facilitación de este proceso, así como la definición y revisión del Plan, han contado con el apoyo del 
personal técnico de la Oficina del Asesor Internacional en Derechos Humanos del Sistema de las 
Naciones Unidas en Honduras y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).  
 
Finalmente, ante la preocupante situación de discriminación y exclusión social en que históricamente 
han vivido y continúan viviendo la mayor parte de los pueblos indígenas y afrohondureños, el Estado 
de Honduras se compromete a promover las medidas contempladas en la política que permitan 









































La DINAFROH, como institución del Estado responsable de la rectoría de las políticas públicas que 
contribuyen a erradicar el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y otras formas conexas de 
intolerancia entre seres humanos, ha formulado la PNCRDR 2014-2022, impulsando un diálogo 
intercultural que ha permitido dar cabida a los planteamientos de los pueblos indígenas y 
afrohondureños, visibilizando sus problemáticas y reconociendo sus aspiraciones como pueblos 
capaces de determinar libremente sus vidas y controlar, con identidad, los procesos colectivos de 
desarrollo.   
 
El Estado de Honduras en su conjunto está llamado a proveer recursos humanos y financieros para la 
implementación, ejecución y seguimiento de la política. Para ello, es necesario que la DINAFROH 
fortalezca su papel rector en las políticas de igualdad y no discriminación hacia pueblos indígenas y 
afrohondureños y que se creen mecanismos institucionales adecuados de participación en todos los 
niveles de la Administración pública, con el objetivo de contribuir a la ejecución de políticas de 
igualdad hacia este sector excluido de la población nacional.  
 
El rol de las organizaciones de la sociedad civil y especialmente de las organizaciones propias de los 
pueblos indígenas y afrohondureños es fundamental y estratégico para todo el ciclo de vida de la 
presente política, tal como lo ha sido para el proceso de formulación de la misma. 
 
Es preciso destacar, en este sentido, que el logro de la igualdad y la no discriminación racial no puede 
darse sin el fortalecimiento de las capacidades de la población indígena y afrohondureña, sin su 
empoderamiento y sobre todo sin garantizar espacios de participación y representación en todos los 
niveles del Estado y, particularmente, en los espacios de toma de decisiones que afectan sus derechos 
e intereses.  
 
El conjunto de objetivos estratégicos contemplados en la presente Política constituye el marco de 
referencia de las políticas de igualdad y no discriminación racial para el periodo 2014-2022 y contiene 
directrices fundamentales a ser incluidas en la Visión de País y Plan de Nación, en la política 
económica, en la presupuestación de recursos nacionales, en la alineación y armonización de los 
recursos de la cooperación internacional en la estrategia de reducción de la pobreza, en las políticas 















II. Enfoques y Principios 
 
La PNCRDR se basa en una serie de enfoques y principios rectores que se presentan a continuación:  
 





Marco conceptual para el proceso de desarrollo humano basado en las normas 
internacionales de derechos humanos, desde un punto de vista normativo y 
orientado a la promoción y protección de los derechos humanos, desde un punto 
de vista operacional. El propósito es analizar las desigualdades centrales del 
problema de desarrollo y corregir las prácticas discriminatorias y el injusto 
reparto del poder que obstaculizan el progreso en materia de desarrollo2. 
 
 
Igualdad de género 
Enfoque que permite observar, estudiar y transformar las diferencias culturales, 
económicas y políticas en la construcción de la condición y posición de hombres y 
mujeres, niños y niñas, que generan desigualdades y se expresan en situaciones 





Enfoque orientado al reconocimiento de la coexistencia de diversidades 
culturales que deben convivir en una determinada sociedad con una base de 
respeto a sus diferentes cosmovisiones y derechos humanos individuales y 
colectivos. Por lo anterior, busca dar cuenta de la interacción o encuentro entre 
grupos culturales y pone énfasis en el diálogo y la relación incluso de grupos que 





Igualdad y no 
discriminación 
Principio fundamental para la realización de todo derecho humano y garantía de 




Principio en base al cual se reconoce que el Estado está obligado a promover y 
proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
independientemente de su sistema político, económico o cultural, dada la 
protección universal de la que gozan las normas fundamentales de derechos 
humanos en el marco del derecho internacional consuetudinario. 
Interdependencia e 
indivisibilidad 
Principio que obliga a prestar la misma atención a todas las categorías de 
derechos, teniendo en cuenta que la negación de uno impide siempre el disfrute 
de otro derecho más. 
Realización 
progresiva 
Principio que llama a la acción inmediata, en cuanto implica la obligación a que 
no haya regresión alguna, por acción u omisión, en cuanto al nivel de disfrute de 
los derechos humanos que ya se ha logrado. 
Responsabilidad Principio que implica el desarrollo de un sistema de rendición de cuentas basado 
en objetivos específicos verificables y en el diálogo continuo con varios actores 
implicados.    
                                               
2 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), “Preguntas frecuentes 
sobre el enfoque de derechos humanos en la cooperación para el desarrollo”, Ginebra, 2006, pg.15. 







Estado de derecho 
Principio que se configura como la columna vertebral de la protección jurídica de 
los derechos humanos en cuanto asegura el imperio de la ley e implica el 
fortalecimiento de las estructuras nacionales que tienen un impacto directo 
sobre la observancia general de los derechos humanos. 
Medidas de acción 
afirmativa o medidas 
especiales 
Principio que justifica la adopción de un conjunto coherente de medidas de 
carácter temporal dirigidas específicamente a remediar la situación de los 
miembros de los grupos a los que están destinadas en un aspecto o varios 




Principio que implica el establecimiento de mecanismos apropiados y 
eficaces para la consulta de los pueblos indígenas y afrohondureños en relación 
con las cuestiones que les conciernen, para garantizar la participación efectiva en 
la toma de decisiones, con vista a obtener su consentimiento previo, libre e 
informado cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 




























III. Metodología de elaboración de la Política 
 
La PNCRDR ha sido elaborada durante casi un año mediante la realización de un proceso participativo 
de consulta previa, libre e informada desarrollado a lo largo del territorio nacional, en el cual han 
tomado parte activa autoridades nacionales y locales, así como representantes de diferentes 
instituciones propias de los pueblos indígenas y afrohondureños. 
 
La metodología utilizada para la construcción del PNCRDR se ha basado en: 
 Revisión documental con énfasis en estadísticas, indicadores e historia de los pueblos 
indígenas y afrodescendientes en Honduras. 
 Revisión documental de tratados, convenios, acuerdos, declaraciones, recomendaciones de 
órganos de tratados, recomendaciones de relatorías especiales, leyes primarias y secundarias, 
planes y políticas institucionales. 
 Entrevistas a las y los actores claves de instituciones públicas y líderes y lideresas de 
organizaciones. 
 Consultas a funcionarios y funcionarias clave, especialmente de DINAFROH. 
 Conformación de un Comité de Seguimiento integrado por actores de Organizaciones de 
Sociedad Civil (OSC) y representantes de instituciones públicas3. 
 Realización de 14 talleres de consulta dirigidos principalmente a representantes de 
instituciones indígenas y afrodescendientes. 
Cuadro 1: Características de las consultas realizadas. 






Tegucigalpa, Francisco Morazán 
Yoro, Yoro 
Gracias, Lempira 
La Ceiba, Atlántida 
Roatán, Islas de la Bahía 
9 pueblos indígenas y afrohondureños 
Pech, Nahua y Tolupán 
Lenca y Maya Ch’ortí 
Miskitu. 








priorización de las 
intervenciones 
Tegucigalpa, Francisco Morazán 
Tegucigalpa, Francisco Morazán 
Tegucigalpa, Francisco Morazán 
Tegucigalpa, Francisco Morazán 
La Ceiba, Atlántida 
La Ceiba, Atlántida 
La Ceiba, Atlántida 
Tegucigalpa, Francisco Morazán 
Tegucigalpa, Francisco Morazán 
Pueblo Lenca 
Pueblo Miskitu 
Pueblo Maya Ch’ortí 
Pueblo Nahua 













   Fuente: Elaboración propia. 
                                               
3 Inicialmente integrado por miembros de la sociedad civil (Fundación Martin Luther King, Native Association of Bay 
Islands Professionals and Labors – NABIPLA, AFROUNAH) y representantes de instituciones públicas (SEDINAFROH, 
Secretaría de Cultura, Arte y Deporte – SCAD, Dirección General de Educación Intercultural Multilingüe – DGEIM) y con las 
siguientes funciones: a) dar seguimiento a la elaboración del documento de la Política; b) recibir y proporcionar 
información relacionada con las actividades de definición de la Política; c) proporcionar recomendaciones para el proceso 
de consulta y elaboración de la Política. En el proceso de validación y priorización de las intervenciones, se ha provocado la 
elección de nuevas y nuevos representantes, de tal forma que, actualmente, el CdS está integrado por 18 personas (9 
titulares y 9 suplentes), elegidas y elegidos para representar sus respectivos pueblos en el seguimiento, monitoreo y 
evaluación de la PNCRDR.   






El número total de personas consultadas en los catorce talleres ha sido superior a 500, con un índice 
de participación de género casi paritario y una variedad considerable de organizaciones 
representadas. En el caso de la participación de la mujer indígena y afrohondureña, además, es 
preciso recordar que se ha contado en todo el proceso con la colaboración de mujeres con 
habilidades construidas en el marco de la elaboración participativa de la Agenda de Mujeres Indígenas 












































3.1 Planes de Prioridades de Desarrollo 
 
Los planes de prioridades de desarrollo son 104 planes que representan una guía orientativa para 
acciones de corto, mediano y largo plazo identificadas por cada pueblo como prioritarias para 
alcanzar el objetivo estratégico de referencia, en el marco de uno de los seis ejes de derecho 
considerados por la política.  
 
En el proceso de validación de la segunda fase de consulta, los objetivos estratégicos han sido 
retomados en la práctica sin modificaciones desde los 71 identificados en la primera fase de consulta. 
A partir de una priorización de aquellos, los grupos consultados han elaborado propuestas para 4 años 
de gobierno, indicando acciones que recogen especialmente algunas  de las intervenciones señaladas 
en la Agenda de Mujeres Indígenas y Afrohondureñas. 
 
De esta forma, se han construido planes desde la visión propia de cada pueblo. En algunos casos 
puede haber similitudes, aunque en ningún momento los planes llegan a ser idénticos.  
Las necesidades de cada pueblo, de hecho, en distintas ocasiones son parecidas o son percibidas de 
forma similar. Por ende, acciones similares o idénticas (únicamente, en este último caso, cuando 
extraídas de la Agenda MIAH) pueden estar contempladas en distintos ejes y/u objetivos según el 
pueblo que se considere y su forma de buscar salida a las problemáticas tratadas. Por lo anterior, se 
ha podido definir también un Plan General de Priorizaciones Comunes (ver Anexo 2), que asegura en 
todos los ejes de derecho la inclusión de cada uno de los pueblos, evidenciando los objetivos 
estratégicos más comúnmente priorizados. 
 
Cabe recordar que los pueblos indígenas y afrohondureños pueden vivir situaciones de exclusión y 
discriminación comparables a las de otros grupos y/o comunidades no indígenas o afrodescendientes. 
De hecho, aunque sea cierto que los procesos de discriminación y exclusión hayan resultado en 
experiencias específicas únicas, es cierto también que, naturalmente, estos mismos procesos han 
creado condiciones similares que acomunan la experiencia distinta de cada grupo o pueblo. Por lo 
anterior, las acciones indicadas en cada uno de los planes de prioridades de desarrollo pueden ser 
indicadas también para otros grupos de ciudadanas y ciudadanos hondureños en condiciones 
similares de discriminación y/o exclusión. Sin embargo, estas acciones y medidas tienen carácter 




                                               
4 El numero 10 corresponde a los 7 pueblos indígenas, 2 pueblos afrohondureños y 1 pueblo en aislamiento voluntario, 
conformado por comunidades del pueblo Tolupán en aislamiento voluntario en la Montaña de la Flor. Para la 
caracterización de pueblo en aislamiento voluntario así como para la definición del plan de  prioridades de desarrollo 
respetivo, se han utilizado de referencia las Directrices de protección para los pueblos indígenas en aislamiento y en 
contacto inicial de la Región Amazónica, el Gran Chaco y la Región Oriental de Paraguay, disponible el día 29 de mayo de 










Es importante a este propósito no olvidar dos aspectos importantes: primero, un dato actual: la 
situación de discriminación de una población que vive con índices de pobreza extrema bastante 
superiores (72%) a la media nacional (41.6%), lo cual evidencia la necesidad real detrás de esta 
política; segundo, un dato histórico: los pueblos indígenas y afrodescendientes han sido víctimas del 
racismo y la discriminación racial desde la época de la conquista, la colonización y el sucesivo 
establecimiento de los Estados nacionales, lo cual hace que toda política de lucha a la discriminación 
racial y al racismo busque poner fin a una larga historia de exclusión, malos tratos y perjuicios, como 
algunas de las causas de la discriminación y la exclusión que han tenido y tienen por objeto hasta hoy 









































IV. Contexto Nacional 
 
Honduras es un país ubicado en el istmo centroamericano en el 
cual viven actualmente, en base a proyecciones del Instituto 
Nacional de Estadísticas (INE) para el 2012, alrededor de 8.4 
millones de personas. Más de la mitad de la población son 
mujeres, 50.7% frente a un 49.3% de hombres. Además, es de 
destacar que Honduras es un país joven, puesto que el 46.8% de 
la población nacional es menor de 18 años de edad. Por otro 
lado, es importante señalar que más de la mitad de la población 
nacional vive en áreas rurales.  
 
En todo el territorio nacional se asientan 7 pueblos indígenas y 2 pueblos afrohondureños que 
representan conjuntamente aproximadamente el 7% de la población nacional, según datos del 2001 
del Censo de Población y Vivienda, que no revela cifras relativas al pueblo Nahua. 
 
      Cuadro 2: Población indígena y afrohondureña desagregada por pueblo. 
Grupo 
Poblacional Total % 
Hombres Mujeres 
Total % Total % 
Total Nacional 6,076,885 100 3,008,783 49.51 3,068.102 50.49 
Garífuna 46,448 0.76 21,712 46.74 24,736 53.26 
Negro de 
Habla Inglesa 
12,37 0.20 6,198 50.11 6,172 49.39 
Tolupán 9,617 0.16 4,942 51.39 4,645 48.30 
Pech 3,848 0.06 1,861 48.36 1,987 51.64 
Miskitu 51,607 0.85 25,099 48.63 26,508 51.37 
Lenca 279,507 4.60 140,97 50.44 138,537 49.56 
Tawahka 2,463 0.04 1,245 50.55 1,218 49.45 
 Maya Ch’ortí 34,463 0.57 17,57 51.00 16,883 49.00 
Otros 5,636.672 92.75 2,789.186 49.48 2,841.386 50.52 
        Fuente: XVI Censo de Población y V de Vivienda año 2001. 
 
 
Los datos del Censo del 2001 han sido fuertemente cuestionados por los pueblos indígenas y 
afrohondureños que en el 2007 llevan a cabo un auto censo, en base al cual proyectan que en 
Honduras el 20% de la población nacional es parte de estos pueblos. En base al conteo realizado por 
las propias federaciones, el 80% de esta población vive en sus tierras tradicionales y el restante 20% 
en zonas urbanas, resultado de un proceso de migración que se origina en la búsqueda de mejores 
condiciones de vida5. 
 
                                               
5 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), “Niñez Indígena y Afrohondureña en la República de Honduras”, 
Tegucigalpa, 2012, pg. 31. 






A lo largo de toda su historia, Honduras se ha caracterizado por una inestabilidad sociopolítica y bajos 
niveles de participación ciudadana, que han impedido el desarrollo y la construcción de una vida 
democrática plena y la constitución de un Estado moderno desarrollado6.  
 
A pesar de que a partir de 1980 se instaura progresivamente la democracia como forma permanente 
de gobierno, la ruptura del orden establecido en el 2009 demuestra la necesidad de un diálogo 
democrático genuino entre distintos sectores de la sociedad hondureña.  
 
Actualmente, de hecho, la sociedad hondureña sigue en búsqueda de la reconciliación. Con este 
propósito, el Gobierno de Porfirio Lobo Sosa emprendió acciones para contribuir a un entendimiento 
común.  
 
Bajo el lema de “gobierno de unidad y reconciliación”, se decreta la creación de la Comisión de la 
Verdad y Reconciliación, para esclarecer los acontecimientos y para que los hechos no se repitan; se 
crean importantes Secretarías como la SEDINAFROH para responder a las demandas y planteamientos 
de la población indígena y afrohondureña y se adopta una Visión de País 2010-2038 y Plan de Nación 
2010-2022, fundamentados en la Estrategia para la Reducción de la Pobreza (ERP), financiados con el 
alivio de la deuda, como resultado de un proceso de concertación entre el gobierno, la sociedad civil y 
la cooperación internacional.   
 
De acuerdo a la clasificación del World Development Report7, Honduras es un país de ingreso medio-
bajo. Según estudios del PNUD, el desarrollo del país está obstaculizado por la inequidad. La 
distribución de la riqueza presenta marcadas desigualdades, tal como revela el Informe de Desarrollo 
Humano de Honduras en el 2011 del PNUD, que constata un coeficiente Gini de 0.58, uno de los 
valores más altos de América Latina, superado solamente por Colombia y Haití. El coeficiente de Gini 
mide la inequidad de ingresos; el valor del 2011 ha sido superior al del 2001, lo que indica que en 
lugar de disminuir, la inequidad económica en Honduras ha aumentado8. 
 
Una evaluación general de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) muestra que Honduras ha 
hecho progresos sustanciales, pero todavía hay objetivos claros e indicadores de riesgo que no se 
alcanzarán en 2015. Estos indicadores se refieren principalmente a la lucha contra la extrema 
pobreza, el acceso universal a la educación, la igualdad de género y el empoderamiento de las 
mujeres (en participación económica y política), la reducción de la mortalidad materna, combatir el 
VIH / SIDA, así como las cuestiones ambientales. 
 
El ingreso per cápita de los hondureños es uno de los más bajos de la región situándose en 2,225 
dólares para el 2011 (datos INE).  
 
                                               
6 Informe de la Verdad y Reconciliación, “Para que los hechos no se repitan”, Tegucigalpa, 2011, pg. 389. 
7 World Bank, disponible el día 2 de noviembre de 2013 en: http://data.worldbank.org/country/honduras. 
8 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), “Informe sobre Desarrollo Humano en Honduras 2011”, 
Tegucigalpa, 2012, pg. 18, disponible el día 5 de junio de 2014 en: 
http://apps.hn.undp.org/IDH2011/INDH2011Completo_sin%20anexos.pdf.  






El crecimiento anual del Producto Interno Bruto (PIB) hondureño disminuyó de 6.6% en el 2006 a 
3.7% en el 2011; este poco porcentaje del PIB, unido al crecimiento de la población, resulta 
insuficiente para ejercer un impacto significativo sobre los niveles de vida de la población. 
 
El 20.3% de la población nacional vive en pobreza relativa y un 41.6% en pobreza extrema; sin 
embargo, si analizamos la situación de los pueblos indígenas y afrohondureños, las inequidades se 
hacen aún más evidentes. 














Pech Lenca Tolupán 
No 
pobres 
38.1 15.6 26.0 8.7 31.3 5.8 24.2 29.5 10.7 12.1 4.0 
Pobreza 
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 Fuente: Datos Encuesta del Estado de la Niñez Indígena y Afro Hondureña 2011. Dato Nacional: INE. XLI EPHPM, Mayo 2011. 
 
El nivel de ingreso no es un indicador adecuado para medir la riqueza o la pobreza de las personas y 
las naciones por sí solo. En este sentido, el Índice de Desarrollo Humano (IDH) considera también la 
esperanza de vida y la escolaridad promedio. En el 2012, éste índice alcanzó un valor de 0.632, 
situando a Honduras en la posición 120 en la clasificación mundial y en el puesto 30 de entre los 33 
países de América Latina y el Caribe incluidos en la lista, solamente arriba de Nicaragua, Guatemala y 
Haití.  
 
Además, este índice muestra que los hondureños gozan de una esperanza de vida de 73.4 años, los 
adultos mayores de 25 años tienen 6.5 años de escolaridad promedio, los niños que hoy tienen edad 
para entrar a la escuela tienen una expectativa de alcanzar 11.4 años de escolaridad promedio. 
 
Al considerar la desigualdad9, el IDH disminuye a 0.458 (IDH-D), lo que implica una pérdida del 27.5%, 
debido a la brechas registradas en el conjunto de las tres dimensiones componentes. Comparando la 
pérdida por desigualdad a lo interno de cada una de las dimensiones, los datos muestran que la 
mayor pérdida se da en la dimensión de ingresos (35.8%) y la menor en la dimensión de esperanza de 
vida (17.4%). 
 
En relación a la situación de género, en Honduras existen diferencias entre hombres y mujeres que se 
repercuten en una mayor discriminación hacia las mujeres.  
                                               
9 El IDH es un índice que mide el desarrollo humano básico promedio de un país considerando los niveles de esperanza de 
vida, educación e ingresos de la población. A partir del Informe del 2010, el PNUD ha adoptado un nuevo índice - el IDH 
ajustado por la Desigualdad (IDH-D) - que considera los distintos niveles de esperanza de vida, educación e ingresos que 
puedan darse a lo interior de la población a causa de distintos factores. El porcentaje que resulta del ajuste entre el IDH y 
el IDH-H estaría señalando un potencial de desarrollo humano para el país o, mejor dicho, la pérdida de desarrollo 
humano debido a la desigualdad a lo interior de la población.  






Según el Índice de Desigualdad de Género (IDG)10, con un valor de 0.483, Honduras se ubica en el 
puesto 100 de los 148 países clasificados para el 2012. Se estima que 100 mujeres mueren por causas 
relacionadas con el embarazo por cada 100,000 nacidos vivos y la tasa de fecundidad adolescente es 
85.9 nacimientos por cada 1,000 nacidos vivos. El 19.5% de los escaños parlamentarios están 
ocupados por mujeres, y el 20.7% de las mujeres adultas han alcanzado al menos un nivel educativo 
secundario, en comparación con el 18.8% de los hombres. En materia laboral, aunque la participación 
laboral de las mujeres ha crecido en las últimas décadas, las mujeres continúan experimentando 
grandes obstáculos para lograr su inserción, permanencia y ascenso en el mercado de trabajo. El INE 
indica que para el 2011 la Población Económicamente Activa (PEA) de hombres en el mercado laboral 
es de 69.2% contra un 33.8% de las mujeres, la mayoría de las mujeres hondureñas se insertan en el 




La discriminación hacia las mujeres es 
especialmente visible entre jóvenes 
indígenas y afrohondureñas. La gran 
mayoría de ellas se sitúa en el trabajo 
informal, en condiciones precarias, con 
una retribución menor y sin posibilidad 
de ascender, como en el caso del trabajo 
doméstico. Como demuestran los datos, 
más del 37% de las mujeres indígenas y 
afrohondureñas mayores de 18 años de 
edad no tiene acceso al mercado laboral 
formal, con brechas muy marcadas tanto 
con el promedio nacional como, 
especialmente, con el promedio de los 
hombres indígenas y afrohondureños. 
 
 
A la difícil situación política y económica se asocia también una problemática de inseguridad común a 
todos los países de Centroamérica, especialmente por la proliferación del crimen organizado y la 
narcoactividad. En este sentido, según el Reporte 2011 de International Narcotics Control Strategy 
Report (INCSA): “Honduras es el mayor país de tránsito para las drogas, primeramente cocaína 
destinada para los Estados Unidos.  
                                               
10 El IDG sustituyó al Índice de Desarrollo relativo al Género y al índice de Potenciación de Género que se publicaron hasta 
el Reporte del 2009. El IDG  muestra la pérdida en desarrollo humano debido a la desigualdad entre los logros femeninos y 
masculinos. Fluctúa entre 0 (no hay desigualdad entre hombres y mujeres) y 1 (hay completa desigualdad) y considera tres 
dimensiones - la salud reproductiva, empoderamiento y la actividad económica.  
La salud reproductiva es medida por la mortalidad materna y la tasa de fecundidad adolescente. El empoderamiento se 
mide por medio de dos indicadores: la proporción de escaños parlamentarios ocupados por hombres y mujeres, y la 
proporción de población masculina y femenina con al menos educación secundaria completa. Finalmente, la actividad 
económica se mide por la tasa de participación en el mercado laboral para cada sexo. 
Gráfica 1: Población mayor de 18 años desocupada (%). 






Su localización geográfica, limitados recursos, y débil aplicación de la ley en áreas bajo débil presencia 
policial de la Costa Atlántica, hacen de Honduras vulnerable a las organizaciones de tráfico de drogas 
operadas desde Suramérica hasta México”11. 
 
La situación de inseguridad, empeorada a partir del 2009, ha hecho que en el año 2011 en Honduras 
se registran más de 6.000 asesinatos, con una tasa de homicidios que supera las 86 muertes violentas 
por cada 100.000 habitantes, ocho veces más de lo que la Organización Mundial de la Salud (OMS) 
considera una epidemia, confiriendo así a Honduras el título de país más violento del mundo.  
 
Según el Observatorio de la Violencia de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras (UNAH)12, 
todavía en el primer semestre del 2013 se mantiene un promedio de más de 590 muertes homicidas 
mensuales, el 85.4% de las cuales provocadas por armas de fuego, con una frecuencia mayor que 
afecta a hombres jóvenes de edad comprendida entre 20 a 24 años (18.8%) y 25 y 29 años (15.2%) y a 
mujeres entre los 25 y los 29 años de edad (1.4%). 
 
En este complejo escenario económico y político de transición democrática y de alto riesgo social, 
Honduras se apresta a dar un nuevo y firme paso hacia el fortalecimiento de la democracia, a través 
de la elaboración participativa de una Política Nacional Contra el Racismo y la Discriminación Racial 
(PNCRDR).  
 
La reducción de las brechas de inequidad mediante el diseño y ejecución de políticas públicas de 
equidad racial y étnica para mejorar el acceso a oportunidades es un desafío impostergable para 
reducir el impacto de estos fenómenos sociales en la vida cotidiana de las personas y en el logro de 
mayores niveles de desarrollo humano para la sociedad en su conjunto. 
   
Honduras requiere urgentemente de cambios legislativos, normativos y operativos que permitan 
generar cambios para trabajar con un enfoque de derechos humanos y género y con el principio de 
igualdad y no discriminación al centro de su nivel de la planificación y presupuestación nacional. El 
país cuenta con poderosos instrumentos técnicos-políticos como el Plan de Derechos humanos, II Plan 
de Igualdad y Equidad de Género 2010-2022 (II PIEGH) o el Plan Estratégico de Desarrollo Integral de 
los Pueblos Indígenas y Afrohondureños 2011-2022. Es el Estado de Honduras el llamado a dar cuenta 
de la asignación de recursos y medios para implementar dichos planes y lograr trasformar la situación 
de desigualdad y discriminación que viven los pueblos indígenas y afrohondureños.  
 
Con la PNCRDR el Estado de Honduras asume de manera consciente que en el marco de la situación 
actual, agravada por la crisis política, económica y fiscal, existe la imperiosa necesidad de abordar las 
inequidades especialmente motivadas por razones de diferencia cultural, racial y étnica como un 
elemento del crecimiento, del desarrollo humano sostenible y de la consolidación de un Estado de 
derecho. 
 
                                               
11 Country Report–Honduras through México. Septiembre de 2010.  
12 Instituto Universitario de Democracia, Paz y Seguridad (IUDPAS), disponible el día 3 de noviembre de 2013 en: 
http://iudpas.org/pdf/Boletines/Nacional/NEd30EneJun2013.pdf  






V. Marco normativo internacional, regional y nacional de promoción y 
protección de la igualdad y no discriminación 
 
El sistema internacional de promoción y protección de los derechos humanos se fundamenta en 
instrumentos internacionales desarrollados tanto en el ámbito universal como regional. El Sistema de 
las Naciones Unidas constituye el sistema universal, mientras el Sistema Interamericano está 
representado por la Organización de Estados Americanos. 13 
 
 
5.1 Marco normativo internacional  
 
Desde su creación en 1945, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) promueve el respeto a los 
derechos humanos y libertades fundamentales de todo individuo, como base para la construcción de 
relaciones amistosas entre naciones y pueblos.  
 
Según el art. 55 de la Carta de la Organización, […] “con el propósito de crear las condiciones de 
estabilidad y bienestar necesarias para las relaciones pacíficas y amistosas entre las naciones, basadas 
en el respeto al principio de igualdad de derechos y a la libre determinación de los pueblos, la 
Organización promoverá:” […] “el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivo de raza, sexo, idioma, religión, y la efectividad 
de tales derechos y libertades”.  
 
En todas las declaraciones, pactos y convenciones elaboradas a partir de entonces, los Estados han 
aceptado que todo miembro de la familia humana tiene derechos iguales e inalienables y se han 
comprometido por eso a garantizar y defender los derechos humanos. 
 
Como resultado de las acciones de la ONU en la identificación y definición de los derechos humanos 
fundamentales y debido al desarrollo de los mecanismos de supervisión internacional, se ha creado 
una verdadera Carta Internacional de Derechos Humanos, integrada por la Declaración Universal y los 
dos Pactos Internacionales de derechos humanos.  
 
 
Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) 
 
Art. 1 
“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están 
de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”. 
 
 
                                               
13 Los sistemas regionales de promoción y protección de los derechos humanos actualmente existentes son: el Sistema 
Europeo, el Sistema Africano y el citado Sistema Interamericano. 







“Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.  
Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional 
del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona”. 
 
Art. 7 
“Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos 
tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y 
contra toda provocación a tal discriminación”. 
 
 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) 
 
Art. 2 
“1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar 
a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los 
derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social”. 
 
Art. 26 
“Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección 
de la ley. A este respecto la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas 
protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social”. 
 
 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) 
 
Art. 2 
“2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los 
derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 












En materia de igualdad y no discriminación hacia personas y pueblos indígenas y afrodescendientes, 
es importante recordar el art. 30 de la Convención de los Derechos del Niño, de 1989, que reza lo 
siguiente: “En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas de 
origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho 
que le corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a 
profesar y practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma.” 
 
Por su lado, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) representa “el 
instrumento de derecho internacional más comprensivo para proteger, en la legislación y la práctica, 
los derechos de los pueblos indígenas para que éstos puedan conservar usos y costumbres autóctonos 
frente a los de la sociedad nacional en la que habitan”14. Dicho documento entró en vigor y se 
encuentra abierto a ratificación desde 1989. El Convenio 169 de la OIT reconoce, por primera vez, 
derechos colectivos como el derecho a decidir la propia orientación y dirección del desarrollo tanto 
social, como económico y cultural. 
 
Por otro lado, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(DNUDPI) adoptada por la Asamblea General el 13 de septiembre de 2007, establece las condiciones 
para que los derechos humanos sean verdaderamente universales y para que los pueblos indígenas y 
tribales no queden implícitamente privados de la posibilidad de acceso y garantía de disfrute y goce 
de estos derechos15. Además, la Declaración ratifica el derecho a la libre determinación de los 
pueblos, del cual se derivan otros derechos colectivos como el del autogobierno y a mantener sus 
instituciones jurídicas, políticas, sociales, económicas y culturales. Dicho instrumento reconoce los 
derechos a la tierra y al territorio; a manifestar y practicar sus tradiciones y costumbres; a establecer y 
controlar sus propios sistemas docentes y a recibir educación en su idioma; a participar en la 
adopción de decisiones; a los derechos laborales; a participar en el diseño y ejecución de programas 
de salud, vivienda y otros que les conciernan; a sus medicinas tradicionales y prácticas de salud; a la 
conservación de su patrimonio, incluyendo los recursos genéticos y el conocimiento, y a una vida libre 






                                               
14 Conferencia Internacional del Trabajo, 87ª reunión, “Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones. Informe general y observaciones acerca de ciertos países. Informe III (Parte 1A)”, Oficina Internacional 
del Trabajo, Ginebra, parr. 99, p. 28, disponible el día 2 de noviembre de 2013 en: 
http://books.google.hn/books?id=RVvoJpmmc28C&printsec=frontcover&source=gbs_ge_summary_r&cad=0#v=onepage
&q&f=false.  
15 Centro de Políticas Públicas, canal Youtube, “Bartolomé Clavero, Declaración ONU. Comentario al cumplirse 5 años de la 
adopción de la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas”, minutos 05:28 – 05:50, 
disponible el día 2 de noviembre de 2013 en: http://www.youtube.com/watch?v=a1fqM83F0PM.  
16 CEPAL, UNFPA, UNICEF, “Contar con Todos. Caja de herramientas para la inclusión de pueblos indígenas y 
afrodescendientes en los censos de población y vivienda”, 2011, disponible el día 18 de noviembre de 2013 en: 
http://www.eclac.cl/publicaciones/xml/9/45609/Modulo1-full.pdf.  






Convenio Nº 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (1989) 
 
Art. 3.1 
“Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos y 
libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de este Convenio se 
aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos”. 
 
 




“Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como individuos, al disfrute pleno de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales reconocidas en la Carta de las Naciones Unidas, la 




“Los pueblos y los individuos indígenas son libres e iguales a todos los demás pueblos y personas 
y tienen derecho a no ser objeto de ningún tipo de discriminación en el ejercicio de sus derechos, 
en particular la fundada en su origen o identidad indígenas”. 
 
Es preciso recordar que también en materia de racismo y discriminación racial existen instrumentos 
específicos que definen la discriminación por motivos de raza, género, origen étnico o demás motivos 
y que crean estándares, requisitos mínimos de garantía para la realización de los derechos.  
 
Según la Corte Internacional de Justicia, principal órgano judicial de las Naciones Unidas, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (ICERD) 
opera una definición de discriminación racial autorizada del sentido y el alcance de la cláusula de la 
Carta de la ONU que contempla la discriminación. 
 
 




“En la presente Convención la expresión "discriminación racial" denotará toda distinción, 
exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o 
étnico que tenga por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, 
en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”.  
 
 






Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer – 
CEDAW (1979)  
 
Art. 1 
“A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará 
toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 





Convenio 111 de la OIT relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación (1958) 
 
Art. 1 
“A los efectos de este Convenio, el término discriminación comprende: 
(a) cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, 
opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la 
igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación; 
 
(b) cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por efecto anular o alterar la 
igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u ocupación que podrá ser especificada por el 
Miembro interesado previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de 
trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, y con otros organismos apropiados.” 
 
 
5.2 Marco normativo regional 
 
El principio de igualdad y no discriminación es base fundamental del sistema de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA), en cuanto constituye elemento esencial del anhelo de realización de la 
dignidad humana y del ideario democrático17. En este sentido, la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre de 1948 afirma, en su art. 2, que “todas las personas son iguales ante 
la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, 
idioma, credo ni otra alguna”.  
 
Como es posible notar, la OEA, desde su fundación, ha tratado el tema de la discriminación en los 
diferentes instrumentos adoptados. 
                                               
17 Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), “La igualdad y no discriminación en el sistema interamericano”, 
Gaceta Nº 25, 2005, disponible el día 18 de noviembre de 2013 en: 
https://cejil.org/sites/default/files/Gaceta_25_sp_0.pdf 
  






Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José, 1969) 
 
Art. 1 
“Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social.” 
 
Art. 24 
“Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, 




Carta Democrática Interamericana (2001) 
 
Art. 9 
“La eliminación de toda forma de discriminación, especialmente la discriminación de género, 
étnica y racial, y de las diversas formas de intolerancia, así como la promoción y protección de 
los derechos humanos de los pueblos indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad 




Es importante recordar que el 5 de junio del 2013 la OEA ha adoptado dos convenciones específicas 
en materia de racismo, discriminación racial y formas conexas de intolerancia. 
 
La Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia y la Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia 
constituyen los primeros instrumentos jurídicamente vinculantes a nivel regional que condenan la 
discriminación basada en "motivos de nacionalidad, edad, sexo, orientación sexual, identidad y 
expresión de género, idioma, religión, identidad cultural, opiniones políticas o de cualquier otra 
naturaleza, origen social, posición socioeconómica, nivel de educación, condición migratoria, de 
refugiado, repatriado, apátrida o desplazado interno, discapacidad, característica genética, condición 





                                               
18 Organización de los Estados Americanos (OEA), “Convenciones Interamericanas contra el Racismo y la Discriminación”, 
disponible el día 18 de noviembre de 2013 en: http://www.oas.org/es/sla/ddi/racismo_discriminacion_intolerancia.asp 
 










1. “Discriminación racial es cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia, en cualquier 
ámbito público o privado, que tenga el objetivo o el efecto de anular o limitar el reconocimiento, 
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más derechos humanos o libertades 
fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales aplicables a los Estados Partes.  
La discriminación racial puede estar basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o 
étnico”. 
  
2. “Discriminación racial indirecta es la que se produce, en la esfera pública o privada, cuando 
una disposición, un criterio o una práctica, aparentemente neutro es susceptible de implicar una 
desventaja particular para las personas que pertenecen a un grupo específico basado en los 
motivos establecidos en el artículo 1.1, o los pone en desventaja, a menos que dicha disposición, 
criterio o práctica tenga un objetivo o justificación razonable y legítimo a la luz del derecho 
internacional de los derechos humanos”.  
 
3. “Discriminación múltiple o agravada es cualquier preferencia, distinción, exclusión o restricción 
basada, de forma concomitante, en dos o más de los motivos mencionados en el artículo 1.1 u 
otros reconocidos en instrumentos internacionales que tenga por objetivo o efecto anular o 
limitar, el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más derechos 
humanos y libertades fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales aplicables 
a los Estados Partes, en cualquier ámbito de la vida pública o privada”.  
 
4. “El racismo consiste en cualquier teoría, doctrina, ideología o conjunto de ideas que enuncian 
un vínculo causal entre las características fenotípicas o genotípicas de individuos o grupos y sus 
rasgos intelectuales, culturales y de personalidad, incluido el falso concepto de la superioridad 
racial.  
 
El racismo da lugar a desigualdades raciales, así como a la noción de que las relaciones 
discriminatorias entre grupos están moral y científicamente justificadas”.  
 
Toda teoría, doctrina, ideología o conjunto de ideas racistas descritos en el presente artículo es 
científicamente falso, moralmente censurable y socialmente injusto, contrario a los principios 
fundamentales del derecho internacional, y por consiguiente perturba gravemente la paz y la 
seguridad internacionales y, como tal, es condenado por los Estados Partes”. 
 
5. No constituyen discriminación racial las medidas especiales o acciones afirmativas adoptadas 
para garantizar en condiciones de igualdad, el goce o ejercicio de uno o más derechos humanos y 
libertades fundamentales de grupos que así lo requieran, siempre que tales medidas no 
impliquen el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no se perpetúen 
después de alcanzados sus objetivos. 






6. “Intolerancia es el acto o conjunto de actos o manifestaciones que expresan el irrespeto, 
rechazo o desprecio de la dignidad, características, convicciones u opiniones de los seres 
humanos por ser diferentes o contrarias. Puede manifestarse como marginación y exclusión de la 
participación en cualquier ámbito de la vida pública o privada de grupos en condiciones de 
vulnerabilidad o como violencia contra ellos”. 
 
Art. 2 
“Todo ser humano es igual ante la ley y tiene derecho a igual protección contra el racismo, la 




Convención Interamericana Contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia (2013) 
 
Art. 1 
1. Discriminación es cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia, en cualquier ámbito 
público o privado, que tenga el objetivo o el efecto de anular o limitar el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más derechos humanos o libertades 
fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales aplicables a los Estados Partes. 
  
La discriminación puede estar basada en motivos de nacionalidad, edad, sexo, orientación 
sexual, identidad y expresión de género, idioma, religión, identidad cultural, opiniones políticas o 
de cualquier otra naturaleza, origen social, posición socioeconómica, nivel de educación, 
condición migratoria, de refugiado, repatriado, apátrida o desplazado interno, discapacidad, 
característica genética, condición de salud mental o física, incluyendo infectocontagiosa, 
psíquica incapacitante o cualquier otra. 
  
2. Discriminación indirecta es la que se produce, en la esfera pública o privada, cuando una 
disposición, un criterio o una práctica, aparentemente neutro es susceptible de implicar una 
desventaja particular para las personas que pertenecen a un grupo específico, o los pone en 
desventaja, a menos que dicha disposición, criterio o práctica tenga un objetivo o justificación 
razonable y legítimo a la luz del derecho internacional de los derechos humanos. 
 
3. Discriminación múltiple o agravada es cualquier preferencia, distinción, exclusión o restricción 
basada, de forma concomitante, en dos o más de los motivos mencionados en el artículo 1.1 u 
otros reconocidos en instrumentos internacionales que tenga por objetivo o efecto anular o 
limitar, el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más derechos 
humanos y libertades fundamentales consagrados en los instrumentos internacionales aplicables 











4. No constituyen discriminación las medidas especiales o acciones afirmativas adoptadas para 
garantizar en condiciones de igualdad, el goce o ejercicio de uno o más derechos humanos y 
libertades fundamentales de grupos que así lo requieran, siempre que tales medidas no 
impliquen el mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y que no se perpetúen 
después de alcanzados sus objetivos. 
  
5. Intolerancia es el acto o conjunto de actos o manifestaciones que expresan el irrespeto, 
rechazo o desprecio de la dignidad, características, convicciones u opiniones de los seres 
humanos por ser diferentes o contrarias. Puede manifestarse como marginación y exclusión de la 
participación en cualquier ámbito de la vida pública o privada de grupos en condiciones de 
vulnerabilidad o como violencia contra ellos. 
 
Art. 2 
“Todo ser humano es igual ante la ley y tiene derecho a igual protección contra toda forma de 
discriminación e intolerancia en cualquier ámbito de la vida pública o privada”. 
 
Es importante considerar, además, que el Estado de Honduras, estando sujeto a la competencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos desde el año 1981, está obligado a aplicar la 
jurisprudencia del Sistema Interamericano en su sistema jurídico interno.  
 
Cabe mencionar a este propósito las principales sentencias relativas a pueblos indígenas y tribales y 




Cuadro 4: Principales sentencias del Sistema Interamericano relativas a derechos indígenas y tribales, según derechos  
garantizados y casos. 
DERECHOS GARANTIZADOS CASOS 
Derecho consuetudinario familiar de pueblo tribal. Aloeboetoe y otros vs. Suriname 
Derecho consuetudinario familiar de pueblo indígena. Bámaca Velásquez vs. Guatemala 
Tierra, territorio y recursos naturales. 
Obligación del Estado de delimitar, demarcar, titular y 
registrar. 
Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. 
Nicaragua 
Derecho Consuetudinario, respeto de las autoridades 
tradicionales. 
Masacre de Plan de Sánchez vs. Guatemala 
 
Derecho consuetudinario familiar. Comunidad Moiwana vs. Surinam 
Territorio y recursos naturales; vinculación especial con 
el territorio; restitución del Territorio. 
Vida digna. 
Comunidad indígena Yakye Axa vs. Paraguay 
 
Participación política de pueblos indígenas. Yatama vs. Nicaragua 
Derecho a usar su propio idioma. 
Debido proceso. 
López Álvarez vs. Honduras 
                                               
19 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), “Manual para la investigación de las violaciones y 
protección de los derechos indígenas y afrohondureños”, Tegucigalpa, 2013, pp. 21-23 






Territorio y recursos naturales; restitución del territorio. 
Vida digna. 
Comunidad indígena Sawhoyamaxa vs. 
Paraguay 
Vida e integridad. 
Inviolabilidad de domicilio. 
Escué Zapata vs. Colombia 
 
Personalidad jurídica colectiva. 
Territorio y recursos naturales. 
Salvaguardas frente a concesiones: Participación, 
consulta y consentimiento. 
Pueblo Saramaka vs. Surinam 
 
Familia Indígena. Tiu Tojín vs. Guatemala 
Derecho de los niños indígenas. Chitay Nech y otros vs. Guatemala 
Integridad y debido proceso, por violación sexual de 
mujeres por militares. 
Rosendo Cantú y otra vs. México 
 
Integridad y debido proceso, por violación sexual de 
mujeres por militares. 
Inés Fernández Ortega y otros vs. México 
 
Vinculación especial con el territorio y restitución. 
Integridad física y cultural. 
Vida digna. 
No-discriminación. 
Comunidad indígena Xákmok Kásek vs. 
Paraguay 
Reconocimiento del sujeto colectivo indígena. 
Derecho colectivo a la tierra, territorio y consulta previa. 
Pueblo iIndígena Kichwa de Sarayaku vs. 
Ecuador. 
 
Vida e integridad. 
Libre circulación y residencia. 
Derecho de los niños y las mujeres indígenas. 
Masacres de Río Negro vs. Guatemala. 
 Fuente: “Manual de transversalización de las cuestiones indígenas en los programas y proyectos de desarrollo de los Fondos, Programas y Agencias del 




Cuadro 5: Medidas provisionales relevantes de derechos indígenas y tribales del Sistema Interamericano, según derechos 
garantizados. 
 
DERECHOS GARANTIZADOS MEDIDAS PROVISIONALES RELEVANTES 
Derecho al territorio, participación, consulta 
y consentimiento. 
Cuatro comunidades indígenas Ngöbe y 
sus miembros (Panamá). 
Integridad física de activistas indígenas de 
derechos humanos. 
Asunto Chunimá (Guatemala). 
Derecho al territorio y no desplazamiento 
forzado. 
Caso pueblo indígena Kankuamo 
(Colombia). 
Vida e integridad física, psíquica y moral 
contra actos de paramilitares. 
Caso Clemente Teherán y otros – pueblo 
indígena Zenú (Colombia). 
Vida e integridad personal de activistas 
indígenas de derechos humanos. 
Asunto Serech y Saquic (Guatemala). 
Vida e integridad. 
Libre circulación y residencia. 
Asunto Colotenango (Guatemala). 
              Fuente: Elaboración propia. 
 






5.3 Marco normativo nacional 
 
El sistema jurídico de la República de Honduras está integrado por los derechos consagrados en la 
Constitución, en las leyes que de ella emanan y en las normas contenidas en instrumentos 
internacionales suscritos por el Estado. 
 
La Constitución de Honduras de 1982 reconoce y hace propios los principios inherentes a la dignidad 
humana y, por ende, a la igualdad de derechos y obligaciones. En lo específico, en materia de 
derechos de los pueblos indígenas y afrohondureños, la Constitución garantiza la protección de los 
derechos e intereses, así como la preservación y el estímulo de las culturas nativas.  
 
 
Constitución de Honduras (1982) 
 
Art. 59 
“La persona humana es el fin supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen la obligación de 
respetarla y protegerla. La dignidad del ser humano es inviolable.” 
 
Art. 60 
“Todos los hombres nacen libres e iguales en derechos. En Honduras no hay clases privilegiadas. 
Todos los hondureños son iguales ante la Ley. 
 
Se declara punible toda discriminación por motivo de sexo, raza, clase y cualquier otra lesiva a la 
dignidad humana. 
 
La Ley establecerá los delitos y sanciones para el infractor de este precepto”. 
 
Art. 173 
“El Estado preservará y estimulará las culturas nativas, así como las genuinas expresiones del 
folclore nacional, el arte popular y las artesanías”. 
 
Art. 346 
“Es deber del Estado dictar medidas de protección de los derechos e intereses de las 




Aunque la Constitución no mencione expresamente “pueblos indígenas y afrohondureños”, los 
derechos de esos pueblos y los de sus miembros están protegidos por la Carta Magna en la medida en 
la que la misma hace suyos fundamentales principios del derecho internacional y los derechos 
inherentes a la dignidad humana.  
 
 






Constitución de Honduras (1982) 
 
Art. 15 
“Honduras hace suyos los principios y prácticas del derecho internacional que propenden a la 
solidaridad humana, al respecto de la autodeterminación de los pueblos, a la no intervención y al 
afianzamiento de la paz y la democracia universales. 
Honduras proclama como ineludible la validez y obligatoria ejecución de las sentencias arbitrales 
y judiciales de carácter internacional”. 
 
Art. 16 
“Todos los tratados internacionales deben ser aprobados por el Congreso Nacional antes de su 
ratificación por el Poder Ejecutivo. 
Los tratados internacionales celebrados por Honduras con otros estados, una vez que entran en 
vigor, forman parte del derecho interno”. 
 
Art. 63 
“Las declaraciones, derechos y garantías que enumera esta Constitución, no serán entendidos 
como negación de otras declaraciones, derechos y garantías no especificadas, que nacen de la 




Es importante recordar que el Estado de Honduras reconoce los tratados de derechos humanos 
celebrados como parte del derecho interno propio. En este sentido, en el marco de los compromisos y 
obligaciones internacionales y regionales sobre la tutela de los derechos de los pueblos indígenas y 
afrodescendientes, el Estado de Honduras se ha adherido y ha ratificado una serie de tratados, 
convenciones y acuerdos.  
 
Algunos de ellos contienen derechos aplicables a todas las personas, incluyendo, por el principio de 
no discriminación, a las personas y pueblos indígenas y afrodescendientes; otros, con una orientación 
específica hacia algún sujeto en condición particular, son igualmente aplicables, al poder coincidir con 


















A continuación se presentan los principales instrumentos que cuentan con la adhesión o ratificación 
por parte del Estado de Honduras: 
 
Cuadro 6: Convenciones y tratados de derechos humanos ratificados por el Estado de Honduras en el marco del sistema 
universal de promoción y protección. 
SISTEMA UNIVERSAL 
 
Convención Internacional sobre 
la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial 
 
Ratificada por Decreto No. 61-2002 del 02 de abril de 2002. 
Publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 29,826 del 06 de julio de 
2002. Deposito: 10 de octubre de 2002.  
 
Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes 
 
Ratificada mediante Decreto No. 47-96 del Congreso Nacional, el 16 de 
abril de 1996. Publicada en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 28,089 el 19 
de octubre de 1996.  
 
Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos 
 
Ratificado mediante Decreto No. 64-95 del Congreso Nacional, el 18 de 
junio de 1995. Publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 28, 293 el 
24 de junio de 1997. Deposito: 25 de agosto de 1997.  
 
Convenio sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países 
Independientes de la OIT (169) 
 
Ratificado por Decreto No.26-94 del Congreso Nacional del 10 de mayo 
de 1994. Publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 27,413 del 30 de 
julio de 1994.  
 
Convención sobre los Derechos 
del Niño 
 
Ratificada mediante Decreto No. 75-90 del Congreso Nacional, el 24 de 
julio de 1990. Publicada en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 26,259 el 10 
de agosto 1990.  
 
Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y 
Culturales 
 
Ratificado por Decreto No. 961 de la Junta Militar de Gobierno en 
Consejo de Ministros del 18 de junio de 1980. Publicado en el Diario 
Oficial “La Gaceta” No. 23,167 del 30 de julio de 1980.  
 
Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer 
 
Ratificada por Decreto No. 979 de la Junta Militar de Gobierno del 14 de 
julio de 1980.  Publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 23,203 del 
10 de septiembre de 1980. Deposito: 3 de marzo de 1983.  
 
Convenio relativo a la 
Discriminación en Materia de 
Empleo y Ocupación de la OIT 
(111) 
 
Ratificado por Decreto No. 209 del Congreso Nacional del 19 de marzo 
de 1960. Publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” No.17, 084 del 21 de 
mayo de 1960.  













Cuadro 7: Convenciones y tratados de derechos humanos ratificados por el Estado de Honduras en el marco del Sistema 
Interamericano de promoción y protección. 
SISTEMA INTERAMERICANO 
 
Protocolo Adicional a la 
Convención Americana en Materia 




Adhesión el 11 de octubre de 2011. 
 
Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer 
 
Ratificada mediante Decreto No. 72-95 por el Congreso Nacional, el 25 de 
abril de 1995. Publicada en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 27,678, el 14 
de junio de 1995.  
 
Convención Americana sobre 
Derechos Humanos 
 
Ratificada mediante Decreto No. 523 del Jefe de Estado en Consejo de 
Ministros, el 26 de agosto de 1977.  
Publicada en el Diario Oficial “La Gaceta” No. 22,287-289, el 1 de 
septiembre de 1977.  
 Fuente: Elaboración propia. 
 
 
El Estado de Honduras cuenta también con una legislación secundaria que hace énfasis en la vigencia 
del principio de igualdad y la eliminación de la discriminación racial, por ejemplo:  
 
Cuadro 8: Legislación secundaria que hace énfasis en la vigencia del principio de igualdad y no discriminación. 




Sanciona el delito de discriminación por motivo de sexo, raza, clase o 
cualquier otra lesiva de la dignidad humana. 
Sanciona el delito de genocidio. 
Sanciona el delito de asesinato. 
 
Código de Trabajo 
 
Sanciona la discriminación laboral. 
 
Código de la Niñez y Adolescencia 
 
Establece la obligación de tomar en consideración usos y costumbres de 
la niñez indígena y afrohondureña.  
 
Código Procesal Civil 
 
Obliga a preservar la igualdad de las partes en el proceso y a evitar toda 
discriminación. 
Ley Electoral y de las 
Organizaciones Políticas 
Obliga a hacer realidad la participación política con equidad de género. 
Establece cuotas progresivas de participación política de las mujeres 
hasta alcanzar la equidad de género.  
                                               
20 La Secretaría de Justicia y Derechos Humanos (SJDH) ha formulado en coordinación con organizaciones de la sociedad 
civil y ha remitido al Congreso Nacional dos Anteproyectos de reformas, con el fin de visibilizar los pueblos indígenas y 
afrohondureños como posibles sujetos pasivos de la discriminación: a) al art. 321, que sanciona el delito de discriminación; 
b) al art. 117,  que sanciona el delito agravado de asesinato.  







Decreto legislativo del 19 de abril 
2012 
 
Establece una participación política del 40% para las mujeres en las 
elecciones primarias 2012 y generales 2013 y del 50% a partir del 2016 en 
todo cargo de elección popular. 
 
Ley de Ministerio Público 
 
Colabora en la protección de minorías étnicas. 
Ejecuta acciones de protección de tribus indígenas y demás intereses 
colectivos. 
Atribuye a la Fiscalía Especial de las Etnias y Patrimonio Cultural la tutela 
de los grupos étnicos. 
 
Ley de Igualdad de Oportunidades 
para las Mujeres 
 
Reconoce que corresponde al Estado salvaguardar el patrimonio cultural 
y territorial de los pueblos indígenas. Promueve que el Estado y la 
sociedad civil se solidaricen y trabajen por las aspiraciones de todas las 
mujeres de todas las etnias y estratos socio-económicos deprimidos del 
país. Enuncia que el Estado promoverá la enseñanza bilingüe en los 
grupos étnicos y pueblos indígenas, respetando su identidad pluricultural 
y conservando la autenticidad de la lengua autóctona.  
 
Ley Fundamental de Educación 
 
Recoge como finalidad la no discriminación en la educación. Presta 
atención a la diversidad cultural, lingüística y social, garantía de acceso 
con necesarias compensaciones para lograr la igualdad de oportunidades. 
Reconoce la tolerancia mutua en las relaciones entre mayorías y 
minorías. Reconoce, respeta y estimula las diferentes idiosincrasias e 
identidades culturales, étnicas, lingüística, de prácticas y costumbres.   
 
Ley para la Protección del 
Patrimonio Cultural 
 
Defiende la cultura tradicional y los bienes que constituyen el patrimonio 
cultural.  
Fuente: elaboración propia. 
 
Además, existen otras leyes y códigos vigentes a tener en cuenta, como: 
 
Cuadro 9: Otras leyes y códigos vigentes que hacen énfasis en el principio de igualdad y no discriminación. 
LEYES Y CÓDIGOS FECHA DE PUBLICACIÓN 
 
Ley especial sobre VIH/SIDA 
 
Decreto n. 147-99, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 13 de 
noviembre de 1999. 
 
Ley de Equidad y Desarrollo 
Integral para las Personas con 
Discapacidad 
 
Decreto n. 160-2005, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 25 de 
octubre de 2005. 
 
Ley para la Modernización y el 
Desarrollo del Sector Agrícola 
 
Decreto n. 31-92, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 6 de abril 
de 1992. 
 
Ley de Propiedad 
 
Decreto n. 82-2004, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 29 de 
junio de 2004. 







Reforma a la Ley de Propiedad 
 
Decreto n. 205-2012, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 23 de 
marzo 2013. 
 
Ley Marco de Agua y Saneamiento 
 
Decreto n. 118-2003, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 8 de 
octubre de 2003. 
 
Ley Forestal de Áreas Protegidas y 
Vida Silvestre 
 
Decreto n. 156-2007, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 26 de 
febrero de 2008. 
 
Código de Salud 
 
Decreto n. 65-91, publicado en el Diario Oficial “La Gaceta” el 6 de 
agosto de 1991. 
     Fuente: elaboración propia. 
 
 
Del mismo modo, existen políticas nacionales que integran los principios de igualdad y no 
discriminación. Entre ellas, se señala el II Plan de Igualdad y Equidad de Género de Honduras (II 
PIEGH) y la Política Pública en Derechos Humanos y Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos. 
 
El II PIEGH reconoce que la no discriminación obliga al Estado a garantizar la igualdad de trato de las 
personas independientemente de su condición. Asimismo, reconoce que la no discriminación es un 
principio fundamental que obliga incluir las diferentes formas de discriminación que enfrentan las 
mujeres por su condición de género y que se tornan en formas de discriminación múltiple, cuando se 
las margina por su origen étnico, condición socioeconómica, edad, sexo, opción sexual y discapacidad, 
entre otros.  
 
Cabe mencionar que en el marco del II PIEGH, la SEDINAFROH, la Entidad de las Naciones Unidas para 
la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU Mujeres), el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la presencia en Honduras de la Oficina de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, han elaborado una Agenda Política 
de las Mujeres Indígenas y Afrohondureñas con el objetivo de garantizar sus derechos humanos 
mediante la creación de una agenda que incluya problemas, necesidades y propuestas de cara al 
Estado, la Cooperación Internacional, las organizaciones de mujeres, la empresa privada, las 
organizaciones mixtas, las federaciones indígenas y afrohondureñas y demás instancias de la sociedad 
civil21.  
 
Por otro lado, la Primera Política Pública en Derechos Humanos y Plan Nacional de Acción en 
Derechos Humanos reconocen que la no discriminación es una de las vías para alcanzar la igualdad 
tanto formal como sustancial y que, a la vez, constituye un derecho en sí mismo y una condición 
previa al goce y ejercicio de los demás derechos humanos.22  
 
                                               
21 ONU Mujeres, “Agenda Política de las Mujeres Indígenas y Afro-hondureñas. Caminando Juntas, del Diálogo a la 
Propuesta”, Tegucigalpa, 2013, pg. 19. 
22 Secretaría de Justicia y Derechos Humanos (SJDH), “Primera Política Pública en Derechos Humanos y Plan Nacional de 
Acción en Derechos Humanos”, Tegucigalpa, 2013, pg. 37.  






Asimismo, en esta Política el principio de igualdad y no discriminación busca:  
 
 Asegurar que los recursos presupuestarios sean asignados a programas específicos con el fin 
de avanzar hacia la equidad y la no discriminación en la sociedad; 
 Identificar si dentro del presupuesto de un programa específico de gobierno los recursos han 
sido asignados con criterios de equidad y si, en el ejercicio de los recursos, se ha promovido la 




5.4 Recomendaciones de los principales mecanismos de control de los derechos 
humanos en materia de no discriminación hacia personas y pueblos indígenas 
y afrohondureños 
 
En el 2004, el Relator Especial sobre las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, 
xenofobia y formas conexas de intolerancia23 recomendó al Estado de Honduras un mayor ahínco por 
parte de la administración pública en luchar contra la discriminación racial24.  
 
El relator especial sugirió la elaboración de un Plan de Acción contra la discriminación racial para dar 
más valor a la diversidad étnica en el País al fin de forjar “una sociedad auténticamente multicultural e 
igualitaria”. Propuso que se adoptaran medidas efectivas contra las consecuencias más patentes de la 
discriminación racial en las esferas de la educación, la salud y la vivienda y que se protejan de mejor 
forma a las personas que realizan el trabajo de la pesca de langosta.  
 
El Relator formuló una serie de recomendaciones que se resumen a continuación: 
 
 Reconocer solemnemente, al más alto nivel oficial, la realidad y el arraigo del racismo y la 
discriminación racial, enviando al país entero un mensaje enérgico de carácter moral y político 
para promover la igualdad; 
 Combatir con más firmeza la discriminación racial, elaborando, con las comunidades afectadas, 
un programa global basado en la Declaración y Programa de Acción de Durban, especialmente 
en cuanto a educación, salud y vivienda, para combatir el racismo y la discriminación racial y 




                                               
23 El Relator Especial sobre las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de 
intolerancia es un mecanismo - o  procedimiento especial - adoptado por el Consejo de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, con mandato establecido por resolución 7/34 del 2008. 
24 Comisión de Derechos Humanos, “Informe del Sr. Doudou Diène, Relator Especial sobre las formas contemporáneas de 
racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia. Misión a Honduras”, Ginebra, 2005. 






 Articular la lucha contra el racismo y la discriminación racial en torno a una política de 
sensibilización de la población discriminada en cuanto a:  
a. derechos y vías de recurso; 
b. políticas y programas oficiales; 
c. compromisos internacionales del Estado en materia de derechos humanos y lucha contra 
el racismo; 
d. instrumentos internacionales de promoción y protección; 
e. documento final de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la 
Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia celebrada en Durban; 
f. informes periódicos que presenta Honduras al Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial. 
 Dotar de recursos humanos y financieros a la Comisión contra la Discriminación Racial y 
encomendarle la responsabilidad de forjar una sociedad multicultural;  
 Aplicar la legislación relativa a la pesca submarina, indemnizar a las víctimas y familiares y 
prestar atención a los derechos sindicales; 
 Elaborar en consulta con los pueblos indígenas y afrohondureños una política de desarrollo 
económico y social y, junto con las comunidades interesadas, iniciar un programa de 
discriminación positiva de la población indígena y afrohondureña como núcleo del programa 
global contra el racismo y la discriminación racial; 
 Incrementar relaciones de trabajo y consultas con las organizaciones representativas de las 
comunidades discriminadas25;  
 Proporcionar los recursos necesarios para que la propia población afectada se encargue del 
turismo en su región a fin de mejorar sus condiciones de vida y promover la autenticidad y 
vitalidad del patrimonio y las expresiones culturales; 
 Ejecutar programas de educación intercultural multilingüe; 
 Examinar el papel de los medios de comunicación y su incidencia en la formación de la 
percepción, las imágenes y prejuicios y adoptar un código de conducta por parte de los medios 
de información para promover la diversidad étnica, cultural y espiritual del país; favorecer la 
creación de medios de difusión locales y comunitarios y constituir una comisión multiétnica 
que presente un programa general a los medios de comunicación. 
 
Entre las recomendaciones internacionales al Estado de Honduras en materia de igualdad y no 
discriminación de los pueblos indígenas y afrohondureños, es importante recordar aquellas que han 
sido formuladas en el marco del Examen Periódico Universal (EPU)26. En este sentido, se presentan a 
continuación tanto las recomendaciones recibidas como aquellas hechas por el Estado de Honduras 
en la materia, todas ellas aceptada por las partes.   
                                               
25 El Relator menciona especialmente: ODECO, OFRANEH, la Federación de Tribus Xicaques de Yoro (FETRIXY), Mosquitia 
Pawisa Apiska (MOPAWI) [Organismo de Desarrollo de la Mosquitia] y la Asociación Miskitos Hondureños de Buzos 
Lisiados (AMHBLI).  
26 Aprobado por resolución N° 60/251 del 3 de abril del 2006, el EPU representa un nuevo mecanismo de evaluación 
diseñado por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas para examinar cada 4 años la situación en derechos 
humanos de los países miembros. El Estado de Honduras ha sido examinado por primera vez bajo este mecanismo el 4 de 
noviembre de 2010; la fecha prevista para el próximo examen es mayo 2015.  






Cuadro 10: EPU - Recomendaciones recibidas por el Estado de Honduras27.  
TEMAS RECOMENDACIONES FORMULADAS 
POR 
- Pueblos indígenas 
- Discriminación racial 
Tomar medidas urgentes para desarrollar una política específica para 
proteger los derechos de las minorías y los pueblos indígenas y abordar 
la cuestión clave del racismo. 
Nigeria 
- Pueblos indígenas 
- Orientación sexual y 
equidad de género 
- Derechos de las mujeres 
Revisar la legislación nacional a fin de garantizar el disfrute pleno y sin 
obstáculos de los derechos humanos por parte de todos los miembros 
de la sociedad, incluidos los pertenecientes a los grupos más 
vulnerables, como las mujeres, las personas lesbianas, gays, bisexuales y 
personas transgénero y los pueblos indígenas. 
República Checa 
- Libertad de opinión y 
expresión 
- Pueblos indígenas 
- Minorías 
- Derechos de las mujeres 
Seguir promoviendo los derechos humanos, en particular a través de la 
consolidación de las instituciones democráticas, la libertad de expresión, 
la protección de la mujer, y la asistencia a los pueblos indígenas y afro-
hondureños. 
Santa Sede 
- Pueblos indígenas 
- Minorías 
- Derecho a la educación 
- Derecho a la 
alimentación 
- Derecho a la salud 
Asegurar que los criterios de elegibilidad para los pueblos indígenas y 
afro-hondureños que reciben los beneficios del Programa Presidencial 
de Salud, Educación y Nutrición sean justos, culturalmente apropiados y 
no discriminatorios. 
Ghana 
- Pueblos indígenas 
- Trabajo 
- Minorías 
Hacer esfuerzos para tener en cuenta la necesidad de integrar a los 
pueblos indígenas y afro-hondureños en el mercado laboral. 
Angola 
- Pueblos indígenas 
- Trabajo 
- Minorías 
- Orientación sexual y 
equidad de género  
Promulgar una ley general contra la discriminación para proteger 
eficazmente los derechos humanos de las personas pertenecientes a 
minorías y pueblos indígenas afro-hondureños y de las personas 
lesbianas, gays, bisexuales y personas transgénero, en particular en lo 
que respecta a la violencia contra esas personas y su acceso al mercado 
laboral. 
Austria 
- Pueblos indígenas 
- Derechos a la tierra y 
territorio 
Promulgar una legislación para proteger los derechos territoriales de los 
indígenas y para asegurar que sus intereses estén protegidos en el 
contexto de la explotación de los recursos naturales. 
Austria 
- Pueblos indígenas 
- Derechos del niño 
 
Garantizar el respeto de los derechos de la niñez indígena o de niños y 
niñas que viven en zonas rurales o remotas, adoptar las medidas 
necesarias para garantizar el respeto de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes que viven en la calle o en situación de vulnerabilidad. 
Ecuador 








                                               










Cuadro 11: EPU - Recomendaciones formuladas por el Estado de Honduras. 
TEMAS RECOMENDACIONES RECIBIDAS POR 
- Pueblos indígenas 
- Pobreza 
Tomar medidas para reducir el problema de la pobreza extrema que 
afecta a los pueblos indígenas. 
México28 
- Pueblos indígenas 
- Derecho a la salud 
- Derechos de las 
mujeres 
Continuar a ampliar y fortalecer el sistema de atención primaria de 
salud y mejorar la calidad de dichos servicios, con especial atención 
a las mujeres y los pueblos indígenas. 
México29 
- Discriminación racial 
- Derecho a la educación  
Adoptar medidas adicionales para el acceso a la educación, a fin de 
contribuir a la superación de la brecha educativa entre las 
poblaciones blancas y negras. 
Brasil30 
    Fuente: Elaboración propia. 
 
 
Cabe mencionar en este espacio las recomendaciones relativas a los derechos de las mujeres 
indígenas formuladas en el 2007 por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW)31. Entre ellas, recordamos: 
 Llevar a cabo campañas sostenidas de concienciación y divulgación jurídica focalizadas en las 
mujeres en materia de igualdad de género, a fin de alentar y empoderar a las mujeres para 
que se valgan de los procedimientos y amparos disponibles en relación con la violación de sus 
derechos; 
 Brindar servicios de asistencia letrada a las mujeres y eliminar todo impedimento que se 
pueda plantear cuando una mujer acude a la justicia, incluidos los gastos para interponer 
acciones e incoar juicios y las demoras prolongadas en las actuaciones judiciales; 
 Sensibilizar a las mujeres respecto de su derecho a interponer recursos contra los funcionarios 
públicos que no apliquen las leyes pertinentes para beneficio de la mujer y fiscalizar los 
resultados de esos recursos; 
 Recabar la asistencia de la comunidad internacional para instituir medidas que faciliten el 
acceso de las mujeres a la justicia; 
 Suministrar información sobre el acceso de las mujeres a la justicia, incluida la asistencia 
letrada brindada; 
 Incluir en los informes datos y análisis estadísticos sobre la situación de la mujer, desagregados 
por sexo, edad, etnia y sector rural y urbano, que indiquen los efectos de las medidas 
adoptadas y los resultados obtenidos en la consecución practica de una igualdad sustantiva 
para la mujer. 
                                               
28 Ídem. 
29 Ídem. 
30 Universal Periodic Review Info’s Website, disponible el día 17 de enero de 2014 en: http://www.upr-
info.org/database/index.php?limit=0&f_SUR=All&f_SMR=74&order=&orderDir=ASC&orderP=true&f_Issue=All&searchRec
o=&resultMax=25&response=&action_type=&session=&SuRRgrp=&SuROrg=&SMRRgrp=&SMROrg=&pledges=RecoOnly.  
31 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), “Observaciones finales del Comité para la 











En el 2007, el Comité de los Derechos del Niño también emite recomendaciones a Honduras. Entre las 
principales, destacan las siguientes: 
 
 Velar por una distribución más equilibrada de los ingresos en todo el país y priorizar las 
partidas presupuestarias para que se hagan efectivos los derechos económicos, sociales y 
culturales de los niños, incluyendo los de los grupos desprotegidos como los niños indígenas, 
los niños con discapacidades y los niños que viven en zonas muy apartadas;  
 Redoblar esfuerzos para difundir la Convención del Niño en todo el país y concienciar de sus 
principios y disposiciones, en particular a los propios niños, sus padres, maestros y profesores 









































VI. Estrategia programática: ejes de derechos y objetivos estratégicos de 
intervención 
 
En este capítulo se desarrollan 6 ejes de derechos que agrupan un total de 71 objetivos estratégicos 
que el Estado de Honduras se debe comprometer a alcanzar con su gestión pública en los próximos 8 
años. 
 
6.1 Eje 1: La participación social y política y el ejercicio de la ciudadanía 
intercultural de los pueblos indígenas y afrohondureños 
 
Análisis de la situación 
 
Desde el surgimiento del Estado Nacional en Honduras, por todo el siglo XIX y buena parte de la 
primera mitad del siguiente siglo, la población indígena y afrodescendiente ha sido excluida de la 
ciudadanía hondureña. Hasta 1957, solamente se consideraban como ciudadanos los hombres 
mayores de edad que fueran propietarios de riquezas materiales y letrados. 
 
Una vez roto el orden colonial en 1821, las elites criollas al mando llevan a cabo un nuevo 
ordenamiento jurídico y político del Estado independiente, tras la adopción de la primera Carta 
Magna en 1825. El ordenamiento que se realiza a partir de entonces es, además, territorial y 
viene a realizarse a través de la disolución de los pueblos de indios y con la integración de la 
Moskitia y las Islas de la Bahía en el Estado de la República.  
 
Los pueblos de indios, conformados durante la época colonial y reconocidos por la Corona 
Española, pasan a ser aldeas y caseríos del nuevo Estado independiente, mientras se formaliza 
en todo el país la creación de departamentos, municipios y cabeceras departamentales.  
 
Algunas comunidades buscan el reconocimiento del estatus de Municipalidad, para así poder 
contar con tierras ejidales y ser gobernadas por autoridades propias; sin embargo, las solicitudes 
presentadas formalmente son rechazadas de manera sistemática por el Estado32 que promueve 
un control centralizado del territorio por medio de autoridades administrativas creadas ad hoc.  
 
En 1859, la República de Honduras firma con Inglaterra el Tratado de Wike-Cruz, que pone fin al 
protectorado inglés sobre las tierras conocidas como La Moskitia.  
 
 
                                               
32 Este fue el caso, entre 1864 y 1875 de Yamaranguila y Ocotepeque y entre 1884 y 1896 de San Andrés y San Andrés 
Guajinlaca, en el departamento de Gracias, Lempira. Barahona Marvin, “Pueblos Indígenas y Memoria Colectiva en 
Honduras”, Editorial Guaymuras, 2009, pg. 133.   






A partir de esta fecha, el Estado empieza a afirmar su presencia en el territorio recién adquirido, 
en donde se asientan pueblos nunca conquistados ni colonizados por la Corona Española33 y que 
ahora serán objeto de tutela, mientras en la región se promueven nuevas formas de 
colonización ladina.  
 
La ideología de “civilización” y “progreso”, impulsada por la reforma liberal de 1876, promueve 
el uso de la lengua española (hasta hoy en día considerada la única lengua oficial34), la 
evangelización y la protección de los “indios selváticos” e “incivilizados”35 - principalmente 
miskitos, tawahkas y pech - como medidas para impulsar la evolución social del país. Mientras 
tanto, se llevan a cabo ensayos organizados de colonización para explotar recursos naturales de 
la zona. En 1957 nace el Departamento de Gracias a Dios y, a partir de esa fecha, la creación de 
distintos municipios cambia el panorama político del territorio, siempre controlado militarmente 
por las fuerzas armadas nacionales primero y nacionales y estadounidenses después.36.  
 
Poco más tarde, la nacionalización de los bosques y la adopción de la Ley de Reforma Agraria, 
durante la mitad de los años ’70 del siglo XX, modifican la propiedad legal sobre la tierra y la 
posesión de los bosques por parte de los pueblos indígenas y afrohondureños, en perjuicio de 
sus derechos e intereses37. Para proteger su supervivencia cultural, los pueblos indígenas y 
afrohondureños empiezan a organizarse políticamente alrededor de la necesidad de contar con 
seguridad jurídica en la propiedad de sus tierras38.  
 
En estos años, los Xicaques organizan el Consejo Nacional de Tribus Indígenas (CONATRIN); el 
pueblo Miskitu funda la Mosquitia Asla Takanka (MASTA) y en el seno del pueblo Garífuna nace 
la Organización Fraternal Negra de Honduras (OFRANEH). En 1985, los Xicaques crean un nuevo 






                                               
33 Durante todo el periodo colonial y hasta aproximadamente 1859, los pueblos que habitaban la región conocida todavía 
hoy en día como la “Moskitia” y los de las Islas de la Bahía estuvieron administrados por Inglaterra (bajo la modalidad de 
protectorado) y casi no tuvieron contacto con españoles.  
34 Art. 6 de la Constitución de Honduras de 1982: “El idioma oficial de Honduras es el español. El Estado protegerá su 
pureza e incrementará su enseñanza”. 
35 Es importante señalar que la política de la tutela fue también utilizada por el misionero español Manuel de Jesús 
Subirana, que, además de evangelizar los nativos del nordeste, se preocupó por asegurar los medios de subsistencia de 
grupos xicaques y payas, promoviendo el reconocimiento legal de las tierras que ocupaban.             
36 Es preciso recordar a este propósito la presencia de la Agencia Antidrogas de Estados Unidos (DEA, por su sigla en 
inglés), justificada por la lucha al narcotráfico. 
37 Barahona Marvin, “Pueblos Indígenas y Memoria Colectiva en Honduras”, Editorial Guaymuras, 2009, pg. 212. 
38 Es importante recordar la participación especialmente de personas de origen afrohondureño en la huelga bananera de 
1954, en apoyo a organizaciones campesinas que tuvieron un papel relevante durante los conflictos sociales. Sin embargo, 
es importante señalar que una lucha basada en un reclamo de identidad colectiva específica no se organiza hasta los años 
’70 del siglo pasado.    






Más tarde el pueblo Pech conforma la Federación de Tribus Pech de Honduras (FETRIPH); el 
pueblo Tawahka la Federación Indígena Tawahka de Honduras (FITH); el pueblo Lenca la 
Organización Nacional Indígena Lenca (ONILH); el pueblo Maya-Ch’ortí el Consejo Nacional 
indígena Maya-Ch’ortí de Honduras (CONIMCHH) y, en 1998, se organiza la Federación Indígena 
Nahua de Honduras (FINAH)39.  
 
Es importante recordar también que, en los años ’90, nacen importantes organizaciones como la 
Confederación de los Pueblos Autóctonos de Honduras (CONPAH) y la Organización de 
Desarrollo Étnico Comunitario (ODECO).  
 
Durante las siguientes décadas, las organizaciones reivindican una identidad colectiva específica 
y reclaman el respeto de sus derechos frente a un Estado que sigue promoviendo políticas de 
asimilación e integración. Los planteamientos de los pueblos indígenas y afrohondureños 
cuestionan cada vez más el carácter únicamente mestizo-ladino de la nación hondureña, 
buscando ser parte de una memoria colectiva históricamente excluyente y reclamando una 
participación que respete las diferencias y características de sus culturas propias.  
 
En los años ‘90 del siglo pasado, conforme el Estado va asumiendo compromisos en materia de 
derechos humanos, los pueblos indígenas y afrohondureños surgen como sujetos colectivos de 
derechos, ahora, reconocidos por primera vez a nivel internacional. Se destaca, en este sentido, 
la ratificación del Convenio 169 de la OIT en 1994, fruto de una lucha indígena y 
afrodescendiente que presiona el Gobierno del entonces presidente Carlos Roberto Reina (1994-
1998). 
 
Es importante recordar las principales acciones promovidas por las organizaciones indígenas y 
afrohondureñas: 
 Peregrinación indígena, de 1994; 
 Marcha de Resistencia Indígena, Negra y Popular, de 1994; 
 Primera Cumbre Mundial de Afrodescendientes de 2011; 
 Celebración del Aniversario de la Cumbre Mundial de Afrodescendientes. 
 
En consecuencia de la incidencia política ejercida por los pueblos indígenas y afrohondureños, 
en Honduras se emite una serie de decretos que tutelan determinados derechos individuales y 
colectivos de los pueblos. Entre los que se tienen: 
 Decreto Legislativo No. 330-2002 que declara al mes de abril como “Mes de la Herencia 
Africana en Honduras”;  
 Creación del Premio Nacional Mes de la Herencia Africana en Honduras, en cinco 
categorías, mediante Decreto Ejecutivo No. 04-2006; 
 Creación de la Comisión Nacional Contra el Racismo en Honduras, por medio del Decreto 
Ejecutivo No. 002-2004; 
 
                                               
39 Barahona Marvin, “Pueblos Indígenas y Memoria Colectiva en Honduras”, Guaymuras, 2009, pgs. 221 -225.   






 Aprobación del Decreto Ejecutivo No. 09-2007, para favorecer y apoyar a la población 
afrohondureña, disponiendo ejecutar acciones orientadas a propiciar su desarrollo 
económico, político, social, cultural y ambiental; 
 Creación de la Secretaría de Estado en los Despachos de los Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños,  mediante Decreto Legislativo No. 203-2010;  
 Aprobación del Decreto Legislativo No. 70-96, el cual declaró 1997 como el año del 
Bicentenario Garífuna y el 12 de abril de cada año, a partir de ese año, “Día de los 
Afrohondureños de Honduras”;  
 Decreto Ejecutivo No. PCM-003-2011, que declara en Honduras el año 2011 como el 
“Año Internacional de los Afrodescendientes”. 
 
Hoy en día, en la primera mitad del segundo decenio del siglo XXI, en el Estado multicultural y 
plurilingüe de Honduras40, los desafíos para garantizar la participación indígena y 
afrodescendiente en los asuntos de su interés son todavía numerosos. Antes que nada, es 
preciso destacar la inequidad histórica en el acceso a los más altos niveles de representación 
política. Así tenemos, por ejemplo que la Presidencia del país nunca ha sido asumida por una 
persona de origen étnico o racial distinta a la mestiza o ladina; en igual sentido, la composición 
del Congreso Nacional en funciones durante el gobierno de Porfirio Lobo Sosa (2010-2013) ha 
sido integrada solamente por una persona afrodescendiente y mujer41. Dicha situación nos lleva 
afirmar que falta una representatividad más amplia y diversa. Sin embargo, el desafío mayor 
para garantizar la participación indígena y afrohondureña en la toma de decisiones lo representa 
la necesidad de establecer mecanismos apropiados y eficaces para la consulta y el 
consentimiento en relación con las cuestiones que les conciernen, como una de las medidas 
coordinadas y sistemática a tomar42 para proteger y promover los derechos individuales y 
colectivos de los pueblos culturalmente diferenciados. 
 
Cabe señalar, por último, la necesidad de promover la inscripción de menores de 5 años de edad 
en el Registro Nacional de las Personas, a fin de que estas personas puedan disfrutar de sus 
derechos como ciudadanas y ciudadanos. Según la Encuesta Nacional de Demografía y Salud del 
2012, de hecho, existe cierta brecha según los departamentos considerados, destacando en este 
sentido la situación del Departamento de Gracias a Dios en donde se han registrado únicamente 
el 72% de los nacimientos, cuando el Departamento de La Paz registra los mejores datos (98%) y 




                                               
40 Según en reconocimiento en leyes secundarias, como el decreto de creación de la SEDINAFROH. 
41 Las mujeres han representado el 19% de los congresistas.  
42 Organización Internacional del Trabajo (OIT), “Los Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales en la Práctica. Una Guía 
Sobre el Convenio Número 169 de la OIT”, Programa para Promover el Convenio Núm. 169 de la OIT (PRO 169), 
Departamento de Normas Internacionales del Trabajo, 2009, p. 59.  
43 Secretaría del Despacho de la Presidencia, República de Honduras, “Encuesta Nacional de Demografía y Salud (ENDESA) 
2011/2012”, Tegucigalpa, 2013, pg. 34. 








Objetivo estratégico 1:  
Asegurar cuotas de participación indígena y afrohondureña, basadas en criterios de proporcionalidad 
demográfica, para garantizar el derecho político individual y colectivo de elegir y ser elegido. 
 
Objetivo estratégico 2:  
En el marco de la reforma a la ley electoral y el establecimiento de una cuota de género del 50%, 
establecer mecanismos de acción positiva para garantizar la participación de mujeres indígenas y 
afrohondureña, en cargos de elección popular a todos los niveles. 
 
Objetivo estratégico 3:  
Establecer mecanismos adecuados de consultas en secretarías sectoriales estratégicas, para asegurar 
la consulta efectiva de aquellos pueblos que puedan verse afectados por la adopción de medidas 
legislativas o administrativas con vistas a obtener su consentimiento previo, libre e informado cada 
vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectar sus derechos e 
intereses. 
 
Objetivo estratégico 4: 
Promover programas de educación comunitaria en derechos humanos individuales y colectivos, 
especialmente a través del fortalecimiento de las organizaciones representativas, para asegurar la 
participación libre e informada de los pueblos indígenas. 
 
Objetivo estratégico 5:  
Impulsar procesos de rendición de cuentas sobre la gestión pública institucional liderados por 
representantes de pueblos indígenas y afrohondureña, para garantizar el derecho a la información 
acerca de programas y proyectos que afectan sus intereses. 
 
Objetivo estratégico 6: 
Establecer programas de formación en liderazgo y gobernabilidad democrática de líderes y lideresas 
de base comunitaria, para promover una participación libre e informada y culturalmente pertinente. 
 
Objetivo estratégico 7: 
Promover el acceso al Registro Nacional de las Personas para grupos vulnerables identificados, para 
garantizar el ejercicio de los derechos civiles, políticos, sociales y económicos en condición de 
igualdad. 
 
Objetivo estratégico 8: 
Crear un sistema de estadísticas sobre población indígena y afrohondureña en INE y que se 










6.2 Eje 2: Derecho a la educación, especialmente intercultural bilingüe, y 
promoción de la interculturalidad 
 
Análisis de la situación 
 
La población indígena y afrohondureña presenta un nivel de analfabetismo de 14.8%, valor que 
es prácticamente igual al promedio nacional (14.9%)44. Sin embargo, se observa un nivel más 
elevado en los pueblos Maya Ch’ortí, Pech y Tolupán, donde casi 3 de cada 10 personas de 15 o 
más años de edad no saben leer ni escribir. 
 
Gráfica 2: Analfabetismo (% de personas de 15 años o más). 
 
Fuente: Encuesta del Estado de la Niñez Indígena y Afrohondureña, 2011. 
 
 
En ámbito rural, entre los 15 y los 24 años de edad, 
el 17% de la población no indígena y el 19.8% de la 
población indígena no sabe leer ni escribir45. Esta 
desigualdad, como se puede apreciar en la Gráfica 
3, se hace más evidente en el caso de las mujeres 
indígenas y afrohondureñas tanto del ámbito rural 
como urbano, especialmente a partir de los 15 
años de edad: según datos del 2001, de hecho, son 
analfabetas el 19% de origen ladina y el 31.1% de 








Gráfica 3: Analfabetismo entre población 
nacional y población indígena, según sexo. 
  






                                               
44 Encuesta Permanente de Hogares con Propósitos Múltiples (EPHPM), mayo del 2011. 
45 CEPAL – CELADE, “Sistema de indicadores sociodemográfico de poblaciones y pueblos indígenas”, disponible el día 9 de 
junio de 2014 en: http://celade.cepal.org/redatam/PRYESP/SISPPI/. 
46 Ídem. 

















Fuente: elaboración propia. Datos 2001. 
 
 
Si consideramos el periodo de vida de los 25 a los 49 años de edad, la brecha es aún mayor. Ser 
mujer indígena o afrohondureña en el ámbito rural significa tener el número promedio de años 
de estudios más bajo (2.8%), en comparación con mujeres de la misma edad, tanto del ámbito 
rural (3.5%) como urbano (7.5%)47.   
 
Por lo general, como se puede apreciar en el siguiente cuadro, la escolaridad promedio entre la 
población autóctona y el resto de la población nacional presenta también desigualdades, con 
valores particularmente bajos en los pueblos Maya Ch’ortí, Lenca y Tolupán, donde las personas 
que saben leer y escribir no han cursado más allá del tercer grado de primaria, en contraste con 
los pueblos Misquito, Garífuna, Tawahka y Afrohondureño de habla inglés, donde la población 
de 15 años y más, que sabe leer y escribir, ha completado la educación primaria.  
 
 
Gráfica 5: Años promedio de estudio población nacional, según origen cultural. 
 
 
          Fuente: Informe del Estado de Honduras al CERD, 2012 
 
 
                                               
47 Ídem.  






El acceso a la educación secundaria, por su lado, refleja una mejor situación de los pueblos 
indígenas y afrohondureños respeto a la media nacional en términos de asistencia en los niveles 
de pre-básica, básica y secundaria. Sin embargo, es preciso destacar algunas diferencias 
interculturales y de género. Por ejemplo, en la pre-básica se registran niveles muy por debajo de 
la media en el caso de los pueblos Tolupán (13.6%), Nahua (22.6%) y Maya Ch’ortí (28.9%). En la 
secundaria, se destaca una situación mayormente favorable para las niñas, que alcanzan una 
media de 47.9% de asistencia de media. En este caso, a nivel distintivo entre los 9 pueblos, los 




Cuadro 12: Tabla comparativa de la asistencia en educación pre-básica, básica y secundaria. 
Tabla comparativa de la asistencia en educación pre-básica, básica y secundaria 
Nivel de educación Edades consideradas Población nacional Población indígena y 
afrohondureña 
Pre-básica 4-5 años 45.7% 41.4% 
Básica 6-12 años 88.1% 94.5% 
Segundaria 13-17 años 33.6% 43.6% 




Cabe destacar que la asistencia puede verse afectada por el ausentismo, que en determinados 
casos no necesariamente depende de las responsabilidades directas de alumnos y alumnas o 
padres y madres de familia. En promedio, de hecho, se reporta un ausentismo a clases de 1.4 
días a la semana; el dato es preocupante en los pueblos Garífuna y Nahua, en los cuales la huelga 
de los maestros ha ocasionado un ausentismo de más de tres días por semana. 
 
Según la encuesta del Estado de la Niñez Indígena y Afrohondureña del 2011, de la población en 
edad escolar matriculada el año anterior a la encuesta, un 89.6% aprobó el grado en el cual se 
matriculó. Del total de reprobados, el 44.3% se retiró de clases, situación particularmente propia 
de las niñas, sin diferencias significativas entre pueblos.  
   
En cuanto a la educación superior, no se dispone de datos oficiales de referencia desagregados 
por grupo cultural que permitan apreciar brechas y desigualdades.  
 
Sin embargo, según revela la ENDESA 2012, es posible observar que la educación superior 
representa en Honduras un privilegio del que pocas personas pueden gozar en lo específico, el 
10% de la población nacional urbana y el 2% de la rural, lo que representa el 5% de los hombres 

































       
     
Fuente: SEDINAFROH, “La experiencia de la Educación Intercultural Bilingüe en Honduras”, 2012. 
 
 
El derecho a la educación de los pueblos indígenas y afrohondureña, debe respetar, valorar y 
promover los aportes que la diversidad produce en términos culturales. En este sentido, una de 
las principales reivindicaciones de los pueblos indígenas y afrohondureños ha sido la educación 
intercultural bilingüe. Hasta los años ’90 del siglo pasado, Honduras mantiene una política 
monolingüe castellana en sus escuelas, a pesar de que se dan experiencias de educación bilingüe 
en algunas comunidades garífunas y misquitas de la Costa Atlántica y un programa de transición 
al español en la comunidad Jicaque de La Montaña de la Flor por el Instituto Lingüístico de 
Verano. 
 
La organización y lucha de los pueblos indígenas y afrohondureños durante la década de los ’80, 
unidas a las presiones de las dos Universidades del Estado, logra adoptar por acuerdo legislativo 
la primera política lingüística que en 1994 reconoce Honduras como un país multiétnico y 
plurilingüístico. El acuerdo obliga a la preservación de las lenguas indígenas y afrohondureñas y a 
ejecutar programas de Educación Intercultural Bilingüe (EIB) en todos los centros educativos de 
las comunidades.  
 
Idioma Materiales producidos y validados 
Garífuna Fonética y sintáctica de los diferentes dialectos/idiomas indígenas. 
Gramática lingüística. 
Cartilla para lectura y escritura para primer grado. 
Miskitu Fonética y semántica entre los dialectos. 
Gramática misquita. 
Diccionario editado en misquito. 
Cartilla para primer grado. 
Texto para profesores del español como segunda lengua. 
Breve colección de cuentos “Kisi Nani”. 
Libro para colorear en misquito. 
Tol Gramática Tol validada. 
Cartilla para primer grado. 
Cartilla en español para hablantes Tol. 
Libro de lectura “Leamos Tol”. 
Creole/Inglés “Historia de los Negros de Habla Inglesa”. 
Texto de lectura “Chata Talk”. 
Tawahka Fonética y sintáctica de los diferentes dialectos.  
Gramática Tawahka. 
Diccionario Tawahka. 
Pech Cartilla para primer grado. 
Texto de lectura y escritura en Pech. 
Ch’ortí Borrador de gramática incompleta. 
Nahua y Lenca Ninguno. 






Tras la firma en 1992 del Convenio de Cooperación entre la CONPAH y la Secretaría de Estado en 
el Despacho de Educación, a partir de 1994, esta Secretaría pone en ejecución el Plan Nacional 
de Educación Bilingüe Intercultural, a través del proyecto de Administración de la Educación 
Primaria Rural, financiado por el Banco Mundial. En este marco se crea el Programa Nacional de 
Educación para las Etnias Autóctonas de Honduras (PRONEEAAH), que prepara materiales 
educativos en las lenguas de los pueblos indígenas o afrohondureños e incorpora en su 
estructura representantes de cada uno de los pueblos, en base a las propuestas avanzadas por 
las federaciones48. En 2009, este programa apoyó técnicamente a 767 centros de educación 
básica en 15 de los 18 Departamentos del país, con mayor concentración en comunidades de los 
Departamentos de Lempira, Intibucá, La Paz, Francisco Morazán y Gracias a Dios49. Además, a 
través del Programa de Formación de Docente en EIB, se han formado más de 1400 maestros y 
maestras de educación primaria bajo el enfoque del Modelo Educativo Intercultural Bilingüe y se 
están actualmente formando otras 1400 personas.  
 
A pesar de los avances, sobre todo en el aspecto intercultural bilingüe, garantizar la educación 
de calidad para los pueblos indígenas y afrohondureños es un desafío de muchas facetas a 
considerar. Entre los desafíos más importantes, cabe señalar la carencia de las infraestructuras 
de los centros educativos y la injerencia política en la asignación de profesionales que ejercen 
funciones en las comunidades indígenas y afrohondureñas.  
 
Tal y como evidenció en el 2010 el Centro de Investigación y Promoción de los Derechos 
Humanos de Honduras (CIPRODEH), el 85% de los centros educativos asignados a atender la 
demanda de los pueblos indígenas y afrohondureños está dañado o carece de mobiliario y el 
62% tiene problemas de ampliación, reparación de techo, pisos, paredes o en el sistema de 
saneamiento básico50.  
 
Asimismo, la movilidad de las plazas de docentes y la injerencia política51  en la asignación de las 
mismas en territorios indígenas y afrohondureños se configura como un factor de debilitamiento 
de la calidad educativa, por la interrupción curricular producida tras el cambio de docente y por 
el riesgo de no poder recibir las clases en el idioma propio.  
 
Respecto a este último punto, es importante considerar que la EIB representa una política 
principalmente enfocada en la preservación de los diferentes idiomas del país.  
 
                                               
48 Secretaría en los Despachos de los Pueblos Indígenas y Afrohondureños (SEDINAFROH), “La Experiencia de la Educación 
Intercultural Bilingüe en Honduras”, Programa de Desarrollo Integral de Pueblos Autóctonos (DIPA), Tegucigalpa, 2012, pg. 
54.  
49 UNICEF, “Niñez Indígena y Afrohondureña en la República de Honduras”, Tegucigalpa, 2012, pg. 73.  
50 Centro de Investigación y Promoción de los Derechos Humanos CIPRODEH, “Informe nacional sobre el cumplimiento de 
los derechos humanos de los pueblos indígenas y negros de Honduras”, Tegucigalpa, 2010, pg. 33, disponible el día 2 de 
Noviembre de 2013 en:  
http://www.ciprodeh.org.hn/images/stories/Publicaciones/manual_pueblos_indigenas.pdf 
51 El informe destaca que por efecto del último cambio de gobierno se ha producido el despido por razones partidistas del 
90% de los 484 docentes contratados.  






Aun así, no ha sido incluida en los programas educativos oficiales, por lo que los docentes que 
laboran en escuelas localizadas en comunidades indígenas no están obligados a desarrollar 






Objetivo estratégico 1:  
Ampliar la cobertura de la educación intercultural bilingüe para garantizar la educación media 
culturalmente adecuada de los pueblos indígenas y afrohondureños.   
 
Objetivo estratégico 2:  
Promover adecuados mecanismos de movilidad de profesionales del sector, para asegurar la 
asignación de plazas en las comunidades a maestros y maestras indígenas y afrohondureñas.  
 
Objetivo estratégico 3:  
Promover programas adecuados y servicios pertinentes de educación intercultural multilingüe, para 
garantizar el derecho a la supervivencia cultural de los pueblos, a través de la transmisión a las 
generaciones futuras de memoria, valores y conocimientos colectivos propios. 
 
Objetivo estratégico 4: 
Crear y dotar de recursos, adecuados mecanismos de consulta con instituciones comunitarias de toma 
de decisión, para garantizar el consentimiento de políticas, programas y proyectos de promoción de la 
educación, especialmente intercultural multilingüe. 
 
Objetivo estratégico 5: 
Asegurar la elaboración, el reconocimiento oficial y la reproducción de material educativo que refleje 
los aportes de los pueblos indígenas y afrohondureños a la cultura nacional en todos los campos. 
 
Objetivo estratégico 6:  
Promover una legislación que valore la diversidad, especialmente lingüística, de la nación hondureña, 
asegurando la oficialización de la educación intercultural bilingüe.  
 
Objetivo estratégico 7:  
Promover el aprendizaje de idiomas propios para funcionarias y funcionarios públicos de distintas 
áreas desarrollando labores en comunidades indígenas y/o afrohondureñas. 
  
Objetivo estratégico 8:  
Promover el mejoramiento de la infraestructura educativa de los centros comunales para asegurar 
condiciones adecuadas para la enseñanza de todo nivel.  
 
 






Objetivo estratégico 9:  
Establecer programas de combate a la desnutrición infantil involucrando especialmente estructuras 
educativas y sanitarias comunitarias, para asegurar la salud mental y física necesaria para el 
aprendizaje adecuado de la niñez indígena y afrohondureña.  
 
Objetivo estratégico 10: 
Promover el establecimiento de universidades indígenas y afrohondureñas, para garantizar el acceso 
a estudios superiores culturalmente diferenciados y adecuados a las necesidades propias de cada 
pueblo.   
 
Objetivo estratégico 11:  
Promover programas de becas para niñas/os y adolescentes indígenas y afrodescendientes para 
asegurar su acceso y permanencia en el sistema educativo. 
 
Objetivo estratégico 12:  
Promover programas amplios de estudios a nivel técnico superior adaptados a las realidades 
territoriales y específicas de los pueblos indígenas y afrohondureños. 
 
Objetivo estratégico 13:  
Establecer programas de difusión y promoción de las distintas culturas y realidades de los pueblos 
indígenas y afrohondureños. 
 
Objetivo estratégico 14:  
Incorporar el enfoque de interculturalidad con los principios de  igualdad y no discriminación en la 
currícula de carreras clave como derecho, medicina, periodismo, etc. 
 
Objetivo estratégico 15:  
Normar el uso de mensajes no racista y discriminatorio en las estructuras educativas, la publicidad y 
los medios de comunicación. 
 
Objetivo estratégico 16:  
Promover programas de alfabetización para la población indígena y afrohondureña, especialmente de 














6.3 Eje 3: Derecho a la salud, bajo la cosmovisión de los pueblos indígenas y 
afrohondureños 
 
Análisis de la situación 
 
El bienestar físico, mental y social de los pueblos indígenas y afrodescendientes depende del 
acceso a la tierra, a la protección del medio ambiente y a la integridad cultural. En todo el 
mundo, el desplazamiento de las tierras ancestrales, las políticas mal planteadas para el 
desarrollo y el reasentamiento, la represión de las instituciones tradicionales, de las costumbres 
y creencias y los cambios drásticos en los estilos de vida constituyen factores que afectan la salud 
de grupos culturalmente diferenciados como los pueblos indígenas y afrodescendientes52.  
 
Otro factor determinante a considerar, es el acceso a los servicios de salud adecuados y 




Los servicios públicos de salud constituyen casi la única opción para el tratamiento de 
enfermedades: a excepción del pueblo Miskitu el 82.5% del cual acude al Hospital de la 
Secretaría de Salud, en los demás casos la principal atención la prestan los Centros de Salud 
Médico Odontológico (CESAMO) y los Centros de Salud Rural (CESAR): el 87.6% de los garífunas 
acude a un CESAMO, así como el 96.3% de los tawahkas, el 78.7% de los maya ch’ortí, el 60.7% 
de los nahua, que igualmente acuden en un 22.6% a un hospital o clínica privada, el 50.5% de los 
pech, que igualmente acuden en un 42.1% a un CESAR, el 72% de los lencas, que igualmente 
acuden en un 11.2% a un CESAR y el 53.8% de los tolupanes, que igualmente acuden en un 28.3% 
a un CESAR.  
 
Entre las dificultades para el acceso, la distancia desde las comunidades hasta los centros de 
atención de salud varía mucho, dependiendo del pueblo de que se trate. Por ejemplo, en las 
comunidades maya ch’ortí  se requiere un promedio de 1.8 horas en llegar al centro de salud 
más cercano; en cambio en el pueblo Negro de habla inglesa, que vive totalmente en una zona 
urbana, la distancia que se recorre en busca de atención medica es de apenas 22 minutos. Sin 
embargo, existen situaciones mucho más extremas en áreas remotas del país como en la 
Moskitia, en donde la población indígena a veces viaja hacia centros lejanos a sus comunidades 
para buscar atención médica adecuada, realizando grandes esfuerzos, no solamente por la 
distancia sino también por la inversión económica necesaria, cuando por ejemplo se requiere 




                                               
52 Organización Internacional del Trabajo (OIT), “Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica. Una guía 
sobre el Convenio núm. 169 de la OIT”, Ginebra, 2009, pg. 145. 






En algunos casos, adultos que no hablan comúnmente el español pueden encontrar difícil 
comunicarse con el personal médico y esperar la recuperación de la persona enferma que 
acompañan, como puede suceder en la capital del país a personas indígenas atendidas en el 
Hospital Escuela.  
 
De otro lado, el acceso a la atención de la medicina tradicional53 es mucho mayor en casi todos 
los casos, tomando en cuenta la presencia o cercanía a la aldea, lugar o vivienda de algún o 
alguna practicante de medicina tradicional. La gran mayoría de las aldeas (96%) tienen acceso a 
medicina tradicional y sólo un 4% no tiene acceso a ser atendido por una persona practicante de 
la medicina tradicional residiendo en su interior o bien en sus cercanías. Apreciando las 
diferencias entre pueblos, observamos que solo en el caso de nahuas (33.3%) y garífunas (11.1%) 
el acceso a la medicina tradicional no es total, lo que puede reflejar una pérdida de prácticas o 
problemas de acceso asociados al factor distancia. Asimismo, se registra un mayor acceso a 
personas sobadoras (92%) y parteras (90%) y un nivel igualmente significativo de acceso a 
personas curanderas (60%), chamanas (22%) y brujas (18%). 
 
Cabe recordar que los sistemas tradicionales de salud y seguridad social han sido desde siempre 
el resultado de respuestas generacionales a las necesidades especiales creadas por el entorno 
local y satisfechas en él. Sin embargo, existe muy poca información sobre la importancia de los 
sistemas tradicionales de apoyo y colaboración mutua, mientras esfuerzos mínimos se han hecho 
para rescatar saberes y prácticas de la medicina ancestral.  
 
Bajo la implementación del Programa de Desarrollo Integral de Pueblos Autóctonos (DIPA), por 
ejemplo, se han producido importantes materiales de documentación relativa y se han 
financiado proyectos de salud materna de capacitación y fortalecimiento para parteras, 
especialmente miskitas.  
 
A pesar de estos esfuerzos, la realización de un verdadero servicio de salud de carácter 
intercultural sigue todavía pendiente y su implementación encuentra importantes obstáculos; 
entre ellos se identifican los siguientes54: 
 
 La práctica de la medicina tradicional no es respetada por la Secretaría de Salud ni por los 
estamentos del sistema oficial de salud. La coordinación entre el sistema oficial y el 
tradicional se da a título personal.  
 A nivel educativo, igualmente se da una discriminación por parte de un sistema 
etnocentrista que está causando la pérdida de la medicina tradicional entre los jóvenes 
en cuanto los docentes desconocen sus prácticas y no las valoran. 
                                               
53 Secretaría de Justicia y Derechos Humanos (SJDH), “Informe del Estado de Honduras ante el Comité para la Eliminación 
de la Discriminación Racial con arreglo al artículo 9 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial”, Tegucigalpa, 2012.  
54 Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), “Diagnóstico sobre la 
situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas en América Central”, TOMO II, Honduras, Panamá, 2010, 
disponible el día 13 de noviembre de 2013 en: http://www.oacnudh.org/wp-content/uploads/2012/10/TOMO-2.pdf. 






 Infraestructura inadecuada o ausente, falta de equipo médico quirúrgico, de recursos 
humanos y medicamentos, escaso o nulo personal indígena o afrodescendiente 
contratado. 
 
Los datos existentes resaltan marcadas desigualdades entre el estado de salud de los pueblos 
indígenas y afrodescendientes y el resto de la población nacional. En este sentido, para la 
primera mitad de los años ‘90, la esperanza de vida de los hombres indígenas es de 36 años, en 
contraposición a los 65 años de esperanza de vida de los hombres no indígenas; al igual, la 
esperanza de vida de las mujeres indígenas es de 43 años en relación a los 70 años del resto de la 
población femenina del país55. Todavía iniciando el siglo XXI, los índices de mortalidad en 
menores indígenas de 1 año son más altos (43.5 por cada 1,000 niños/as vivo) que la media 
nacional (35.1/1000 nacidos vivos/as), a excepción de los afrodescendientes (con una media de 
31.9/1,000 niños/as)56.  
 
Es preciso destacar que las causas de muerte más comunes evidencian la incidencia de 
enfermedades previsibles como - entre otras - la neumonía, el parasitismo y la desnutrición57. 
Igualmente previsibles son otras de las principales enfermedades que azotan las comunidades 
indígenas y afrohondureñas, muchas de las cuales se relacionan directamente con las 
condiciones de las viviendas.  
 
Especialmente, entre los pueblos indígenas, son más frecuentes enfermedades como la 
tuberculosis, la enfermedad de Chagas (cuyo vector, la chinche picuda, prolifera en los techos 
vegetales, paredes de palo, adobe o bahareque y en espacios sin repello y con pisos de tierra), 
infecciones respiratorias agudas como bronquitis, tosferina, enfermedades diarreicas agudas y 
parasitismo intestinal (enfermedades relacionadas con el acceso al agua para beber y 
saneamiento), malaria y dermatopatías, entre otras58.  
 
En los pueblos indígenas y afrohondureños, las Infecciones Respiratorias Agudas (IRA) son unas 
de las enfermedades más comunes en la niñez, alcanzando valores de hasta un 28% de 
incidencia. Entre los 0 y los 17 años de edad, la prevalencia de estas infecciones es 
especialmente seria en los pueblos Nahua (33.5%), Garífuna (31.8%), Lenca (39.2%) y Tolupán 
(40.2%), donde su prevalencia alcanza niveles alarmantes. 
 
La desnutrición crónica afecta en promedio a un 34.8 % de las niñas y niños menores de 5 años 
de los pueblos indígenas y afrohondureños, valor este que es significativamente mayor al 24.7% 
reportado por la Encuesta Nacional de Demografía y Salud ENDESA 2005-2006.  
                                               
55 Ibídem. 
56 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), “Niñez Indígena y Afrohondureña en la República de Honduras, 
2012”, Tegucigalpa, 2012, pág. 51. 
57 ibídem. 
58 Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), “Diagnóstico sobre la 
situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas en América Central”, TOMO II, Honduras, Panamá, 2010, 
disponible el día 13 de noviembre de 2013 en: http://www.oacnudh.org/wp-content/uploads/2012/10/TOMO-2.pdf 






Este fenómeno es particularmente grave entre la niñez lenca y maya ch’ortí, donde se reportan 
niveles de desnutrición crónica superiores al 55%. En los pueblos maya ch’ortí, nahua y lenca se 
presenta la peculiaridad de que el porcentaje de niñas y niños con desnutrición crónica es 
sustancialmente mayor en aquellos hogares liderados por mujeres, donde probablemente la 
capacidad de obtención de alimentos sea mucho menor y más difícil de obtenerlos. 
 
Gráfica 6: Porcentaje de niñas y niños de 0-5 años con desnutrición crónica. 
 
Fuente: Datos Encuesta del Estado de la Niñez Indígena y Afrohondureña, 2011 
Dato nacional: ENDESA 2005-2006 
 
 
Otra enfermedad - asociada a infecciones gastrointestinales - de gran impacto en la niñez 
indígena y afrohondureña es la diarrea, especialmente incidente en el pueblo Tawahka (27.9%) y 
en los hogares en donde no se da ningún tratamiento al agua antes de beberla. 
 
En cuanto a el agua para beber, el 82.5% de hogares donde viven niñas y niños, dispone de 
tubería instalada (dentro o fuera de la vivienda), aunque ello no significa que esta agua sea apta 
para el consumo humano. Desde luego, existen fuertes contrastes entre las comunidades 
indígenas y afrohondureñas. Por ejemplo, mientras la proporción de hogares sin tubería 
instalada es extremadamente alta en el pueblo Miskitu (55.3%), en los pueblos Nahua (4.9%) y 
Garífuna (2%) el problema de cobertura de agua es mínimo. Otros pueblos que afrontan algunas 
dificultades en la disposición de tubería de agua instalada a nivel del hogar son los Tawahka y 
Maya Ch’ortí, ubicados al igual que el Miskitu en territorios aislados y con precario acceso. 
 
La mayoría de las viviendas donde residen personas y familias indígenas y afrodescendientes son 
construidas con materiales precarios59, como la vara, caña y/o desechos para las paredes, pisos 
de tierra y paja y/o material de desecho para la construcción del techo.  
 
 
                                               
59 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), “Niñez Indígena y Afrohondureña en la República de Honduras, 
2012”, Tegucigalpa, 2012, pág. 48. 






El porcentaje más alto de población indígena y afrodescendiente que vive en condición de 
vivienda carenciada según los materiales utilizados se encuentra entre los pueblos Tolupán, 
Tawahka, Nahua, Maya Ch’ortí y Pech, con un 71%, 60%, 60%, 53% y 48% de viviendas 
carenciadas, respectivamente60.  
 
En cuanto a los servicios de saneamiento, aún existe un 20.7% de la población indígena y 
afrodescendiente que no cuenta con un servicio sanitario de ningún tipo61, dato remarcable, 
dado que una vivienda sin sistema adecuado de eliminación de desperdicios es más propensa a 
convertirse en foco de enfermedades, poniendo así en peligro la salud de las personas que viven 
en ella.  
Es importante evidenciar, a este propósito, que entre los 9 pueblos, los pueblos Tolupán (67.3%) 
y Maya Ch’ortí (46.4%) cuentan con una mayor cantidad de viviendas sin acceso a servicio 
sanitario62.  
 
A causa de factores históricos de exclusión, la mayoría de los miembros de estos pueblos tienden 
a ubicar sus vivienda en zonas aisladas y/o de riesgo, tanto en las áreas urbanas como rurales. La 
vulnerabilidad ambiental dada por la ubicación de estas viviendas es lo más frecuente: el 85.6% 
de estas estructuras están ubicadas a 500 metros o menos del mar, río, quebradas, zonas de alta 
contaminación como basureros y zonas proclives a deslizamientos, entre otros.  
 
En relación a la población nacional que presenta algún tipo de discapacidad, la población 
Indígena y Afrohondureña no supera el 2% de su total, lo cual corresponde aproximadamente a 
552 casos, según la Encuesta de Hogares Indígenas y Afrohondureños desarrollada por Inclusión 
y Equidad y el INE, 2010. Entre los pueblos que reportan una discapacidad permanente, se 
encuentra la situación particular del pueblo Miskitu, cuyos casos representan el 49% del total.  
 
La discapacidad puede estar asociada a diversas causas, como la dificultad para moverse o 
desplazarse por sí mismos (36%) o las dificultades relacionadas con el entendimiento (35%) que 
pueden tomar la forma de alguna discapacidad mental, síndrome o deficiencia.  
 
Asimismo, entre las discapacidades relacionadas con la pérdida o ausencia de algún sentido, la 
ceguera (20%) parece ser la más común, mientras en menor medida inciden las dificultades 
auditivas (15%) y del habla (13%). 
 
En la niñez y juventud indígena y afrohondureña, se reporta alrededor de un 1% de discapacidad, 
entre las que sobresalen la ceguera, deficiencia mental, mudez, pérdida de algún miembro y 
sordera. Este porcentaje es similar al promedio nacional, aunque debe destacarse nuevamente el 
caso del pueblo Miskitu donde la proporción de niñas, niños y jóvenes con discapacidad es 
mayor, probablemente por la actividad de buceo practicada sin ningún tipo de protección física, 
ni regulación, ni control institucional.  










Es importante destacar que el 36.8% de la niñez con discapacidad no asiste a ningún centro 
educativo y en muchos casos vive de la mendicidad63.  
 
En cuanto a la incidencia del VIH/SIDA, es preciso recordar que desde el año 1985 hasta abril del 
2012, Honduras ha registrado un total de 30,334 casos, que afectan en un 47% a mujeres y en un 
67% a hombres en edades comprendidas entre los 20 y los 39 años64. Las áreas de mayor 
prevalencia son las Islas de la Bahía, Atlántida, Cortés y Colón y las ciudades de mayor incidencia 
son San Pedro Sula, La Ceiba, Tela, Trujillo y Puerto Cortés. En todos estos lugares hay una alta 
concentración de población garífuna, que, sin embargo, percibe la estigmatización de la 
problemática en sus comunidades como una discriminación racial. 
 
Una encuesta de cero-prevalencia y comportamiento realizado en la población garífuna en el año 
2006 (ECVC-2006) reportó una prevalencia del VIH/SIDA del 5%, 4.4% en área urbana y 4.6% la 
rural, diferenciada del 3.8% en hombres y del 5.1% en mujeres.  
Asimismo se registró una alta prevalencia de Enfermedades de Trasmisión Sexual (ETS): 51.1% de 
Virus del Herpes Simple-2 (HSV-2), 3.2% de sífilis, 1.1% de gonorrea, 6.8% de clamidia y 10.5% de 
tricomoniasis. Estos datos pueden estar relacionados con la educación sexual y reproductiva, 








Objetivo estratégico 1:  
Impulsar programas de salud intercultural de rescate de prácticas y figuras ancestrales de curación 
(buyeis, sukias, parteras, curanderos, etc.), para la promoción del derecho a la salud culturalmente 
diferenciada, especialmente materno-infantil. 
 
Objetivo estratégico 2:  
Elaborar estudios en salud sexual y reproductiva, que sirvan de base para la implementación de 
programas enfocados a la prevención y atención en VIH/SIDA e ETS. 
 
Objetivo estratégico 3:  




                                               
63 Secretaría de Derechos Humanos y Justicia (SDHJ), “Informe Del Estado De Honduras Ante El Comité Para La Eliminación 
De La Discriminación Racial Con Arreglo Al Artículo 9 De La Convención Internacional Sobre La Eliminación De Todas Las 
Formas De Discriminación Racial”, Tegucigalpa, 2012, pg. 105. 
64 Ídem, pg. 102. 






Objetivo estratégico 4:  
Asegurar la mejora de las vías de comunicación enfocada a garantizar el acceso comunitario a 
servicios oportunos y culturalmente adecuados de salud pública.  
 
Objetivo estratégico 5: 
Asegurar la infraestructura adecuada y la dotación necesaria y suficiente de material sanitario, 
recursos humanos y equipo técnico quirúrgico, para garantizar una atención apropiada a las 
necesidades comunitarias de salud.  
 
Objetivo estratégico 6:  
Establecer programas de sensibilización en materia de interculturalidad a personal del sector de salud 
para promover la interculturalidad y no discriminación. 
  
Objetivo estratégico 7:  
Establecer programas adecuados de formación técnica y profesional de personal indígena y 
afrohondureño, al fin de garantizar el derecho a una atención integral en salud culturalmente 
diferenciada. 
 
Objetivo estratégico 8: 
Asegurar la inserción profesional de personal médico indígena y afrohondureño, especialmente en el 
sector de enfermería y en estructuras pública de mayor atención comunitaria.   
 
Objetivo estratégico 9:  
Promover la educación en higiene personal, del hogar y del ambiente para asegurar que adecuadas 
condiciones higiénico-sanitarias de las comunidades indígenas y afrohondureñas permitan incidir 
positivamente en la salud de las personas y de la colectividad;  
 
Objetivo estratégico 10:  
Promover programas y obras públicas de saneamiento básico y mejora de la vivienda, especialmente 
en los hogares más vulnerables encabezados por mujeres, para garantizar el derecho a una vida digna 
y libre de enfermedades. 
 
Objetivo estratégico 11: 
Fomentar la producción suficiente de alimentos culturalmente pertinentes y adecuados desde el 
punto de vista nutricional, para garantizar la soberanía alimentaria de los pueblos indígenas y 
afrohondureños y así mejorar los niveles de desnutrición.  
 
Objetivo estratégico 12: 
Establecer programas de prevención y atención del alcoholismo y otros problemas de salud 










Objetivo estratégico 13: 
Establecer programas especiales de salud para garantizar la atención a personas indígenas y 
afrohondureñas afectadas por alguna forma de discapacidad.    
 
Objetivo estratégico 14: 
Adoptar una legislación adecuada que reconozca el valor e institucionalice la medicina tradicional, 
asegurando la propiedad intelectual de los pueblos indígenas y afrohondureños.  
 
Objetivo estratégico 15: 
Identificar y fortalecer sistemas propios de apoyo mutuo que rescaten formas tradicionales de 




6.4 Eje 4: Derecho a recursos patrimoniales ancestrales, con fines económicos, y 
al trabajo digno 
 
Análisis de la situación 
 
La falta de acceso a la tierra y las concesiones de exploración y explotación en los territorios 
propios constituyen una situación generalizada que viven los 9 pueblos indígenas y 
afrohondureños.  
 
Cabe destacar que la gran parte de los trabajos desarrollados por estos pueblos, como la 
producción de artesanía, las empresas rurales y comunitarias de venta de productos naturales, la 
crianza de ganado o la comercialización de productos agrícolas, así como las actividades de 
subsistencia como la caza, la pesca, la agricultura rotativa y la recolección, depende en gran 
medida del acceso a este recurso65. 
 
Por su lado, las concesiones no consensuadas en los territorios elevan el precio de la tierra y/o 
prohíben el paso por la misma, dificultando aún más el acceso por parte de las comunidades, lo 
que condiciona de manera negativa la obtención de medios económicos y alimentos para las 
familias, especialmente aquellas con jefatura femenina, y limita aún más el acceso a otros 
recursos como el crédito otorgado por cooperativas y bancos66.  
                                               
65 Organización Internacional del Trabajo (OIT), “Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica. Una guía 
sobre el Convenio núm. 169 de la OIT”, Ginebra, 2009, pg. 154, disponible el día 27 de noviembre de 2013 en: 
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/--- normes/documents/publication/wcms_113014.pdf 
66 Comité de Oxford para la Lucha contra el Hambre (OXFAM), “¿Cuál es el impacto de las concesiones de recursos 
naturales (Agua, Bosque, Minería) en territorios indígenas de Honduras?”, Tegucigalpa, 2013, disponible el día 27 de 
noviembre de 2013 en: 
http://biblioteca.hegoa.ehu.es/system/ebooks/18970/original/Impacto_concesiones_recursos_naturales.pdf?133915893
8. 






Como señala a este propósito la Encuesta Nacional de Percepción sobre Desarrollo Humano 
(ENPDH) del 201167, el régimen de tenencia de la tierra y la pobreza de los grupos étnicos rurales 
constituyen las principales barreras para el acceso al crédito. Los resultados de la encuesta 
muestran que, en los últimos 5 años, el 30.1% de la población étnica encuestada ha solicitado 
algún tipo de crédito que no le fue concedido, ya sea por falta de capacidad de pago, falta de 
garantías o por no tener un empleo estable. En cambio, entre la población no étnica, este 
porcentaje ha sido del 22.7%.  
 
Asociada a esta problemática, hay que considerar también la pérdida del hábitat y de una 
diversidad de especies de animales y plantas silvestres, que para los pueblos indígenas y 
afrohondureños representan tanto una fuente de alimentación como elementos espirituales de 
referencia para la propia identidad cultural. Esta situación afecta directamente a todos los 
miembros de la comunidad, pero en especial modo a los grupos más vulnerables como las 
mujeres, niños y niñas y adultos mayores.68 
En la búsqueda de fuentes de empleo, los pueblos indígenas y afrohondureños sufren una serie 
de discriminaciones que es posible identificar en diferentes datos estadísticos, mismos que 
muestran una más alta tasa de desempleo respecto a la media nacional, así como una menor 
retribución salarial y una mayor exposición a situaciones de riesgo. 
 
Para el año 2009, la tasa de participación económica ha sido del 53% a nivel nacional y del 45% a 
nivel de los 9 pueblos indígenas y afrohondureños. Esta situación es preocupante para la 
población en general y para los miembros de estos pueblos en particular, en cuanto señal de 
movilidad social, de autonomía económica y de superación de la pobreza. 
Cuadro 14: Distribución de Población Económica Activa (PEA) ocupado y desocupada por pueblo. 
Pueblos Ocupada % Desocupada % Total % 
Garífuna 2964 44% 3793 56% 6757 100% 
Miskitu 4189 43% 5557 57% 9746 100% 
Tawahka 397 49% 416 51% 813 100% 
Pech 704 46% 819 54% 1523 100% 
Lenca 1037 49% 1061 51% 2098 100% 
Nahua 206 46% 245 54% 451 100% 
Maya Chortí 601 51% 584 49% 1185 100% 
Negro de habla inglesa 1485 48% 1627 52% 3112 100% 
Tolupán 380 46% 451 54% 831 100% 
Total 11963 45% 14553 55% 26516 100% 
Fuente: FHIS con base en la Encuesta de Hogares Indígenas y afrohondureños  desarrollo por Inclusión y Equidad y el INE, 2010.  
                                               
67 Es importante recordar que la ENPDH no contempla datos relativos al pueblo Nahua, que al ser considerado 
seguramente elevaría el porcentaje de población étnica que haya solicitado un crédito sin obtenerlo por alguna de las 
razone expuestas. 
68 Comité de Oxford para la Lucha contra el Hambre (OXFAM), “¿Cuál es el impacto de las concesiones de recursos 
naturales (Agua, Bosque, Minería) en territorios indígenas de Honduras?”, Tegucigalpa, 2013, disponible el día 27 de 
noviembre de 2013 en: 
http://biblioteca.hegoa.ehu.es/system/ebooks/18970/original/Impacto_concesiones_recursos_naturales.pdf?133915893
8. 






 Como se puede apreciar en la tabla anterior, la distribución de la Población Económicamente 
Activa (PEA) no presenta disparidades entre pueblos, aunque los extremos varían de un mínimo 
de población ocupada del 43% en el caso miskito a un máximo de población ocupada del 51% en 
el caso maya ch’ortí. Llama la atención que más de la mitad de la fuerza de trabajo indígena y 
afrohondureña (54.9%) esté desocupada, lo que indica un deterioro de las condiciones de vida y 
una declinación en la calidad de la misma en cuanto disminuyen los ingresos en el hogar. En este 
caso la situación más alarmante la vive el pueblo Miskitu, con un récord del 57% de desocupados.  
 
Al observar los datos desagregados por sexo, todavía en el 2011 la Encuesta del Estado de la 
Niñez Indígena y Afrohondureña69 señala que las mujeres presentan la mayor tasa de desempleo 
(37.3%, frente a un 7.3% de los hombres). Lo anterior se debe a una composición tradicional de la 
familia, en la que la mujer realiza las tareas domésticas (el 59.3% de las mujeres mayores de 18 
años encuestadas solo se dedican a tareas domésticas), mientras el hombre es percibido como el 
principal responsable de la generación de ingresos70. 
 
En cuanto al ingreso del hogar, apreciamos importantes diferencias entre el nivel de salario 
percibido en promedio por la población nacional y el nivel de salario percibido en promedio por 
la población indígena y afrohondureña. En este último caso, los datos muestran que el ingreso 
promedio per cápita es de 1,017 Lempiras mensuales, lo cual equivale apenas al 36.7% del 
ingreso per cápita nacional, que suma 2,774 Lempiras mensuales. Al considerar la situación de 
cada pueblo, se reportan casos en donde dicha diferencia es mucho mayor, como en el caso de 
los pueblos Tolupán, Maya Ch’ortí, Pech y Lenca, cuyo ingreso per cápita mensual es cuando 
mucho el 18%, 20%, 22% y 27%, respectivamente, del ingreso per cápita mensual nacional. 
 
 
   Gráfica 7: Ingreso per cápita mensual (Lempiras). 
 




                                               
69 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), “Niñez Indígena y Afrohondureña en la República de Honduras, 
2012”, Tegucigalpa, 2012, pg. 39. 
70 Ídem, pg. 40. 






Asimismo, se distingue que el ingreso per cápita mensual reportado en el pueblo Negro de Habla 
Inglesa equivalente a un 80% del ingreso mensual per cápita nacional. Lo anterior probablemente 
sea inducido por el área urbana y el tipo de economía turística de la Isla de Roatán, donde radica 
la mayoría de personas de este grupo poblacional. 
 
A pesar de la mejor situación para este pueblo afrohondureño, los datos sobre ingreso indican 
una evidente situación de desventaja de los pueblos indígenas y afrohondureños con relación al 
resto de la población hondureña y confirman una de las causas principales de su postergación 
social y económica. 
Cuadro 15: Ingreso mensual per cápita según quintiles (Lempiras). 
Detalle Quintil 1 Quintil 2 Quintil 3 Quintil 4 Quintil 5 
Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños 
221.42 455.49 745.29 1149.76 2601.9 
Miskitu 222.07 382.81 640.26 1,184.78 3,105.26 
Garífuna 237.94 513.41 754.95 1,291.44 2,155.89 
Tawahka 243.32 339.83 882.58 1,009.86 2,342.16 
Maya Ch’ortí 175.08 423.70 722.89 1,006.98 1,215.41 
Nahua 255.73 571.01 693.58 1,119.31 2,167.96 
Negro de Habla Inglesa 294.44 555.56 965.69 1,218.27 3,302.37 
Pech 191.42 406.58 650.22 950.39 2,120.56 
Lenca 228.73 435.95 696.79 1,104.57 1,992.60 
Tolupán 233.35 421.44 752.52 1,137.64 1,575.15 
                    Fuente: Datos Encuesta Estado de la Niñez Indígena y Afro Hondureña, 2011. 
 
Es importante destacar también que el ingreso per cápita del quintil más bajo es de 221.42 
Lempiras, frente a un ingreso per cápita de 2,601.90 Lempiras en el quintil superior. En este 
sentido, la situación de los pueblos Maya Ch’ortí, Tolupán y Lenca es particularmente 
preocupante, ya que el ingreso mensual por persona en estas poblaciones no llega siquiera a los 
2,000 Lempiras, aún en el quintil superior. 
 
Cabe señalar que a un menor nivel de educación corresponde un menor nivel de retribución 
salarial. Como evidenciado en el eje de educación, el 14.8% de la población indígena y 
afrohondureña es analfabeta. Asimismo, según la Encuesta de UNICEF del 2011, lo anterior 
implica un ingreso mensual promedio de 648.6 Lempiras y más altos niveles de pobreza extrema 
para los pueblos que registran mayores porcentajes de personas que no saben leer ni escribir. En 
este sentido, se destaca la situación de los pueblos Tolupán (con un 27.7% de analfabetismo), 
Maya Ch’ortí (con un 30.4% de analfabetismo) y Pech (con un 29.9% de analfabetismo), cuya 
población infantil alcanza porcentajes de pobreza extrema de 89.2%, 87.4% y 84.4% 
respectivamente71.  
                                               
71 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), “Niñez indígena y Afrohondureña en la República de Honduras, 
2012”, Tegucigalpa, 2012, pág. 41. 






La encuesta muestra, además, que en casi todos los pueblos, excepto el pueblo Negro de Habla 
Inglesa, la población mayoritariamente analfabeta es la femenina, lo que coloca a las mujeres en 
el estrato de menor ingreso económico, evidenciando una vez más su vulnerabilidad.  
 
Las dificultades estructurales mencionadas se acompañan de elementos de discriminación 
cultural que ocasionan frecuentemente condiciones laborales injustas y precarias. En muchos 
casos, por ejemplo, la parte contratante niega el goce de derechos laborales fundamentales y 
paga una menor retribución al trabajador indígena o afrohondureño72. Cabe destacar que esta 
situación afecta de manera diferenciada según género, representando para las mujeres un 
prejuicio adicional que justifica la explotación y la discriminación contra éstas. Por ejemplo, en la 
mayoría de los casos, las mujeres indígenas y afrohondureñas realizan las mismas labores que sus 
compañeros hombres pero reciben menor pago por ello o directamente con frecuencia sus 
trabajos no tiene remuneración ninguna; casi nunca son consideradas para puestos 
administrativos y/o de dirección; trabajan en peores condiciones laborales; son más propensas a 
ser víctimas de acoso sexual en el lugar de trabajo y están limitadas por condiciones culturales a 
heredar tierras familiares, mientras su participación en proceso políticos dentro y fuera de sus 
comunidades es menor73. 
 
En referencia al trabajo infantil, la Organización Internacional del Trabajo señala que este se da 
en su mayoría en la zona rural, pero es cada vez más frecuente también en la zona urbana, en 
donde los grupos más vulnerables - huérfanos/as e hijos/as de madres solteras74 - suelen 
desempeñarse en su mayoría en el subempleo con un nivel muy bajo de ingresos.  
 
El trabajo infantil aqueja a niños y niñas de distinta manera: en el área rural, lo anterior repercute 
en la asistencia escolar de las niñas, mientras en el área urbana, el trabajo de empleadas 
domésticas puede exponer las niñas a la explotación, la violencia y el abuso sexual75.  
 
En este último caso, la Encuesta del Estado de la Niñez Indígena y Afrohondureña de UNICEF del 
2011, marca el acento sobre la problemática, destacando que uno de cada diez informantes en 
las entrevistas de hogares ha reportado, de hecho, conocer casos de abuso sexual contra niñas y 
niños en su comunidad, especialmente entre los pueblos Miskitu, Tawahka y Negro de Habla 
Inglesa. Por la complejidad y delicadez del asunto, existen muchas variantes que pueden haber 
influenciado los informantes en contestar de una manera u otra. En los centros de salud, por 
ejemplo, el abuso sexual contra niños y niñas es un tema que se reconoce pero del cual el 
personal de salud no está muy dispuesto a hablar. Al igual, los maestros no muestran gran interés 
en tratar el problema del abuso sexual en su comunidad. Por lo anterior, el indicador sirve más 
para evidenciar la existencia del problema que para cuantificarlo.    
                                               
72 Organización Internacional del Trabajo (OIT), “Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica. Una guía 
sobre el Convenio núm. 169 de la OIT”, Ginebra, 2009, pg. 154, disponible el día 27 de noviembre de 2013 en: 
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/--- normes/documents/publication/wcms_113014.pdf 
73 Idem, pg. 156. 
74 Ibidem. 
75 Idem, pg. 161. 








Objetivo estratégico 1:  
Establecer programas apropiados de asistencia técnica y financiera a microempresas que tengan en 
cuenta las necesidades específicas y características culturales propias de cada pueblo, especialmente 
enfocadas al procesamiento de alimentos y al manejo sostenible de recursos locales, para así 
garantizar la formación profesional y el crecimiento sostenido de las empresas rurales indígenas. 
 
Objetivo estratégico 2:  
Promover campañas de información sobre los derechos laborales de las personas indígenas, para 
asegurar el pleno conocimiento de la legislación pertinente y de los recursos de los que disponen para 
el acceso a la justicia.  
 
Objetivo estratégico 3:  
Asegurar el control en el cumplimiento de la legislación laboral, para garantizar el goce de la 
protección de los derechos que confiere la legislación nacional a trabajadores y trabajadoras de la 
misma categoría. 
 
Objetivo estratégico 4: 
Impulsar programas especiales de empleo que respondan a las necesidades colectivas, enfocados a la 
prevención de la delincuencia y la criminalidad para personas y grupos vulnerables, especialmente 
indígenas y afrohondureños que migran a la ciudad en búsqueda de oportunidades laborales. 
 
Objetivo estratégico 5: 
Promover la creación de escuelas técnicas que aseguren una formación basada en el entorno 
económico, en las condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas de cada pueblo 
indígena y afrohondureño.  
 
Objetivo estratégico 6: 
Promover programas de rescate y fomento del conocimiento, control, uso y manejo de las variedades 
tradicionales de semillas, para garantizar el derecho de los pueblos indígenas a mantener, controlar, 
proteger y desarrollar su patrimonio cultural. 
 
Objetivo estratégico 7: 
Promover la creación de un fondo de seguro agrícola para proteger la producción rural de 
calamidades naturales y fluctuaciones de los precios internacionales de los insumos. 
 
Objetivo estratégico 8: 
Flexibilizar los requisitos de garantía para asegurar el acceso al crédito de los pueblos indígenas y 
afrohondureños en condición de igualdad con el resto de la población nacional.  
 






Este objetivo estratégico se ha eliminado conforme el comentario 32. Su lugar no es éste además, en 
cuanto ha sido formulado con la intención más bien de sensibilizar sobre el abuso sexual sobre 
menores pero no en el ámbito laboral. 
 
Objetivo estratégico 9: 
Promover incentivos para el sector privado que garantice la aceptación de profesionales indígenas y 




6.5 Eje 5: Derecho a la tierra, territorio y recursos naturales 
 
Análisis de la situación 
 
Después del despojo territorial de la época colonial, a principio de la era republicana, el Estado 
de Honduras adopta tímidas políticas de reconocimiento a favor de la situación jurídica de las 
tierras de determinados grupos indígenas del país. En 1838 se da la primera concesión de tierras 
nacionales a las comunidades pech de la zona de Culmí y a partir del 1861 las titulaciones se 
intensifican gracias al trabajo del padre Subirana, que logra el reconocimiento de las tierras 
pertenecientes a 9 tribus indígenas del pueblo Tolupán, en la zona de Yoro.  
 
A estos reconocimientos sigue, poco después, un ciclo de reformas agrarias que afectan de 
alguna manera los intereses y derechos de los pueblos indígenas y afrodescendientes sobre sus 
tierras, territorios y recursos naturales. En la primera mitad de los años ’20 del 1900, la primera 
Reforma Agraria establece la enajenación de las tierras estatales medidas o tituladas en favor de 
aquellas comunidades extintas y de aldeas y municipios que igualmente ya no existen.  
Esta situación mejora en el marco de la segunda Reforma Agraria de 1962, cuando se llega a 
reconocer la propiedad ancestral de las tierras donde se encuentran asentadas comunidades 
indígenas y afrohondureñas. Sin embargo, la Ley de Modernización Agrícola de 1991 reduce 
nuevamente los derechos anteriormente reconocidos, al disponer que las tierras indígenas antes 
indivisibles, a partir de ahora serían objeto de afectación76.  
 
En este contexto, desde los años ’90 del siglo pasado y hasta nuestros días, las movilizaciones 
indígenas y afrohondureños se han enfocado cada vez más en el derecho de participación, 
consulta y consentimiento sobre el uso y administración de sus recursos, registrando a veces 




                                               
76 Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), “Diagnóstico sobre la 
situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas en América Central”, TOMO II, Honduras, Panamá, 2010, pg. 
280, disponible el día 13 de noviembre de 2013 en: http://www.oacnudh.org/wp-content/uploads/2012/10/TOMO-2.pdf. 






Gracias a la “peregrinación indígena” de 1994, los pueblos consiguen que se suspenda la tala de 
madera en los Departamentos de Intibucá, La Paz y Lempira; que se legalice la tenencia de la 
tierra de más de 6000 hectáreas a lo largo del Río Patuca; que se otorguen títulos de propiedad a 
30 comunidades de los Municipios de San Francisco de Opalaca (Intibucá), de La Paz y de 
Lempira y que el Estado compre tierras de terceros para titularlas a favor del pueblo Maya 
Ch’ortí77. Poco más tarde, en 1996, gracias a la “marcha de los tambores” - una masiva 
movilización hacia Tegucigalpa - el Gobierno de la República asume importantes compromisos 
con las comunidades afrodescendientes78.  
  
Desde 1993 hasta el año 2013, el INA ha emitido 502 títulos a favor del sector étnico, por un 
total de 1,946,690.27 hectáreas79. Sin embargo, el reconocimiento legal de los territorios 
reclamados por los pueblos indígenas y afrohondureños supone que el Estado de Honduras siga 
incidiendo en el campo de la titulación para proveer de seguridad jurídica a las tierras indígenas 
y afrohondureñas, que continúan enfrentando en la actualidad problemas de despojo, invasión y 
concesiones para la explotación de recursos naturales que no cuentan con el debido 
consentimiento de estos grupos.  
 
A continuación, se presentan breves cuadros resumen de la situación de la mayoría de los 
territorios indígenas y afrohondureños80: 
 
  Cuadro 16: Resumen situación de tierra y territorio maya ch’ortí. 
Maya Ch’ortí 
Territorio reclamado Entre 1994 y 1997 fueron reclamadas alrededor de 14.700 hectáreas para 65 
comunidades asentadas en 7 municipios de los departamentos de Ocotepeque 
(Sensenti, San Marcos y Antigua Ocotepeque) y Copán (Cabañas, Santa Rita, 
Copán Ruinas y El Paraíso). 
Tierras tituladas Hasta la fecha, el pueblo Maya Ch’ortí ha recibido 89 títulos de propiedad para un 
total de 4,991.40 hectáreas de tierras, casi todas adquiridas a particulares a través 
del establecimiento de un fideicomiso creado ad hoc. 
Principales problemas 
identificados 
Adjudicación de predios ya titulados a favor de otras personas. Es necesario sanar 
estas situaciones, pero no existen recursos económicos suficientes para adquirir 
más tierras. Además, se dan casos de prestanombres indígenas que compran 
tierras para extranjeros.  
    Fuente: elaboración propia, a partir de revisión documental. 
 
 
                                               
77 Ídem, pg. 22. 
78 En esta ocasión el Estado se compromete a: titular, ampliar y sanear las tierras de las comunidades garífunas; otorgar 14 
personalidades jurídicas a igual número de comunidades garífunas; organizar la conmemoración del bicentenario del 
arribo de garífunas a Honduras. 
79 Disponible el día 8 de noviembre del 2013 en:  
http://www.ina.hn/userfiles/Titulación%20de%20tierras%20los%20tres%20sectores%201975%20-
%20III%20Trimestre%202013%20(enero-septiembre),%2001%20de%20octubre%20de%202013.pdf 
80 Únicamente se dispone de los datos presentados en el documento.  Los mismos han sido tomados principalmente de: 
Mario Vallejo Larios, “Componente tierras para la Estrategia de Desarrollo de los Pueblos Autóctonos de Honduras”, 
Informe final, Programa de Desarrollo de los Pueblos Autóctonos (DIPA), Tegucigalpa, 2007. 






  Cuadro 17: Resumen situación de tierra y territorio garífuna. 
Garífuna 
Territorio reclamado Las tierras reclamadas por este pueblo abarcan 19 comunidades, para una 
extensión total de 65,940 hectáreas.  
Tierras tituladas Hasta la fecha, el pueblo Garífuna ha recibido 55 títulos de propiedad por un total 
de 33.156 hectáreas. 
Principales problemas 
identificados 
La existencia de conflictos con diferentes actores, como: a) terratenientes 
poderosos; b) municipalidades que han titulado parte de sus tierras aduciendo que 
el área reclamada forma parte del perímetro urbano; c) proyectos turísticos. Por lo 
anterior, falta saneamiento y recursos económicos para ello. 
   Fuente: elaboración propia, a partir de revisión documental. 
 
 
 Cuadro 18: Resumen situación de tierra y territorio miskitu. 
Miskitu 
Territorio reclamado Existe un reclamo global para el territorio miskito, de aproximadamente 1.735.000 
hectáreas de extensión, abarcando un área que incluye los departamentos de 
Gracias a Dios, Olancho y Colón.   
Tierras tituladas Hasta la fecha, el pueblo Miskitu ha recibido 2 títulos de propiedad por un total de 




Las tierras reclamadas están inscritas en el Catálogo del Patrimonio Público Forestal 
Inalienable, lo cual convierte estas tierras en fiscales, estatus jurídico que puede 
modificarse únicamente vía autorización del Congreso Nacional. Éste es el caso 
especialmente de la Biósfera del Río Plátano. Los contratos de usufructo permiten 
realizar actividades forestales, pero no titular estas tierras. Se registra una alta 
incidencia de invasión de terceros y de actividades de narcotráfico. 
   Fuente: elaboración propia, a partir de revisión documental. 
 
 
  Cuadro 19: Resumen situación de tierra y territorio Tolupán. 
Tolupán 
Territorio reclamado El pueblo Tolupán reclama la remediación de sus títulos ancestrales otorgados por 
la Corona Española gracias a la labor del padre Manuel de Jesús Subirana. El área 
reclamada, que no ha sido cuantificada, abarca 27 comunidades de 4 municipios de 
los departamentos de Yoro (Morazán, Yoro, Yorito y El Negrito) y 5 en Francisco 
Morazán (Orica y Marale).   
Tierras tituladas Hasta la fecha, el pueblo Tolupán ha recibido 29 títulos de propiedad por un total 
de 84.119,3 hectáreas. 
Principales problemas 
identificados 
La existencia de ladinos, lo cual implica la necesidad de expropiar las tierras 
ancestrales y reasentar estas personas.  















  Cuadro 20: Resumen situación de tierra y territorio tawahka. 
Tawahka 
Territorio reclamado El pueblo Tawahka reclama toda el área que corresponde a la Reserva Tawahka 
Asangni, que suma una extensión compresiva de 233.142 hectáreas.  




Las tierras no tituladas se encuentran dentro de la Reserva Tawahka Asangni, 
registrada como Patrimonio Público Forestal Inalienable, lo cual requiere de una 
autorización del Congreso Nacional para su titulación al pueblo Tawahka. Además, 
el desplazamiento de ladinos en las comunidades tawahkas debido al narcotráfico y 
a la falta de reubicación de familias desplazadas por el proyecto Patuca III 
provenientes del departamento de Olancho está ejerciendo presión en sus tierras.    
   Fuente: elaboración propia, a partir de revisión documental. 
 
  Cuadro 21: Resumen situación de tierra y territorio lenca. 
Lenca 
Territorio reclamado No se ha cuantificado el territorio reclamado por el pueblo Lenca.  
Tierras tituladas Hasta la fecha, el pueblo Lenca ha recibido 293 títulos de propiedad por un total 




   Fuente: elaboración propia, a partir de revisión documental. 
 
 
En el 2004, el Estado de Honduras aprueba la Ley de Propiedad que reconoce los derechos de los 
pueblos indígenas y afrodescendientes sobre sus tierras, territorios y recursos naturales. Entre 
ellos: los derechos sobre tierras ancestrales; la tenencia y usufructo en base a la propiedad 
comunal tradicional; el derecho a la consulta previa sobre beneficios y perjuicios en la 
explotación de recursos y a una indemnización equitativa; la prevalencia de los títulos 
comunitarios sobre los otorgados a terceros que nunca hayan ejercido posesión y la 
inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad del régimen comunal. 
 
Cabe destacar que, en el marco de esta ley, las comunidades pueden establecer arrendamientos 
a terceros y autorizar contratos de inversión en sus territorios. Este aspecto de la propiedad ha 
preocupado a diferentes comunidades81 como las garífunas de Cristales y Río Negro. Ubicadas 
en el Departamento de Trujillo, el 14 de agosto de 1901, Cristales y Río Negro obtienen un título 
comunitario otorgado por el entonces presidente de la República Manuel Bonilla. Sin embargo, 
desde el año 2007, intereses extranjeros impulsan el establecimiento del “Banana Coast” que 
ocasiona conflictos por el desplazamiento que provoca la adquisición de tierras en la zona 
interesada por este megaproyecto.  
                                               
81 Preocupadas por la situación que podría generarse frente a la presión de capitales extranjeros interesados en invertir en 
su territorio y con el apoyo de OFRANEH, las comunidades afrohondureñas interponen un recurso de inconstitucionalidad 
ante la Corte Suprema de Justicia. Admitido por la misma a inicio del 2009, dos años más tardes la sentencia dictamina 
que el arrendamiento de los bienes presentes en su territorio derivaría de una decisión muy propia de las comunidades, 
fraccionando potencialmente las mismas por la disparidad de intereses individuales que podrían darse.  






En julio de 2013, con el apoyo de ODECO, se emprenden una serie de actividades82 en 
colaboración con la Universidad Autónoma de Honduras (UNAH), finalizadas a atender la 
problemática83.  
 
En los últimos años las concesiones aprobadas por el Estado84 han afectado territorios donde se 
asientan pueblos indígenas y afrodescendientes, provocando descontento y protestas. El 1 de 
abril 2011, más de 214 tambores y tres mil garífunas se manifiestan en la capital en contra de las 
ciudades modelos85, mientras en octubre del mismo año se lleva a cabo una manifestación en 
contra del proyecto hidroeléctrico Patuca III por parte del pueblo Miskitu que reclama 
participación y consentimiento en la gestión de sus recursos naturales86.  
 
En el caso de este pueblo, en 1994 sus representantes presentan al gobierno el Mapa de las 
Tierras de Subsistencia de la Moskitia, que define el espacio territorial propio a ser reconocido 
por el Estado. El Mapa no viene aceptado por el Gobierno de entonces ni por los sucesivos.  
Sin embargo, en el 2013, 128 comunidades, correspondientes a 5 consejos territoriales, reciben 
un primer título comunitario de 654,496 hectáreas a nombre de 4,173 familias integradas por 
21,851 pobladores87.   
 
Atendiendo la problemática de comunidades garífunas, en el marco de la conmemoración del 
Bicentenario Garífuna +14, celebrado el 12 de abril de 2011, el Gobierno emite el decreto 026-
2011, conocido como “Decreto de Bajamar”, que establece, entre otras cosas, impulsar una 
investigación de la problemática de la tenencia de la tierra en Punta Gorda, Departamento de 
Islas de la Bahía, Municipio de José Santos Guardiola. 
 
En seguimiento a este compromiso, el 21 de noviembre de 2013, Punta Gorda88, la primera 
comunidad garífuna de Centroamérica, considerada Monumento Nacional de Honduras, recibe 
un título definitivo de propiedad para un territorio que abarca 154,601,091 m2 .  
 
                                               
82 Dirección de Vinculación Universidad - Sociedad, Universidad Nacional Autónoma de Honduras (UNAH), disponible el día 
20 de enero de 2013 en: https://www.unah.edu.hn/uploaded/content/category/1171469381.pdf. 
83 Entre ellas, la promoción de una investigación sobre la tenencias de las tierras, con enfoque social y antropológico; la 
elaboración de un planteamiento útil para las comunidades en la defensa de su territorio; la realización de un diagnóstico 
socio-cultural-económico de la zona; la orientación a las comunidades en aspectos relativos a la titulación y la tenencia de 
las tierras y propiedades y la elaboración de perfiles y propuestas de proyectos para la generación de oportunidades de 
desarrollo local.  
84 Más de 50 concesiones de entre 10 y 50 años de duración. OACNUDH, “Diagnóstico sobre la situación de los derechos 
humanos de los pueblos indígenas en América Central”, TOMO II, Honduras, Panamá, 2010, pg. 283. 
85 Las ciudades modelos han sido declaradas inconstitucionales por la CJS el 18 de octubre del 2012, con 13 votos a favor y 
1 en contra. 
86 El Heraldo, disponible el día 25 de noviembre de 2013 en: 
http://archivo.elheraldo.hn/Pa%C3%ADs/Ediciones/2011/10/10/Noticias/Misquitos-protestan-en-contra-de-Patuca-III 
87 El Heraldo, disponible el día 25 de noviembre de 2013 en: http://www.elheraldo.hn/Secciones-
Principales/Pais/Entregan-tierras-a-comunidades-indigenas-de-la-Mosquitia. 
88 Es importante recordar que el 7 de abril de 2011 se dio en la comunidad un desalojo militar que motivó la intervención 
de una comisión interinstitucional creada ad hoc y encargada de la solución de la problemática. 






En el 2013 se otorgan también otros títulos en beneficio de distintos grupos. Mediante decreto 
57-2013 aprobado por el Congreso Nacional; en agosto el Estado entrega a las tribus pech 
asentadas en el Municipio de Catacamas, Departamento de Olancho, un título comunitario 
correspondiente a 2,815 hectáreas para 69 familias de Culuco y a 318 hectáreas para 28 grupos 
familiares de Jocomico89.  
  
Lo anterior, a pesar de representar un avance significativo en el reconocimiento de derechos 
colectivos a las tierras y el territorio, no ha evitado conflictos generados alrededor de la 
explotación de recursos naturales. Recientemente, el caso de la comunidad de Punta Piedra ha 
sido transferido a la Corte Interamericana, mientras en Agua Zarca el conflicto generado por la 
construcción de una hidroeléctrica en el río Gualcarque ha cobrado una vida y provocado a la 
vez la persecución de la lideresa del movimiento lenca a la cabeza de la protesta.   
 
En la búsqueda de un entendimiento común y sobre todo en la búsqueda de un mecanismo que 
permita, en un ambiente de buena fe, lograr acuerdos sobre cuestiones de interés para los 
pueblos indígenas y afrohondureños, actualmente se está trabajando en la definición de un 
instrumento adecuado. Con la finalidad de desarrollar una reglamentación apropiada para la 
implementación libre e informada de la consulta previa en los términos del Convenio 169 OIT, se 
ha conformado una Comisión Interinstitucional integrada por la Secretaria de Estado en los 
Despachos de Recursos Naturales y Ambiente, la Secretaria de Estado en el Despacho de 
Pueblos Indígenas y Afrohondureños, la Procuraduría General de la Republica y la Secretaria de 






Objetivo estratégico 1:  
Implementar programas de formación continua en derechos humanos de los pueblos indígenas, 
especialmente en materia de tierra, territorio y recursos naturales, a funcionarias y funcionarios de 
instituciones públicas titulares de deberes relacionados con la materia.  
 
Objetivo estratégico 2:  
Establecer mecanismos legales e institucionales de consulta para el consentimiento previo, libre e 
informado, para garantizar la protección de los derechos humanos a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
 
                                               
89 La Tribuna, disponible el 25 de noviembre de 2013 en: http://www.latribuna.hn/2013/08/13/milenarias-tribus-pech-
reciben-titulos-de-propiedad/ 
90 Secretaría de Derechos Humanos y Justicia (SDHJ), “Informe Del Estado De Honduras Ante El Comité Para La Eliminación 
De La Discriminación Racial Con Arreglo Al Artículo 9 De La Convención Internacional Sobre La Eliminación De Todas Las 
Formas De Discriminación Racial”, Tegucigalpa, 2012, pg. 56. 
 






Objetivo estratégico 3:  
Establecer mecanismos adecuados para el consentimiento previo, libre e informado en caso de 
enajenación de las tierras comunales, para garantizar el derecho al uso y posesión de las mismas o, en 
su caso, a recibir beneficios o indemnizaciones adecuadas;  
 
Objetivo estratégico 4:  
Impulsar la titulación de tierras y territorios indígenas y afrohondureños, especialmente antes del 
otorgamiento de concesión de licencias de exploración y explotación de recursos naturales, para 
garantizar el derecho a la identidad individual y colectiva y al consentimiento previo, libre e 
informado.  
 
Objetivo estratégico 5:  
Impulsar la titulación de tierras y territorios, especialmente de aquellos que cuenten con títulos 
ancestrales, para proteger las tierras donde los pueblos estén asentados o que utilicen de alguna 
manera. 
 
Objetivo estratégico 6: 
Impulsar el saneamiento de las tierras indígenas y afrohondureñas tituladas, para asegurar el control 
sobre las mismas por parte de las comunidades involucradas. 
 
Objetivo estratégico 7:  
Implementar campañas de comunicación y reconocimiento del rol de los pueblos, especialmente de 
las mujeres indígenas y afrohondureñas, en la conservación y protección de los recursos naturales. 
 
Objetivo estratégico 8:  
Reformar la legislación vigente para asegurar la protección de los bosques de toda intrusión o todo 
uso no autorizado de los mismos por parte de personas ajenas a estos pueblos. 
 
Objetivo estratégico 9:  
Establecer programas adecuados de reasentamiento de la población desplazada por megaproyectos, 
para asegurar los derechos a la propiedad individual y colectiva de los pueblos indígenas cuyos 
territorios pueden ser afectados de alguna manera; 
 
Objetivo estratégico 10: 
Establecer mecanismos adecuados de consentimiento para casos excepcionales de traslado y 
reubicación en caso de proyectos y programas de desarrollo que pueden afectar territorios indígenas 
y afrohondureños, al fin de garantizar una apropiada indemnización por cualquier pérdida o daño que 
puedan sufrir como consecuencia del desplazamiento, asegurando, siempre que sea posible, el 
derecho al regreso a las tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas del traslado y la 










6.6 Eje 6: Derecho consuetudinario y acceso a la justicia formal y comunitaria 
 
Análisis de la situación 
 
El reconocimiento formal de los diferentes sistemas jurídicos que desde siglos coexisten en el 
territorio nacional, así como el desarrollo de los mismos, son requisitos indispensables para 
avanzar hacia una sociedad multicultural91. 
 
A pesar de la importancia que en este sentido reviste el reconocimiento constitucional de las 
costumbres y el derecho consuetudinario, en Honduras los sistemas de justicia indígena y 
afrohondureños no son reconocidos ni a nivel de la Carta Magna ni a otros niveles, ni tampoco 
se estudian en las universidades de derecho92. Lo anterior se acompaña a otras situaciones de 
falta de reconocimiento, por ejemplo, de los métodos de sanción tradicional que, por ende, no 
son considerados por los tribunales nacionales al momento de aplicar la legislación pertinente, o 
de las figuras tradicionales de administración de justicia comunitaria93. 
 
La aceptación de la realidad plural en materia de administración de justicia depende de dos 
factores principales: a) el nivel de aceptación del pluralismo legal en el sistema jurídico nacional 
y b) las áreas en las cuales se aplicaría la costumbre y el derecho consuetudinario94.  
 
En el primer caso, para incidir en el nivel de aceptación del pluralismo jurídico por parte de 
actores claves portadores de deberes, recientemente se han realizado importantes esfuerzos de 
sensibilización a operadores y operadoras de justicia, jueces de paz, jueces de letras, 
comisionados de derechos humanos, fiscales y policías en materia de derechos humanos de los 
pueblos indígenas y afrohondureños.  
En el marco del Programa DIPA, se han involucrado alrededor de 160 personas y se ha elaborado 
un módulo instruccional95 de referencia para la capacitación en la materia de funcionarias y 





                                               
91 Organización Internacional del Trabajo (OIT), “Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica”, Programa 
para Promover el Convenio nº 169 de la OIT (PRO169”), Ginebra, 2009, pg. 83. 
92 Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), “Diagnóstico sobre la 
situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas en América Central”, TOMO II, Honduras, Panamá, 2010, pg. 
290, disponible el día 13 de noviembre de 2013 en: http://www.oacnudh.org/wp-content/uploads/2012/10/TOMO-2.pdf   
93 Idem, pg. 291. 
94 Organización Internacional del Trabajo (OIT), “Los derechos de los pueblos indígenas y tribales en la práctica. Una guía 
sobre el Convenio núm. 169 de la OIT”, Ginebra, 2009, pg. 82, disponible el día 27 de noviembre de 2013 en: 
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/--- normes/documents/publication/wcms_113014.pdf 
95 Secretaría de Estado en los Despachos de los Pueblos Indígenas y Afrohondureños (SEDINAFROH), “Módulo instruccional 
sobre derechos humanos de los pueblos indígenas y afrohondureños”, Programa de Desarrollo Integral de los Pueblos 
Autóctonos (DIPA), Tegucigalpa, 2012. 






En el segundo caso, no se registran avances; sin embargo, es preciso recordar la existencia de 
prácticas de derecho consuetudinario en distintos pueblos, como el pueblo Lenca, los pueblos 
Miskitu y Tawahka - para los cuales los “wihtas” o jueces comunitarios y los consejos de ancianos 
se configuran cómo las instituciones propias de administración de la justicia96 - o el pueblo 
Garífuna. 
 
A este propósito, es importante señalar la necesidad de desarrollar estudios sobre el estatus de 
las diferentes prácticas, al fin de buscar un mecanismo adecuado que garantice la protección 
legal individual y colectiva de los pueblos indígenas y afrohondureños. Estos estudios deberán 
integrar, además, un diagnóstico de las condiciones particulares de vida y del grado de 
realización de los derechos en seno a los distintos grupos culturales del País, al fin de poder 
plantear reformas adecuadas al sector de justicia que consideren las necesidades y capacidades 
identificadas en este espacio97.  
 
 
A nivel del sistema formal de 
justicia, desde 1994 la Fiscalía 
Especial de Etnias y Patrimonio 
Cultural es la institución pública 
competente para asumir las 
funciones del Ministerio Público 
en materia de protección de los 
pueblos indígenas y demás 
grupos étnicos, así como de la 









Sin embargo, la capacidad de respuesta del Estado frente a las violaciones de derechos humanos 
sufridas por estos pueblos culturalmente diferenciados es todavía débil, así como demuestra el 
hecho que de 698 casos ingresados entre 2001 y 2012, únicamente, hasta el 2008, han sido 
judicializados 43 de ellos98.   
Gráfica 8: Principales delitos denunciados por indígenas y 
afrohondureños. 
Fuente: elaboración propia. Datos 2012. 
                                               
96 Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH), “Diagnóstico sobre la 
situación de los derechos humanos de los pueblos indígenas en América Central”, TOMO II, Honduras, Panamá, 2010, pg. 
291, disponible el día 13 de noviembre de 2013 en: http://www.oacnudh.org/wp-content/uploads/2012/10/TOMO-2.pdf.  
97 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), “Manual de políticas públicas para el acceso a la justicia”, 
Panamá, 2005, pg. 19. 
98 El Libro de Ingreso de casos contiene 1, 146 entradas que van del 2001 al 2012. El Libro de casos Judicializados contiene 
















Los datos mencionados se acompañan a una percepción generalizada en cuanto a la ineficiencia 
y corrupción en todos los niveles del sistema jurídico nacional. La difícil situación de inseguridad 
y la alta tasa de impunidad terminan afectando la confianza de los pueblos indígenas y 
afrohondureños hacia un sistema que acaba perjudicando sus intereses, sobre todo cuando la 
contienda involucra una persona con una posición económica y social más elevada que puede, 
por eso, ejercer algún tipo de influencia sobre las autoridades competentes para que el caso 







Objetivo estratégico 1:  
Promover la capacitación y sensibilización de funcionarios y funcionarias de los poderes públicos, 
especialmente del poder judicial, para asegurar la formación adecuada en derechos humanos de los 
pueblos indígenas y afrohondureños. 
 
Objetivo estratégico 2: 
Adecuar la currícula de estudios superiores de derecho a la legislación internacional aplicable a la 
población indígena y afrohondureña.  
 
Objetivo estratégico 3:  
Establecer mecanismos eficaces de acceso a la justicia formal en condición de igualdad, para 
garantizar el derecho a una asistencia legal adecuada. 
 
Objetivo estratégico 4: 
Promover mecanismos adecuados de participación de los pueblos indígenas en instancias de 
administración de la justicia, para garantizar que se tengan en cuenta las costumbres de los pueblos y 
sus características económicas, sociales y culturales. 
 
Objetivo estratégico 5:  
Promover la formación comunitaria en acceso a mecanismos de protección nacional, internacional y 
regional, para promover la defensa de derechos individuales y colectivos. 
 
Objetivo estratégico 6:  
Promover la formación especializada de profesionales indígenas, para que los pueblos y sus miembros 
puedan iniciar y dar seguimiento a procedimientos legales, personalmente o por conducto de 
organismos representativos.  
 
 
                                                                                                                                                                 
 






Objetivo estratégico 7:  
Promover la adecuación del sistema jurídico interno a estándares regionales e internacionales de 
protección contra el racismo y la discriminación racial, con la ratifica de la Convención Interamericana 
contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia y el retiro de la reserva 
del art. 14 de la Convención Internacional sobre Toda Forma de Discriminación Racial, para garantizar 
el acceso y la protección jurídica de los sujetos de derechos en materia de igualdad y no 
discriminación.  
 
Objetivo estratégico 8: 
Promover el rescate del derecho consuetudinario compatible con los derechos fundamentales 
definidos por el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente 
reconocidos.  
 
Objetivo estratégico 9: 
Promover estudios de diagnóstico de las condiciones particulares de vida y del grado de realización de 
los derechos en seno a los distintos grupos culturales del País, para plantear reformas al sector de 
justicia adecuadas a las necesidades y capacidades identificadas. 
 
Objetivo estratégico 10: 
Promover la traducción en lenguas de las principales leyes y tratados vigentes en el país, de interés 
para los pueblos indígenas y afrohondureñas. 
 
Objetivo estratégico 11: 
Fortalecer las estructuras nacionales que tienen un impacto directo sobre la observancia general de 
los derechos humanos y el mantenimiento del estado de derecho, dotándolas de recursos para su 
accionar. 
 
Objetivo estratégico 12: 
Brindar asistencia económica y legal a las personas indígenas y afrohondureñas que estén en el 




















VII. Seguimiento y Evaluación de la Política 
 
La estructura organizativa para la implementación, el seguimiento y la evaluación de la Política integra 
una diversidad de actores gubernamentales y no gubernamentales, así como actores del sector 
privado y de la cooperación internacional, cada uno de ellos tomados de referencia en cumplimiento 
de sus responsabilidades y competencias específicas. 
 
Es importante recordar la importancia que la adecuada recolección, compilación, análisis y 
desagregación por sexo, edad y pertenencia cultural de los datos estadísticos reviste para la 
elaboración del efectivo establecimiento de líneas bases apropiadas y sistemas adecuados de 
monitoreo, seguimiento y evaluación. A este propósito, es necesaria la elaboración de indicadores 
pertinentes que permitan identificar comportamientos en la aplicación de políticas públicas 
relacionadas con los avances en el disfrute de los derechos humanos, especialmente en beneficio de 
las personas y los pueblos indígenas y afrohondureños.  
 
En este contexto, el Programa de Acción de Durban “insta a los Estados a que recojan, recopilen, 
analicen, difundan y publiquen datos estadísticos fidedignos a nivel nacional y local y a que tomen 
todas las demás medidas conexas necesarias para evaluar periódicamente la situación de los 
individuos y los grupos que son víctimas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas 
de intolerancia”99.  
 
Estos datos estadísticos deben: 
 
 Estar desglosados de conformidad con la legislación nacional; 
 Ser recogidos con el consentimiento explícito de las víctimas, teniendo en cuenta la forma 
en la que se definen a sí mismos y de conformidad con disposiciones sobre la protección 
de datos y las garantías de intimidad;  
 Cumplir con el objetivo de vigilar la situación de marginación y el desarrollo y evaluación 
de la legislación y las medidas consideradas; 
 Incorporar una perspectiva de género, teniendo en cuenta las prioridades identificadas por 
las personas y los grupos100; 
 
De acuerdo con lo anterior, todas las instituciones involucradas en la ejecución de las políticas 
públicas del Estado deben fortalecer sus sistemas estadísticos, incorporando la diversidad cultural 
como categoría de análisis. Como ente encargado de rectorar el Sistema de Información Estadístico, el 
Instituto Nacional de Estadísticas (INE) debe ser fortalecido para que pueda integrar la información 




                                               
99 Programa de Acción de Durban, párr. 92. 
100 Programa de Acción de Durban, párr. 94. 






En este sentido, el Estado podrá generar, con la participación de las instituciones representativas de 
los pueblos indígenas y afrohondureños, la información necesaria para la elaboración de informes de 
cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, realizando 
ajustes a las políticas públicas implementadas o adoptando nuevas medidas en materia de igualdad y 
no discriminación racial.  
 
El seguimiento debe poder:  
 
 Involucrar a las personas beneficiarias de manera que se sientan propietarias de los resultados 
logrados y motivadas para sostenerlos;  
 Demostrar el logro de resultados de desarrollo, cómo benefician a las personas a las que están 
dirigidos e impulsar el apoyo de los beneficiarios y de otros interesados directos para afrontar 
cualquier reto operacional que se encuentre;  
 Facilitar la recolección de datos y evidencias de forma objetiva para respaldar los logros y 















El Estado de Honduras, en cumplimiento de los compromisos y obligaciones asumidos a nivel 
internacional en materia de igualdad y no discriminación, ha elaborado la Política Nacional Contra el 
Racismo y la Discriminación Racial (PNCRDR) 2014-2022 con el apoyo del proyecto “Fortalecimiento 
del Estado de Derecho para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos en Honduras”, 
implementado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y financiado por la Agencia Suiza 
para el Desarrollo y la Cooperación (COSUDE). 
 
El PNCRDR 2014-2022, consultado de forma previa, libre e informada con representación legítima de 
las instituciones y organizaciones propias de los pueblos indígenas y afrohondureños, es una política 
pública de 8 años que busca promover, mediante la ejecución de planes de prioridades de desarrollo 
específicos para 4 años, la igualdad y la no discriminación de los 7 pueblos indígenas (Lenca, Maya 
Ch’ortí, Tolupán, Pech, Tawahka y Miskitu) y 2 pueblos afrodescendientes (Garífuna y Negro de Habla 
Inglesa) de Honduras. En este sentido, la política representa un instrumento técnico-político que 
permite incorporar los objetivos y metas para el logro de la igualdad y la no discriminación en la 
Visión de País 2010-2038 y de Nación 2010-2022 y, por lo tanto, en la corriente principal de 
planificación y presupuestación del Estado.   
 
Por lo anterior, el documento de ruta crítica que se presenta a continuación define los pasos a seguir 
para que las instituciones públicas responsables de la ejecución de la política - así como los demás 
actores y actrices de alguna forma involucrados e involucradas en su implementación, incluyendo 
titulares de derechos - cuenten con capacidades y recursos suficientes y adecuados, para así 
contribuir, en el marco de la planificación nacional de lucha contra el racismo y la discriminación 
racial, a la realización progresiva de los derechos humanos individuales y colectivos de las personas y 
pueblos indígenas y afrodescendientes del país.  
 
La ruta crítica realiza por eso un análisis con enfoque de derechos del proceso de programación y 
presupuestación, planteando de esta manera el camino para la implementación de la política a nivel 
institucional. Además, la ruta crítica plantea intervenciones en aspectos de gobernanza para la 
adecuada implementación de la política en las distintas instancias institucionales y en los distintos 

















A principios de 2013, la Secretaría de Estado en los Despachos de los Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños (SEDINAFROH) solicitó apoyo técnico y financiero a la Oficina del Asesor 
Internacional en DDHH para la elaboración de una política nacional de lucha contra racismo y la 
discriminación racial, en cumplimiento a los compromisos internacionales voluntariamente asumidos 
por el Estado de Honduras con ocasión del primer Examen Periódico Universal (EPU). 
 
En mayo 2013, la Oficina del Asesor Internacional, en el marco del proyecto “Fortalecimiento del 
Estado de Derecho para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos en Honduras” lidera la 
elaboración participativa de esta política pública con visión de implementación a 8 años (2014-2022), 
a través de consultas previas, libres e informadas con los 7 pueblos indígenas y los 2 pueblos 
afrodescendientes de Honduras. 
 
Al término de la primera etapa consultiva, que involucró directamente 345 personas (55% hombre y 
45% mujeres) en representación de 62 organizaciones propias y de sociedad civil, surge una primera 
versión de la Política Nacional Contra el Racismo y Discriminación Racial (PNCRDR), con 71 objetivos 
estratégicos de intervención identificados en el marco de los siguientes 6 ejes de derechos:  
 
 Derecho a la participación social y política y al ejercicio de la ciudadanía intercultural de los 
pueblos indígenas y afrohondureños; 
 Derecho a la educación, especialmente intercultural bilingüe y promoción de la 
interculturalidad; 
 Derecho a la salud, bajo la cosmovisión de los pueblos indígenas y afrohondureños; 
 Derecho recursos patrimoniales ancestrales, con fines económicos, y al trabajo digno; 
 Derecho a la tierra, territorio y recursos naturales; 
 Derecho consuetudinario y acceso a la justicia formal y comunitaria. 
 
Durante el mes de marzo y abril del presente año (2014), la Oficina ha coordinado la validación de los 
resultados de las primeras consultas, promoviendo el diálogo intercultural entre el Gobierno – 
representado por la Dirección de los Pueblos Indígenas y Afrohondureños (DINAFROH) de la 
Secretaría de Desarrollo e Inclusión Social (SDIS) – y los pueblos indígenas y afrodescendientes.  
 
Como resultado del mencionado proceso de validación, cada pueblo ha elaborado su propio plan de 
prioridades de desarrollo para los próximos 4 años de Gobierno de Juan Orlando Hernández 
priorizando una media de 3 objetivos estratégicos por eje, definiendo a la vez actividades, 
responsables y plazos de ejecución.  
 
Cabe destacar que las acciones contempladas en cada eje integran especialmente las necesidades 
identificadas en la Agenda de las Mujeres Indígenas y Afrohondureñas elaborada por organizaciones 
propias y de la sociedad civil con el apoyo de ONU Mujeres y el proyecto “Fortalecimiento del Estado 
de Derecho para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos en Honduras”.  
 






Por último, es importante recordar también otro resultado del proceso de validación que consiste en 
la conformación de un Comité de Seguimiento integrado por hombres y mujeres representantes 
legítimas de los 9 pueblos culturalmente diferenciados del país.  
 
De esta forma, se concluye el proceso de consultas previas, libres e informadas que han permitido 
lograr un diseño participativo de la política nacional de lucha al racismo y la discriminación racial, 
asegurando la definición de prioridades de desarrollo establecidas por cada pueblo como un ejercicio 




































Jornadas de trabajo durante talleres de validación PNCRDR en Tegucigalpa, Marzo 2014. 
 






Ruta crítica101  
 
La Ruta crítica busca primeramente finalizar la fase de diseño de la política, para así incidir en la 
planificación y presupuestación a nivel interinstitucional que garantice la transversalización de los 
enfoques de interculturalidad y derechos humanos con perspectiva de género en los quehaceres de la 
administración pública. Para lo anterior, se requiere establecer una línea  de base, así como 
consensuar indicadores y metas a partir de las prioridades de desarrollo de cada pueblo identificadas 
en los procesos consultivos y la planificación institucional prevista para el presente año 2014 por las 
diferentes instituciones responsables identificadas. Asimismo, la ruta crítica busca incidir en la 
presupuestación pública para el ejercicio fiscal del año 2015 a través de la identificación de recursos 
asignados en el 2014 y recursos a asignar para el 2015 y de la elaboración de una propuesta102 que 
sirva de insumo para el Proyecto de Presupuesto General de Ingresos y Egresos que el Poder Ejecutivo 




De esta manera, contando con una planificación y presupuestación adecuada, la política se 
presentaría ante el Consejo de Secretarios de Estado con el objetivo de contar con la aprobación del 
Poder Ejecutivo como una medida indispensable para la implementación del PNCRDR a nivel estatal.  
 
Como es posible ver en las fuentes primaria y segundaria del derecho interno reguladoras de la 
materia y reproducidas más arriba, el tiempo disponible hasta agosto representa un lapso crítico para 
la implementación efectiva del PNCRDR a partir del 2015, en cuanto necesario para asignar recursos 
humanos y financieros adecuados. 
 
Lo planteado en la ruta requiere de un proceso estructural y del involucramiento de toda la 
Administración pública, particularmente de actores y actrices clave en el proceso de planificación y 
presupuestación. Es importante considerar los desafíos y las oportunidades brindadas por los cambios 
institucionales surgidos a raíz de la conformación del nuevo gobierno surgido de las elecciones 
generales de noviembre de 2013.  
                                               
101 Es importante destacar que este documento ha sido socializado con la Oficina del Asesor Internacional en Derechos 
Humanos del Sistema de las Naciones Unidas en Honduras y la Dirección Nacional de Pueblos Indígenas y Afrohondureños 
(DINAFROH). Además, han sido consultados en distintos momentos diferentes actores  principalmente institucionales para 
conocer sus opiniones a tomar en consideración como insumos. 
102 Dicha propuesta será parte de un estudio más amplio llamado “Los costos económicos, sociales y ambientales de la 
inclusión social de los grupos culturales discriminados de Honduras 2015-2018” que constituirá una herramienta de 
incidencia pública y política para la sensibilización de actores clave a nivel nacional, regional y local.  
Artículo 367 de la Constitución de la República: el Proyecto de Presupuesto General será presentado 
por el Poder Ejecutivo al Congreso Nacional en los primeros 15 días del mes de septiembre de cada 
año. 
 
Decreto Legislativo 266-2013: el Consejo de Secretarios de Estado formula y aprueba el Proyecto de 
Presupuesto General de Ingresos y Egresos que el Ejecutivo somete al Congreso Nacional. 






Se recuerda por eso que las competencias en materia indígena y afrodescendiente han sido asignadas 
a la Secretaría de Desarrollo e Inclusión Social  (SDIS), liderada por el ministro Lisandro Rosales, en 
sustitución de la Secretaría de Estado en los Despachos de los Pueblos Indígenas y Afrohondureños 
(SEDINAFROH) - actualmente Dirección General de Pueblos Indígenas y Afrohondureños (DINAFROH) - 
impulsora de la política de no discriminación racial y lucha contra el racismo durante las primeras 
fases de consulta como ente rector de estos asuntos en la Administración pasada.  
 
Todo lo anterior indica la necesidad de incidir en la SDIS más allá del trabajo de apoyo directo con la 
DINAFROH, para así lograr el empoderamiento requerido para la incidencia a realizar a nivel de 
Consejo de Secretarios de Estado. 
 
La ruta hace énfasis también en la necesidad de sensibilizar a diputadas y diputados de los partidos 
políticos representados en el Congreso Nacional, como parte de una estrategia de intervención 
necesaria no solamente para generar el consenso público requerido por la aprobación parlamentaria 
del Presupuesto General de Ingresos y Egresos presentado por el Ejecutivo, sino también por la 
influencia que estas personas y organizaciones ejercen en la opinión pública, a través de sus afiliados 
y afiliadas y/o de los medios de comunicación que reproducen y valoran sus posicionamientos 
respecto a temas de la agenda pública.  
 
El posicionamiento en la agenda pública del problema del racismo y la discriminación racial, de hecho, 
es un aspecto transversal a lo largo de la ruta crítica, que propone acciones cuyo cumplimiento 
deberá generar información constante al fin de incidir en hacer pública la problemática. En este 
sentido, la ruta sugiere aspectos de generación del conocimiento e incidencia.  
 
Además, la ruta presta especial atención a la agenda pública regional y local, buscando incidir en los 
Consejos de Desarrollo Regional, responsables de orientar el proceso de regionalización, en las 
Unidades Técnicas de Planificación Regional (UTPR), con funciones específicas vinculadas a la 
elaboración de los Planes de Desarrollo Regional con enfoque de Ordenamiento Territorial (PDR-OT) y 
en las Mesas Temáticas, mecanismo de abordaje de problemáticas y potencialidades a considerar en 








Decreto Legislativo 286-2009 “ Ley para el Establecimiento de una Visión de País y la Adopción de 
un Plan de Nación para Honduras”, art. 25: “Los Consejos Regionales de Desarrollo serán la instancia 
regional de diálogo y concertación entre el Gobierno Central, la Sociedad Civil, Gobiernos Locales y 
Comunidad de Cooperantes, orientada hacia el análisis sectorial y la formulación de propuestas 
ordenadas y articuladas, que faciliten una gestión pública más efectiva, ordenada y transparente en la 
región correspondiente. Conducirán el proceso de planificación en la región…”. 






La ruta crítica busca incidir también en el desarrollo de las habilidades para el diálogo de titulares de 
derechos y portadores de deberes como una estrategia especialmente mirada a fortalecer el espacio 
de seguimiento creado en el proceso consultivo de definición del Plan. En este sentido, entre otros 
aspectos, se pretende institucionalizar el Comité y fortalecer las capacidades de las personas 
integrantes a través de intercambios tanto nacionales como regionales de experiencias similares de 





Honduras cuenta con un marco jurídico-institucional adecuado así como recursos para una 




1. Honduras cuenta con recursos humanos y financieros para la adecuada implementación de la 
Política. 
 
2. El Estado de Honduras cuenta con un marco normativo adecuado a la implementación de la 
política de lucha al racismo y la discriminación racial, reconocido a nivel local, regional y nacional. 
 
3. Titulares de derechos y portadores de deberes dan seguimiento a la implementación de la 
política en el marco de una relación institucionalizada de diálogo intercultural. 
 
4. Opinión pública sensibilizada en materia de racismo y discriminación racial conoce la 
problemática indígena y afrohondureña y los compromisos del Estado de Honduras sobre la 





















Objetivos, Estrategias y Líneas de acción 
 
OBJETIVO 1 Honduras cuenta con recursos humanos y financieros para la adecuada 
implementación del Plan 
Estrategia Planificar y presupuestar la política a nivel interinstitucional, a través de 
la DINAFROH, bajo la coordinación de la SDIS.  
  Línea de Acción Finalizar el marco lógico del PNCRDR asegurando la presupuestación de 
las actividades planificadas para el 2015. 
Responsable SDIS/DINAFROH  
Plazo Corto-Mediano 
   
Línea de Acción Revisar herramientas de planificación del desarrollo a nivel nacional, 





OBJETIVO 2 Distintos sectores del Estado de Honduras asumen el reto de luchar 
contra el racismo y la discriminación racial a través de la 
implementación del PNCRDR. 
Estrategia Incidir en el empoderamiento de la política por parte del Estado de 
Honduras y la cooperación internacional. 
  Línea de Acción Incidir a nivel nacional 
Responsable SDIS/DINAFROH 
Plazo Corto-Mediano-Largo 
   









OBJETIVO 3 Titulares de derechos y portadores de deberes dan seguimiento a la 
implementación del Plan en el marco de una relación 
institucionalizada de diálogo intercultural. 
Estrategia Desarrollar habilidades para el diálogo democrático intercultural. 
  Línea de Acción Institucionalizar y fortalecer capacidades del Comité de Seguimiento. 
Responsable Secretaría de Coordinación General de Gobierno + SDIS  
Plazo Corto-Mediano 







OBJETIVO 4 Opinión pública sensible al racismo y la discriminación racial conoce los 
desafíos de la erradicación de estos fenómenos. 
Estrategia Poner en la agenda pública el problema de la discriminación racial e 
informar la opinión pública sobre las iniciativas de lucha promovidas por el 
Gobierno. 




   
Línea de Acción Generar conocimiento sobre las discusiones y acuerdos nacionales a la 
base de la definición de la política.  
Responsable SDIS/DINAFROH  
Plazo Largo 
  Línea de Acción Informar de los avances en cuanto a la puesta en marcha de la política. 



























































1 ACMILH Asociación Comunitaria de Mujeres Indígenas Lenca de Honduras 
2 AFROMIPYME Asociación Afrohondureña de Pequeña y Mediana Empresa 
3 AFROUNAH Asociación Afrohondureña Universidad Nacional Autónoma Honduras 
4 AMBHLI Asociación Miskita Hondureña de Buzos Lisiados  
5 ANEGUH 
Asociación de Estudiantes Afrouniversitarios de la Universidad Autónoma 
de Honduras 
6 APBGADH Asociación para la Protección de los Buzos de Gracias a Dios de Honduras 
7 ACITMF 
Asociación de Comunidades Indígenas Tolupánes de la Montaña de la 
Flor  
8 AMT Asociación de Muejres Tolupanas 
9 ASOHMUN Asociación Hondureña de Mujeres Negras 
10 AVAILH Pueblo Lenca 
11 Bakimasta Consejo territorial miskito 
12 Batiasta Consejo territorial miskito 
13 Batinasta Consejo territorial miskito 
14 Comunidad Cristales Comunidades garífuna 
15 Comunidad Río Negro Comunidades garífuna 
16 Comunidad Nueva Armenia Comunidades garífuna 
17 CONADIMCHH Coordinadora Nacional de Derechos Indígenas Maya Chortí de Honduras  
18 CONIMCHH Consejo Nacional Indígena Maya Chortí de Honduras 
19 CONMILH Consejo Nacional de Mujeres Indígenas Lencas de Honduras   
20 CONPAH Confederación de Pueblos Autóctonos de Honduras 
21 Consejo de Tribu Liquigue Consejo de tribu tolupán 
22 CAM Consejo de Ancianos miskito 
23 COPINH Consejo Cívico De Organizaciones Populares E Indígenas De Honduras  
24 CURLA Centro Universitario Regional del Litoral Atlántico 
25 DAKNY Dakni Tak Aslika 
26 Diunat Consejo territorial miskito 
27 ECACOLL Empresa Comunitaria Agroindustrial del Coco “Lemenigi Lomba” 
28 ECOSALUD Organización de Ecología y Salud 
29 ENMUNEH Enlace de Mujeres Negras de Honduras 
30 FETRIPH Federación de Tribus Indígenas Pech de Honduras  
31 FETRIXY Federación de Tribus Xicaques  de Yoro  
32 FHONDIL Federación hondureña de Indígenas Lencas  
33 FINAH Federación Indígena Nahua de Honduras  
34 FITH Federación Indígena Tawahka de Honduras  
35 FMLK Fundación Martin Luther King 
36 Grupo Mujeres NABIPLA Pueblo Negro de Habla Inglesa 
37 Grupo Mujeres Pandy Town Pueblo Negro de Habla Inglesa 
38 INGWAIA Organización no gubernamental 
39 Junta de agua Pandy Town Pueblo Negro de Habla Inglesa 
40 Juventud Corozal Pueblo Garífuna 






41 La Ruta Moskitia Organización miskita 
42 Lainasta Consejo territorial miskito 
43 MASTA Moskitia Asla Takanka  
44 MILH Movimiento Indígena Lenca de Honduras  
45 MIMATH Miskitu Indiang Mairin Asla Takanka Honduras 
46 MMP Movimiento Morazanista del Poder Popular 
47 NABIPLA Native Bay Islands People Laborers Associations  
48 ODECO Organización de Desarrollo Étnico Comunitario  
49 OJEH Organización Juvenil Étnica de Honduras 
50 ONILH Organización Nacional Indígena Lenca de Honduras  
51 OPROMEP Patronato Pro Mejoramiento de Punta Gorda 
52 OMT Organización de Mujeres Tolupanes 
53 Patronato Bajamar Comunidad garífuna 
54 Patronato Cusuna Comunidad garífuna 
55 Patronato Chachauate Comunidad garífuna 
56 Patronato de Río Esteban Comunidad garífuna 
57 Patronato de Travesía Comunidad garífuna 
58 PNPRRS Programa Nacional de Prevención, Rehabilitación y Reinserción Social 
59 Rayaka Consejo territorial miskito 





































1 MP Ministerio Público 
2 SCAD Secretaría de Cultura, Arte y Deporte 
3 SEDINAFROH 
Secretaría de Estado en los Despachos de los Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños 
4 Alcaldía de Esquipulas del Norte Alcaldía 
5 Alcaldía de Jano Alcaldía 
6 DGEIM Dirección General de Educación Intercultural Multilingüe 
8 Municipio de Santos Guardiola Comunidad negra de habla inglesa 
9 Iglesia de Oak Ridge Comunidad de Pandy Town 
10 UNA Catacamas Universidad Nacional Agrícola de Catamas 











              Titulares responsables por pueblo integrando el Comité de Seguimiento. 
Pueblo Titular 
Nombre completo Organización/institución 
Lenca Gloria Esperanza López CONMILH 
Miskitu Orlando Calderón MASTA 
Pech Valentín Hernández   DINAFROH/FETRIPH 
Nahua Fanny Marilyn Sánchez Mejía FINAH 
Maya Ch'ortí Antonio Ramírez Arias CONIMCCH 
Tawahka Inés Salinas DINAFROH/FITH 
Tolupán José Santos Romero  FETRIXY 
Negro de Habla Inglesa Elda Liliana Martínez NABIPLA 
Garífuna Karen Vargas ODECO 
 
 
Suplentes responsables por pueblo integrando el Comité de Seguimiento.  
Pueblo Suplente 
Nombre completo Organización/institución 
Lenca Sandra Verónica Zerón ONILH 
Miskitu Cendela López MIMATH 
Pech Merlín López  FETRIPH 
Nahua Keydi Dolores Hernández FINAH 
Maya Ch'ortí Juan Manuel Díaz CANADIMCH 
Tawahka Rita Sánchez Organización de mujeres 
Tolupán Ana Maribel Elías   FETRIXY 
Negro de Habla Inglesa Toinet Wood NABIPLA 






















Anexo 3: Plan General de Objetivos Priorizados Comunes 
 
 




















social y política y 








Objetivo 1  
Gobiernos locales 
Gobiernos regionales 
Secretaría de Desarrollo e 
Inclusión Social (SDIS) 
Dirección Nacional de 
Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños 
(DINAFROH) 
Organizaciones de la 




Comité de Seguimiento 
(CdS) 
Gabinete Sectorial de 
Gobernabilidad y 
Descentralización 
Instituto de la Propiedad 
(IP) 
Instituto Nacional Agrario 
(INA) 
Consejo Nacional de 
Ordenamiento Territorial 
(CONOT) 




Secretaría de la 
Presidencia de la 
República 
Secretaría de Energía, 
Recursos Naturales, 
Ambiente y Minas  
Coordinación General de 
Gobierno 
Partidos políticos 





Instituto Nacional de 
Estadísticas (INE) 
Tribunal Superior de 
Cuentas (TSC) 




Asegurar cuotas de participación indígena y 
afrohondureña, basadas en criterios de 
pertenencia cultural, para garantizar el 
derecho político individual y colectivo de 








En el marco de la reforma a la ley electoral y 
el establecimiento de una cuota de género 
del 50%, establecer mecanismos de acción 
positiva para garantizar la participación de 
mujeres indígenas y afrohondureña, en 






Negro de Habla Inglesa 
Objetivo 3 
Establecer mecanismos adecuados de 
consultas en secretarías sectoriales 
estratégicas, para asegurar la consulta 
efectiva de aquellos pueblos que puedan 
verse afectados por la adopción de medidas 
legislativas o administrativas con vistas a 
obtener su consentimiento previo, libre e 
informado cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de 






Establecer programas de formación en 
liderazgo y gobernabilidad democrática de 
líderes y lideresas de base comunitaria, para 
promover una participación libre e 







Crear un sistema de estadísticas sobre 
población indígena y afrohondureña en INE y 




Negro de Habla Inglesa 
Aislamiento voluntario 



































Objetivo 1  
Gobiernos locales 
Gobiernos regionales 
Secretaría de Desarrollo e 
Inclusión Social (SDIS) 
Dirección Nacional de 
Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños 
(DINAFROH) 
Organizaciones de la 




Comité de Seguimiento 
(CdS) 
Secretaría de Educación 
Secretaría de Trabajo y 
Seguridad Social  
Congreso Nacional 
Instituto Nacional de la 
Mujer (INAM) 
Instituto Hondureño de 
Antropología e Historia 
(IHAH) 
Coordinación General de 
Gobierno 
Secretaría de Finanzas 
(SEFIN) 
Secretaría de Desarrollo 
Económico 
Universidades 
Corte Suprema de Justicia 
(CSJ) 
Medios de comunicación 
Patronato Nacional de la 
Infancia (PANI) 
Instituto Hondureño de la 
Niñez y Familia (IHNFA)  
Instituto Hondureño de 
Infraestructura Física 
Educativa (INHIFE) 
Instituto de Previsión del 
Magisterio (INPREMA) 
Promover adecuados mecanismos de 
movilidad de profesionales del sector, para 
asegurar la asignación de plazas en las 
comunidades a maestros y maestras 






Promover una legislación que valore la 
diversidad, especialmente lingüística, de la 
nación hondureña, asegurando la 






Promover programas adecuados y servicios 
pertinentes de educación intercultural 
multilingüe, para garantizar el derecho a la 
supervivencia cultural de los pueblos, a 
través de la transmisión a las generaciones 






Establecer programas de combate a la 
desnutrición infantil involucrando 
especialmente estructuras educativas y 
sanitarias comunitarias, para asegurar la 
salud mental y física necesaria para el 





Negro de Habla Inglesa 
Nahua 
Objetivo 5 
Promover el establecimiento de 
universidades indígenas y afrohondureñas, 
para garantizar el acceso a estudios 
superiores culturalmente diferenciados y 
adecuados a las necesidades propias de cada 








































Derecho a la 






Objetivo 1 Gobiernos locales 
Gobiernos regionales 
Secretaría de Desarrollo e 
Inclusión Social (SDIS) 
Dirección Nacional de 
Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños 
(DINAFROH) 
Organizaciones de la 




Comité de Seguimiento 
(CdS) 
Secretaría de Energía, 
Recursos Naturales, 
Ambiente y Minas 
Secretaría de Trabajo y 
Seguridad Social  
Instituto de Desarrollo 
Comunitario, Agua y 
Saneamiento 
Secretaría de Finanzas 
(SEFIN) 
Secretaría de la 
Presidencia de la 
República  
Secretaría de Educación 
Secretaría de Agricultura 
y Ganadería (SAG) 
Congreso Nacional 
Patronato de la Infancia 
(PANI) 
Instituto Hondureño de la 
Niñez y la Familia (IHNFA) 
Instituto Hondureño de 
Seguridad Social (IHSS) 
Ente Regulador de los 
Servicios de Agua Potable 
y Saneamiento (ERSAPS) 
Impulsar programas de salud intercultural de 
rescate de prácticas y figuras ancestrales de 
curación (buyeis, sukias, parteras, 
curanderos, etc.), para la promoción del 









Negro de Habla Inglesa 
Miskitu 
Objetivo 2 
Asegurar la infraestructura adecuada y la 
dotación necesaria y suficiente de material 
sanitario, recursos humanos y equipo técnico 
quirúrgico, para garantizar una atención 






Negro de Habla Inglesa 
Objetivo 3 
Adoptar una legislación adecuada que 
reconozca el valor e institucionalice la 
medicina tradicional, asegurando la 
propiedad intelectual de los pueblos 




Promover la educación sexual y reproductiva 





Promover la educación en higiene personal, 
del hogar y del ambiente para asegurar que 
adecuadas condiciones higiénico-sanitarias 
de las comunidades indígenas y 
afrohondureñas permitan incidir 
positivamente en la salud de las personas y 




Promover programas y obras públicas de 
saneamiento básico y mejora de la vivienda, 
especialmente en los hogares más 
vulnerables encabezados por mujeres, para 
























































Objetivo 1 Gobiernos locales 
Gobiernos regionales 
Secretaría de Desarrollo e Inclusión Social (SDIS) 
Dirección Nacional de Pueblos Indígenas y 
Afrohondureños (DINAFROH) 
Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) 
Organizaciones propias indígenas y afrohondureñas  
Comité de Seguimiento (CdS) 
Gabinete Sectorial de Desarrollo Económico 
Comisión Nacional para el Desarrollo de la Educación 
Alternativa No Formal (CONEANFO) 
Secretaría de Agricultura y Ganadería (SAG) 
Instituto Nacional de Formación Profesional (INFOP) 
Coordinación General de Gobierno 
Secretaría de Finanzas (SEFIN) 
Secretaría de Desarrollo Económico 
Secretaría de Energía, Recursos Naturales, Ambientes y 
Minas 
Instituto Hondureño de Turismo (IHT) 
Suplidora Nacional de Granos Básicos (BANASUPRO) 
Instituto Hondureño de Mercadeo Agrícola (IHMA) 
Escuela Nacional de Ciencias Forestales (ESCACIFOR) 
Instituto Nacional de la Mujer (INAM) 
Secretaría de Derechos Humanos, Justicia, Gobernación 
y Descentralización 
Secretaría de Trabajo y Seguridad Social  
Secretaría de Educación 
Congreso Nacional 
Poder Judicial 
Banco Nacional de Desarrollo Agrícola (BANADESA) 
Secretaría de Industria y Comercio 
Instituto Hondureño de Antropología e Historia (IHAH) 
Instituto de Desarrollo Comunitario, Agua y 
Saneamiento 
Centro Nacional para la Educación y el Trabajo (CENET) 
Secretaría de Infraestructura y Servicios Público (INSEP) 
Programa Cuenta del Milenio 
Patronato Nacional de la Infancia (PANI) 
Programa Vida Mejor 
Fondo Especial de Protección Social 
Banco Hondureño de la Producción y Vivienda 
(BANHPROVI) 
Comisión para la Alianza Público-Privada (COALIANZA) 
Comisión Nacional de Bancos y Seguros 
Empresa Nacional de Energía Eléctrica (ENEE) 
Instituto Hondureño de Cooperativas (IHDECOOP) 
Instituto Hondureño de Seguridad Social (IHSS) 
Instituto de Previsión del Magisterio (INPREMA) 
Dirección General de Migración y Extranjería 
Dirección de Marina Mercante 
Gabinete Sectorial de Relaciones Internacionales 
Secretaría de Relaciones Exteriores y Cooperación 
Internacional 
 
Establecer programas apropiados de 
asistencia técnica y financiera a 
microempresas que tengan en cuenta 
las necesidades específicas y 
características culturales propias de 
cada pueblo, especialmente enfocadas 
al procesamiento de alimentos y al 
manejo sostenible de recursos locales, 
para así garantizar la formación 
profesional y el crecimiento sostenido 











Promover la creación de escuelas 
técnicas que aseguren una formación 
basada en el entorno económico, en las 
condiciones sociales y culturales y las 
necesidades concretas de cada pueblo 










Promover programas de rescate y 
fomento del conocimiento, control, uso 
y manejo de las variedades 
tradicionales de semillas, para 
garantizar el derecho de los pueblos 
indígenas a mantener, controlar, 







Impulsar programas especiales de 
empleo que respondan a las 
necesidades colectivas, enfocados a la 
prevención de la delincuencia y la 
criminalidad para personas y grupos 
vulnerables, especialmente indígenas y 
afrohondureños que migran a la ciudad 









Flexibilizar los requisitos de garantía 
para asegurar el acceso al crédito de 
los pueblos indígenas y 
afrohondureños en condición de 











































Objetivo 1 Gobiernos locales 
Gobiernos regionales 
Secretaría de Desarrollo e Inclusión 
Social (SDIS) 
Dirección Nacional de Pueblos 
Indígenas y Afrohondureños 
(DINAFROH) 
Organizaciones de la Sociedad Civil 
(OSC) 
Organizaciones propias indígenas y 
afrohondureñas  
Comité de Seguimiento (CdS) 
Secretaría de Energía, Recursos 
Naturales, Ambiente y Minas  
Secretaría de Desarrollo Económico 
Consejo Nacional de Agua Potable y 
Saneamiento (CONASA) 
Instituto de Desarrollo Comunitario, 
Agua y Saneamiento 
Secretaría de Agricultura y 
Ganadería (SAG) 
Congreso Nacional 
Secretaría de la Presidencia de la 
República 
Instituto Nacional Agrario (INA) 
Secretaría de Finanzas (SEFIN) 
Coordinación General de Gobierno 
Policía Nacional 
Fuerzas Armadas 
Instituto Nacional de Estadísticas 
(INE) 
Instituto Hondureño de 
Antropología e Historia (IHAH) 
Secretaría de Educación 
Instituto Nacional de Formación 
Profesional (INFOP) 
Fiscalía de las Etnias 
Corte Suprema de Justicia 
Foro Nacional para las Migraciones 
(FONAMINH) 
Fiscalía de la Mujer 
Secretaría de Seguridad 
Secretaría de Derechos Humanos, 
Justicia, Gobernación y 
Descentralización 
Consejo Nacional de Ordenamiento 
Territorial (CNOT) 
Instituto de la Propiedad (IP) 
Comisión Nacional de Energía 
Implementar programas de formación 
continua en derechos humanos de los 
pueblos indígenas, especialmente en 
materia de tierra, territorio y recursos 
naturales, a funcionarias y funcionarios 
de instituciones públicas titulares de 




Negro de Habla 
Inglesa 
Objetivo 2 
Impulsar la titulación de tierras y 
territorios indígenas y afrohondureños, 
especialmente antes del otorgamiento 
de concesión de licencias de exploración 
y explotación de recursos naturales, 
para garantizar el derecho a la identidad 
individual y colectiva y al 









Impulsar la titulación de tierras y 
territorios, especialmente de aquellos 
que cuenten con títulos ancestrales, 
para proteger las tierras donde los 
pueblos estén asentados o que utilicen 









Reformar la legislación vigente para 
asegurar la protección de los bosques de 
toda intrusión o todo uso no autorizado 
de los mismos por parte de personas 






Establecer mecanismos adecuados de 
consentimiento para casos 
excepcionales de traslado y reubicación 
en caso de proyectos y programas de 
desarrollo que pueden afectar 
territorios indígenas y afrohondureños, 
al fin de garantizar una apropiada 
indemnización por cualquier pérdida o 
daño que puedan sufrir como 
consecuencia del desplazamiento, 
asegurando, siempre que sea posible, el 
derecho al regreso a las tierras 
tradicionales en cuanto dejen de existir 







































y acceso a la 
justicia formal y 
comunitaria 
Objetivo 1  
Gobiernos locales 
Gobiernos regionales 
Secretaría de Desarrollo e 
Inclusión Social (SDIS) 
Dirección Nacional de 
Pueblos Indígenas y Afro-
hondureños (DINAFROH) 
Organizaciones de la 




Comité de Seguimiento 
(CdS) 
Instituto Nacional de la 
Mujer (INAM) 
Secretaría de la 
Presidencia de la 
República 
Ministerio Público 
Fiscalía de Etnias 
Fiscalía de la Mujer 
Comisionado Nacional de 
los Derechos Humanos 
(CONADEH) 




Corte Suprema de Justicia 
(CSJ) 
Policía Nacional 
Secretaría de Seguridad 
Secretaría de Salud 
Congreso Nacional 
Secretaría de Educación 
Defensoría de la Niñez 
Instituto Nacional de 
Formación Profesional 
(INFOP) 
Banco Nacional de 
Desarrollo Agrícola 
(BANADESA) 
Secretaría de Trabajo y 
Seguridad Social 
 
Establecer mecanismos eficaces de acceso a 
la justicia formal en condición de igualdad, 






Promover mecanismos adecuados de 
participación de los pueblos indígenas en 
instancias de administración de la justicia, 
para garantizar que se tengan en cuenta las 
costumbres de los pueblos y sus 






Negro de habla inglesa 
Tolupán 
Objetivo 3 
Promover la formación especializada de 
profesionales indígenas, para que los pueblos 
y sus miembros puedan iniciar y dar 
seguimiento a procedimientos legales, 







Promover la adecuación del sistema jurídico 
interno a estándares regionales e 
internacionales de protección contra el 
racismo y la discriminación racial, con la 
ratificación de la Convención Interamericana 
contra el Racismo, la Discriminación Racial y 
Formas Conexas de Intolerancia y el retiro de 
la reserva del art.14 de la Convención 
Internacional sobre Toda Forma de 
Discriminación Racial, para garantizar el 
acceso y la protección jurídica de los sujetos 








Promover la capacitación y sensibilización de 
funcionarios y funcionarias de los poderes 
públicos, especialmente del poder judicial, 
para asegurar la formación adecuada en 




Negro de habla inglesa 
Objetivo 6 
Promover el rescate del derecho 
consuetudinario compatible con los derechos 
fundamentales definidos por el sistema 









Anexo 4: Planes de Prioridades de Desarrollo 
 
PUEBLO LENCA 
EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía 
intercultural de los pueblos 
indígenas y afro-hondureños. 
En el marco de la reforma a la ley electoral y el 
establecimiento de una cuota de género del 50%, 
establecer mecanismos de acción positiva para 
garantizar la participación de mujeres indígenas y afro-
hondureña, en cargos de elección popular a todos los 
niveles. 
Reforma a la Ley Electoral y de las Organizaciones Políticas para el 
establecimiento de una cuota de participación de mujeres dentro de 
las diferentes instancias de decisión a nivel nacional y local, en 
consonancia con el II PIEGH y la Ley de Igualdad de Oportunidades. 
Acción 1.2 
      Incremento del porcentaje de mujeres indígenas y afro-hondureñas 
participando como candidatas a cargos de elección popular. 
Acción 1.3 
      TSE deberá capacitar equitativamente a mujeres de todos los 
partidos políticos para que participen en los procesos electorales. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      Promover programas de educación comunitaria en 
derechos humanos individuales y colectivos, 
especialmente a través del fortalecimiento de las 
organizaciones representativas, para asegurar la 
participación libre e informada de los pueblos 
indígenas. 
Creación y desarrollo de una academia continúa para mujeres 








Promoción de intercambios culturales con los demás pueblos 
indígenas y afrohondureños. 






Crear un sistema de estadísticas sobre población 
indígena y afrohondureña en INE y que se implemente 
en todas las instituciones nacionales. 
Producción de diagnósticos e investigaciones dirigidas a mujeres 
indígenas y afrohondureñas en temas de participación política, salud 
sexual y reproductiva, educación, acceso a tierra y recursos entre 
otros. 
Acción 3.2 
      
Creación e implementación de un sistema de información 
demográfica integrado a nivel nacional y regional que muestre 
detalladamente las zonas de concentración indígena, sus riquezas 
naturales y minerales y culturales.  






Derecho a la educación, 
especialmente intercultural 
bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Promover adecuados mecanismos de movilidad de 
profesionales del sector, para asegurar la asignación de 
plazas en las comunidades a maestros y maestras 
indígenas y afro-hondureñas.  
Evitar el traslado de plazas de los maestros y maestras desde las 
comunidades PIAH hacia las ciudades, así como garantizar que las 
















Brindar oportunidades de trabajo para maestros profesionales de la 
comunidad. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      Promover una legislación que valore la diversidad, 
especialmente lingüística, de la nación hondureña, 
asegurando la oficialización de la educación 
intercultural bilingüe. 
Crear y fortalecer Universidades Públicas en las regiones donde se 
encuentran los pueblos indígenas y afrohondureños facilitando el 
acceso a la educación superior, en línea con lo establecido con el 
Convenio 169 de la OIT. 





  Oficializar escuelas PROHECO. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      Establecer programas de combate a la desnutrición 
infantil involucrando especialmente estructuras 
educativas y sanitarias comunitarias, para asegurar la 
salud mental y física necesaria para el aprendizaje 
adecuado de la niñez indígena y afrohondureña. 
Abastecer los centros de salud con medicamento y equipo. (Botiquín 
escolar). 
Acción 3.4 
      Creación de comedores infantiles adecuadamente abastecidos para 
contribuir a una mejor alimentación. 
Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 
  
  
    
Derecho a la salud, bajo la 
cosmovisión de los pueblos 
indígenas y afro-hondureños. 
Impulsar programas de salud intercultural de rescate de 
prácticas y figuras ancestrales de curación (buyeis, 
sukias, parteras, curanderos, etc.), para la promoción 
del derecho a la salud culturalmente diferenciada, 
especialmente materno-infantil. 
Impulsar procesos de formación certificada de promotoras en salud 
sexual y reproductiva de pueblos indígenas y afrohondureños. 
Acción 1.2 
      
Creación de un protocolo de salud para la atención de las mujeres 
indígenas y afrohondureñas, que parta desde la cosmovisión de las 
mismas. 
Acción 1.3 
      
Formación y reconocimiento de curanderas y parteras dentro del 
sistema de salud, incluyendo la estrategia nacional de trabajo con 
“Individuos, familias y comunidad”. 
Acción 1.4 
      Validación de los diagnósticos comunitarios existentes y promoción 
de diagnósticos comunitarios nuevos en comunidades piloto. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Asegurar la infraestructura adecuada y la dotación 
necesaria y suficiente de material sanitario, recursos 
humanos y equipo técnico quirúrgico, para garantizar 
una atención apropiada a las necesidades comunitarias 
de salud. 
Dotación de equipo especializado para la realización de citologías y 
cesáreas en centros de salud que tengan cobertura en cada uno de 
los nueve pueblos indígenas y afrohondureños. 
 
 







      
Asegurar equipamientos de acuerdo a las condiciones geológicas, 
climáticas y de salud de acuerdo a las condiciones específicas de las 
comunidades en el marco de descentralización de servicios. 
Acción 2.3 
      Equipamiento de las parteras con material necesario para la atención 
de embarazos y partos 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Adoptar una legislación adecuada que reconozca el 
valor e institucionalice la medicina tradicional, 
asegurando la propiedad intelectual de los pueblos 
indígenas y afrohondureños. 
Reforma del sector público de salud para garantizar reconocimiento 
de la medicina ancestral y prácticas tradicionales. 
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y 
al trabajo digno. 
Establecer programas apropiados de asistencia técnica 
y financiera a microempresas que tengan en cuenta las 
necesidades específicas y características culturales 
propias de cada pueblo, especialmente enfocadas al 
procesamiento de alimentos y al manejo sostenible de 
recursos locales, para así garantizar la formación 
profesional y el crecimiento sostenido de las empresas 
rurales indígenas. 
Inclusión de necesidades e intereses de las mujeres indígenas y 
afrohondureñas en cualquier tipo de proyecto a ejecutar en las 
comunidades, mediante el levantamiento de diagnósticos 
participativos. 
Acción 1.2 
      
Formación técnico administrativa en microempresas, 
empoderamiento y equidad de género dirigida hacia mujeres de 
pueblos indígenas y afrohondureños. 
Acción 1.3 
      
Promover las prácticas de los jóvenes egresados de las diferentes 
carreras de la UNA (Olancho), pertenecientes a comunidades 
indígenas, desarrollen su práctica en las comunidades indígenas y 
afrohondureñas. 
Acción 1.4 
      
Asegurar que los programas promuevan las prácticas culturales 
propias, de acuerdo a la actividad, por ejemplo: bendición de la 
tierra, compostura, bendición de los productos, etc. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover la creación de escuelas técnicas que aseguren 
una formación basada en el entorno económico, en las 
condiciones sociales y culturales y las necesidades 
concretas de cada pueblo indígena y afrohondureño. 
Creación de programas formativos y laborales orientados a mujeres 
indígenas y afrohondureñas destinados a mejorar la capacidad 







Asignación de becas a los pueblos indígenas y afrohondureños para 
tener personal calificado en los centros educativos, y den 
rendimiento calificado. 
 







      
Promover la producción de artesanía con visión emprendedora. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover programas de rescate y fomento del 
conocimiento, control, uso y manejo de las variedades 
tradicionales de semillas, para garantizar el derecho de 
los pueblos indígenas a mantener, controlar, proteger y 
desarrollar su patrimonio cultural. 
Promover elaboración y uso de insumos agrícolas orgánicos.  
Acción 3.2 
      
Creación de fondos de seguro agrícola. 
Acción 3.3 
      Crear un banco de semillas que apoye la clasificación de las semillas 
originarias y criollas y promueva su reproducción y uso. 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y 
recursos naturales. 
Impulsar la titulación de tierras y territorios indígenas y 
afrohondureños, especialmente antes del otorgamiento 
de concesión de licencias de exploración y explotación 
de recursos naturales, para garantizar el derecho a la 
identidad individual y colectiva y al consentimiento 
previo, libre e informado.  
Deducir responsabilidades con agravante ante casos de corrupción 
donde se afecte los territorios indígenas y afrohondureños. 
Acción 1.2 
      
Respetar los títulos ancestrales para la titulación de tierras. 
Acción 1.3 
      Promover procesos ágiles para titulación de tierras a favor de las 
mujeres. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Reformar la legislación vigente para asegurar la 
protección de los bosques de toda intrusión o todo uso 
no autorizado de los mismos por parte de personas 
ajenas a estos pueblos. 
Socialización de marcos conceptuales y legales establecidos para la 
gestión y desarrollo de las áreas con bosque. 
Acción 2.2 
      
Asesoría técnico-legal independiente para promover y acompañar de 
forma adecuada el consentimiento previo, libre e informado para la 
reforma.  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Establecer mecanismos adecuados de consentimiento 
para casos excepcionales de traslado y reubicación en 
caso de proyectos y programas de desarrollo que 
pueden afectar territorios indígenas y afro-hondureños, 
al fin de garantizar una apropiada indemnización por 
cualquier pérdida o daño que puedan sufrir como 
consecuencia del desplazamiento, asegurando, siempre 
que sea posible, el derecho al regreso a las tierras 
tradicionales en cuanto dejen de existir las causas del 
traslado y la reubicación.   
Creación de programas para la difusión y conocimiento de los 
derechos de las y los migrantes, con énfasis en migración, 
desplazamiento forzado y despojo de los pueblos indígenas y 
afrohondureños. 
Acción 3.2 
      
Atención a las mujeres indígenas y afrohondureñas afectada por la 
migración de las y los miembros de la familia a través de 
programas/proyectos especiales que beneficien a los hijos e hijas de 
migrantes, ancianas/os, madres, discapacitados/as, cuya economía 












      Crear espacios físicos estratégicos para asegurar la seguridad de las 
personas afectadas por migración, desplazamiento forzado y despojo. 
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a 
la justicia formal y comunitaria. 
Promover la adecuación del sistema jurídico interno a 
estándares regionales e internacionales de protección 
contra el racismo y la discriminación racial, con la 
ratifica de la Convención Interamericana contra el 
Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia y el retiro de la reserva del art. 14 de la 
Convención Internacional sobre Toda Forma de 
Discriminación Racial, para garantizar el acceso y la 
protección jurídica de los sujetos de derechos en 
materia de igualdad y no discriminación.  
Impulsar adecuados procesos de consulta previa, libre e informada, 
especialmente de las mujeres de los pueblos indígenas y 
afrohondureños para la reforma de leyes. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover mecanismos adecuados de participación de 
los pueblos indígenas en instancias de administración 
de la justicia, para garantizar que se tengan en cuenta 
las costumbres de los pueblos y sus características 
económicas, sociales y culturales. 
Creación de unidades especializadas en facilitar el acceso a la justicia 
a mujeres indígenas y afro hondureñas al interior del MP y la CSJ, con 
funcionarios/as pertenecientes a estos pueblos. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Establecer mecanismos eficaces de acceso a la justicia 
formal en condición de igualdad, para garantizar el 
derecho a una asistencia legal adecuada. 
Promoción de diagnósticos participativos sobre acceso a la justicia en 
los pueblos indígenas. 
Acción 3.2 
      Sensibilizar y capacitar  a los y las funcionarias competentes en 
materia de investigación y aplicación de protocolos de investigación. 
Acción 3.3 
      
Formación comunitaria especializada y a nivel superior en derechos 
humanos de los pueblos indígenas, especialmente en materia de 
acceso a la justicia. 
Acción 3.4 
      
Conformar redes de defensoras comunitarias de acompañamiento 
legal y psicológico a mujeres sobrevivientes de violencia. 
 
Acción 3.5 
      Establecimiento de alianzas estratégicas con instancia y, redes 
nacionales, regionales e internacionales. 
 








EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
  
  
    
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía 
intercultural de los pueblos indígenas 
y afro-hondureños. 
Asegurar cuotas de participación indígena y 
afrohondureña, basadas en criterios de pertenencia 
cultural, para garantizar el derecho político individual y 
colectivo de elegir y ser elegido. 
Asegurar la representación indígena a nivel de diputación en el 
Congreso Nacional con elección de cargo de acuerdo a la gobernanza 
indígena.  
Acción 1.2     
Garantizar el involucramiento de las mujeres indígenas y afro- 
hondureñas en los espacios de decisión desde lo local (cabildo 
abierto, planes de desarrollo municipal, presupuestos locales) hacía 
lo nacional (generación de políticas públicas, presupuestos públicos, 
etc.). 
    
Acción 1.4 
      Creación y desarrollo de una academia continua para mujeres 
indígenas y afrohondureñas en formación política. 
Objetivo 2 Acción 2.1   
  
  
En el marco de la reforma a la ley electoral y el 
establecimiento de una cuota de género del 50%, 
establecer mecanismos de acción positiva para 
garantizar la participación de mujeres indígenas y 
afrohondureña, en cargos de elección popular a todos 
los niveles. 
Reforma de los artículos 104 y 105 de la Ley Electoral y de las 
Organizaciones Políticas, estableciendo una cuota de participación de 
mujeres indígenas y afrohondureñas en las listas de los partidos 
políticos y de las que serán capacitadas con el 10% de la deuda 
política. 
    
Acción 2.2 
      Traslado del Tribunal Supremo Electoral (TSE) a las comunidades 
indígenas miskitas para procesos de formación política.  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
 Establecer programas de formación en liderazgo y 
gobernabilidad democrática de líderes y lideresas de 
base comunitaria, para promover una participación 
libre e informada y culturalmente pertinente. 
Consensuar y ejecutar programas de formación de líderes y lideresas 
en temas de gobernanza, liderazgo, etc. 
Acción 3.2       
Producción de diagnósticos e investigaciones  dirigidas a mujeres 
indígenas y afrohondureñas en temas de participación política, salud 






      






Objetivo 4 Acción 4.1 
  
  
    
Establecer mecanismos adecuados de consultas en 
secretarías sectoriales estratégicas, para asegurar la 
consulta efectiva de aquellos pueblos que puedan verse 
afectados por la adopción de medidas legislativas o 
administrativas con vistas a obtener su consentimiento 
previo, libre e informado cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas susceptibles de 
afectar sus derechos e intereses. 
Elaborar y aprobar una ley de consulta previa, libre e informada de 
los pueblos indígenas. 
 
 
    
Acción 4.2   
  
  
Elaboración participativa y aprobación de una política pública 
construida en base a la agenda política de las mujeres indígenas y 
afrohondureñas, dirigida a responder nuestras necesidades y 
demandas, con la asignación presupuestaria correspondiente. 
    
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la educación, 
especialmente intercultural bilingüe, 
y promoción de la interculturalidad. 
Promover una legislación que valore la diversidad, 
especialmente lingüística, de la nación hondureña, 
asegurando la oficialización de la educación 
intercultural bilingüe. 
Crear la academia de las lenguas indígenas y afrohondureñas. 
Acción 1.2 
      
Crear y fortalecer Universidades Públicas en las regiones donde se 
encuentran los PIA facilitando el acceso a la educación superior, en 
línea con lo establecido con el Convenio 169. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Establecer programas de combate a la desnutrición 
infantil involucrando especialmente estructuras 
educativas y sanitarias comunitarias, para asegurar la 
salud mental y física necesaria para el aprendizaje 
adecuado de la niñez indígena y afrohondureña.  
Asegurar plazas de psicólogos/as, doctores/as y enfermeros/as en los 
centros educativos. 
Acción 2.2 
      
Implementar proyectos productivos en los centros educativos, ya sea 
cultivos, granjas, pescadería, para complementar la nutrición 
alimentaria de los niños. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover programas de alfabetización para la 
población indígena y afrohondureña, especialmente de 
mujeres adultas y adultas mayores. 
Crear programas complementarios de alfabetización en los centros 
educativos. 
Acción 3.2 
      Creación de  material de alfabetización en la lengua materna de los 
pueblos indígenas y afrohondureños. 
Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la salud, bajo la 
cosmovisión de los pueblos indígenas 
y afro-hondureños. 
Impulsar programas de salud intercultural de rescate de 
práctica y figuras ancestrales de curación (buyeis, 
sukias, parteras, curanderos, etc.), para la promoción 
del derecho a la salud culturalmente diferenciada, 
especialmente materno- infantil. 













      
Asegurar la contratación de mujeres indígenas y afrohondureñas para 
la atención, gestión y administración de los centros de salud púbica 




    
Capacitar e involucrar a los curanderos y curanderas comunitarias 
como promotores educativos de cambio de los patrones  culturales 
que limitan la apropiación de los derechos sexuales y derechos 
reproductivos de las mujeres.  
    
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Adoptar una legislación adecuada que reconozca el 
valor e institucionalice la medicina tradicional, 
asegurando la propiedad intelectual de los pueblos 
indígenas y afrohondureños.  
Crear un decreto ley para promover, regular y asegurar la propiedad 
intelectual colectiva sobre el uso de plantas medicinales ancestrales. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Establecer programas adecuados de formación técnica 
y profesional de personas indígenas y afrohondureñas, 
a fin de garantizar el derecho a una atención integral en 
salud culturalmente diferenciada. 





    
Levantamiento y socialización (devolución a las comunidades) de 
diagnósticos  y censos sobre la situación de salud de las mujeres de 
los pueblos indígenas y afrohondureños, al fin de consensuar 
intervenciones adecuadas.  
    
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y 
al trabajo digno. 
Promover la creación de escuelas técnicas que aseguren 
una formación basada en el entorno económico, en las 
condiciones sociales y culturales y las necesidades de 
cada pueblo indígena y afrohondureño. 
Creación de programas formativos y laborales orientados a mujeres 
indígenas  y afrohondureños destinados a mejorar la capacidad 
educativa y profesional de las mismas.  
Acción 1.2 
      Capacitación a miembros de los pueblos indígenas y afrohondureños 
en carreras técnicas que consideren su entorno ambiental.  
Objetivo 2 Acción 2.1 
      Establecer programas apropiados de asistencia técnica 
y financiera a microempresas que tengan en cuenta las 
necesidades específicas y características  culturales 
propias de cada pueblo, especialmente enfocadas al 
procesamiento de alimentos y al manejo sostenible de 
recursos locales, para así garantizar la formación 
profesional y el crecimiento sostenido de las empresas 
rurales e indígenas. 
Asegurar asistencia técnica y financiera a los grupos organizados ya 
existentes. 
Acción 2.2 
      
Elaboración y ejecución de proyectos auto-sostenibles y  de acuerdo 
a diagnósticos elaborados por mujeres indígenas  y afrohondureñas, 
donde se rescaten las necesidades e intereses de las mismas.  
 
 







      Fomentar la creación de grupos productivos especializados 
(agricultura, ganadería, pesca, agroforestería). 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover programas de rescate y fomento del 
conocimiento, control, uso y manejo  de las variedades 
tradicionales de semillas, para garantizar  el derecho de 
los PI a mantener, controlar, proteger y desarrollar su 
patrimonio cultural. 
Conservar y promover el uso de las semillas tradicionales en los 
territorios indígenas y afrohondureños. 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y 
recursos naturales. 
Implementar programas de formación continua en 
derechos humanos de los pueblos indígenas, 
especialmente en materia de tierra, territorio y recursos 
naturales, a funcionarias y funcionarios de instituciones 
públicas titulares de deberes relacionados con la 
materia.  
Realizar capacitaciones para todo funcionario del Estado, 
especialmente recién nombrado, en temas de derechos a la tierra, 
territorio y recursos naturales. 
Acción 1.2 
      
Garantizar el diseño consensuado con los pueblos indígenas de los 
programas a implementar en todos los niveles en materia de 
derechos a la tierra, territorios, recursos naturales y género. 
Acción 1.3 
  
    
Priorizar el problema de la seguridad de las mujeres y la seguridad 
comunitaria ante la presencia del crimen organizado y narcotráfico, 
generando alianzas para enfrentar estos delitos.  
  
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Impulsar la titulación de tierras y territorios indígenas y 
afro-hondureños, especialmente antes del 
otorgamiento de concesión de licencias de exploración 
y explotación de recursos naturales, para garantizar el 
derecho a la identidad individual y colectiva y al 
consentimiento previo, libre e informado. 
Garantizar el otorgamiento y el respeto de títulos intercomunitarios. 
Acción 2.2 
      
Legalizar la tenencia de tierras y bienes a favor de mujeres indígenas 
y afrohondureñas, que tome en cuenta las condiciones específicas 
(madres solteras, condiciones laborales).  
Acción 2.3 
      
Garantizar el respeto a la vida humana y sus derechos ante amenazas 
y enfrentamientos de carácter violento contra los pueblos indígenas 
por parte de intereses privados como resultado de la lucha por la 





Generación de programas para la protección de las personas y 
mujeres indígenas y afrohondureñas desplazadas por conflictos de 










Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Impulsar la titulación de tierras y territorios, 
especialmente de aquellos que cuenten con títulos 
ancestrales, para proteger las tierras donde los pueblos 
están asentados o que utilicen de alguna manera. 
Realizar un estudio antropológico e histórico sobre las tierras, 
territorios ancestrales pertenecientes a los pueblos indígenas y 
afrohondureños previo a la titulación. 
Acción 3.2 
      
Revisión y reforma de las leyes que afectan directamente los 
derechos colectivos, previas al otorgamiento de títulos. 
 
Acción 3.3 
      
Creación de Plan de Manejo diferenciado para las áreas protegidas de 
los pueblos indígenas y afrohondureños, con enfoque de 
interculturalidad y género.  
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a 
la justicia formal y comunitaria. 
Promover el rescate del derecho consuetudinario 
compatible con los derechos fundamentales definidos 
por el sistema jurídico nacional y con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos.  
Documentación de instituciones y prácticas jurídicas propias. 
Acción 1.2 
      
Creación de instancias especiales  (Defensoría de la mujer indígena, 
observatorios de violencia) para facilitar el acceso a la justicia a 
mujeres indígenas y afrohondureñas.  
Acción 1.3 
      
Definir mecanismos de coordinación y respeto entre el propio el 
sistema de justicia y el sistema de justicia nacional de manera que 
haya reciprocidad de respeto y colaboración. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover la capacitación y sensibilización de 
funcionarios y funcionarias de los poderes públicos, 
especialmente del poder judicial, para asegurar la 
formación adecuada en derechos humanos de los 
pueblos indígenas y afrohondureños. 
Capacitación y actualización continua a los operadores de justicia en 
el tema de derechos humanos, indígena y consuetudinario. 
Acción 2.2 
      
Crear / reformar protocolos para la atención de mujeres, niñas y 
jóvenes indígenas y afrohondureñas sobrevivientes de violencia 
sexual.  
Acción 2.3   
  
  
Gestionar la formación continua de los operadores de justicia y 
comunitarios en temas relacionados contra el racismo y la 
discriminación. 
    
Acción 2.3     
  
Asegurar que operadores de justicia nacionales nombrados para 
trabajar en los territorios indígenas conozcan sobre derechos, 
culturas, costumbres y formas de vida de los pueblos indígenas. 
    






Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover la adecuación del sistema jurídico interno a 
estándares regionales e internacionales de protección 
contra el racismo y la discriminación racial, con la 
ratifica de la Convención Interamericana contra el 
Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia y el retiro de la reserva del art. 14 de la 
Convención Internacional sobre Toda Forma de 
Discriminación Racial, para garantizar el acceso y la 
protección jurídica de los sujetos de derechos en 
materia de igualdad y no discriminación.  
Formación continua a las integrantes de las redes de defensoras 
comunitarias en materia de avances en la adecuación y realización de 
derechos por parte de las titulares. 
Acción 3.2 
      
Promover la ratificación de convenios protocolos y otros 





























PUEBLO MAYA CHORTÍ 
EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
  
    
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afrohondureños. 
Asegurar cuotas de participación indígena y 
afrohondureña, basadas en criterios de 
pertenencia cultural, para garantizar el derecho 
político individual y colectivo de elegir y ser 
elegido. 
Capacitar el liderazgo comunitario sobre historia, funcionamiento y 
estructuras de los partidos políticos en el marco de un debate más 
amplio de representación indígena con cargos elegidos en base a 
sistemas de gobernanza propia. 
 
    
Acción 1.3 
      
Reforma de los artículos 104 y 105 de la Ley Electoral y de las 
Organizaciones Políticas, estableciendo una cuota de participación de 
mujeres indígenas y afrohondureñas en las listas de los partidos 
políticos y de las que serán capacitadas con el 10% de la deuda 
política. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
  
    
Promover el acceso al Registro Nacional de las 
Personas para grupos vulnerables identificados, 
para garantizar el ejercicio de los derechos civiles, 
políticos, sociales y económicos en condición de 
igualdad. 
Gestionar la apertura de oficinas del registro nacional de las personas 
(RNP) en las comunidades indígenas y afrohondureños. 
    
Acción 2.2 
    
  
Inclusión, dentro de las Oficinas Municipales de la Mujer (OMM) en el 
proceso de planificación a las organizaciones de mujeres de la 
localidad, particularmente si se trata de municipios eminentemente 
indígenas o afrohondureños; planteando indicadores de resultados 
específicos que respondan a  nuestra realidad, asignando cargos 
técnico-administrativos y de coordinación a mujeres indígenas y/o 
afrohondureñas del municipio. 
  
Acción 2.3 
    
  
Creación de un decreto de ley para que las oficinas creadas para 
atender a los pueblos estén dirigidas y cuenten con personal de 
pertenencia indígena y/o afrohondureños, así como la asignación de 
una cuota en cargos de poder para las mujeres. 
  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Establecer programas de formación en liderazgo 
y gobernabilidad democrática de líderes y 
lideresas de base comunitaria, para promover 
una participación libre e informada y 
culturalmente pertinente. 
Realización de encuentros internacionales y conferencia sobre tema 
de participación política indígena. 
Acción 3.2 
      
Desarrollar programas de capacitación sobre tema de liderazgo y 
participación comunitaria al  liderazgo de los pueblos indígenas y 
afrohondureños. 
 











Creación y desarrollo de una academia continua para mujeres 
indígenas y afrohondureñas en formación política. 
  
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1 
   
Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Promover adecuados mecanismos de movilidad 
de profesionales del sector, para asegurar la 
asignación de plazas en las comunidades a 
maestros y maestras indígenas y afrohondureñas.  
Garantizar que la asignación de plazas responda a necesidades 
comunitarias y no a dinámicas políticas.  
Acción 1.2 
  
    
Garantizar acceso a puestos de trabajo en todos los niveles del sector 
educativo a profesionales indígenas y afro hondureñas ya calificadas, 
con enfoque de género y pertinencia cultural. 
    
Acción 1.3 
      
Desarrollar programas de incentivos y capacitación a profesorado y 
promotores/as bilingües que hablen los idiomas de los pueblos 
indígenas y afrohondureños para el fomento de la identidad cultural, 
con enfoque de género. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover programas de becas para niñas/os y 
adolescentes indígenas y afrodescendientes para 
asegurar su acceso y permanencia en el sistema 
educativo. 
Garantizar que las organizaciones propias cuenten con información 
adecuada respeto al acceso y permanencia de estudiantes indígenas.  
Acción 2.2 
      Sensibilizar a padres y madres de familia de cada comunidad respeto 
a la educación de hijos e hijas.  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover una legislación que valore la 
diversidad, especialmente lingüística, de la nación 
hondureña, asegurando la oficialización de la 
educación intercultural bilingüe.  
Crear y fortalecer Universidades Públicas en las regiones donde se 
encuentran los pueblos indígenas y afrohondureños facilitando el 
acceso a la educación superior, en línea con lo establecido con el 
Convenio 169 de la OIT. 
Acción 3.2 
      





Incorporar la formación ciudadana en género, deberes y derechos 
civiles, derechos humanos, derechos de la mujer y derechos de los 
pueblos indígenas al Curriculum Nacional Bilingüe. 
 Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 
   Derecho a la salud, bajo la cosmovisión de 
los pueblos indígenas y afrohondureños. 
Fomentar la producción suficiente de alimentos 
culturalmente pertinentes y adecuados desde el 
punto de vista nutricional, para garantizar la 
soberanía alimentaria de los pueblos indígenas y 
afrohondureños y así mejorar los niveles de 











desnutrición.  Acción 1.2 
      Promover programas de mejora técnica para producir mejores 
alimentos para las familias. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      Promover la educación en higiene personal, del 
hogar y del ambiente para asegurar que 
adecuadas condiciones higiénico-sanitarias de las 
comunidades indígenas y afrohondureñas 
permitan incidir positivamente en la salud de las 
personas y de la colectividad 
Capacitar sobre higiene y cuidado ambiental para asegurar 
condiciones de vida saludables en la comunidad. 
Acción 2.3 
      
Levantamiento y socialización (devolución a las comunidades) de 
diagnósticos y censo sobre la situación de salud de las mujeres de los 
pueblos indígenas y afrohondureños. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Asegurar la infraestructura adecuada y la 
dotación necesaria y suficiente de material 
sanitario, recursos humanos y equipo técnico 
quirúrgico, para garantizar una atención a 
pueblos indígenas y afrohondureños adecuada a 
las necesidades comunitarias de salud.  
Asegurar el abastecimiento suficiente de medicamentos y materiales 
sanitarios en los centros de salud. 
Acción 3.2 
      Formar adecuadamente personal técnico en salud para incidir en la 
disminución de muertes por desnutrición. 
Acción 3.3 
      
Asegurar la contratación de mujeres Indígenas y afrohondureñas para 
la atención, gestión y administración de los centros de salud pública 
en zonas eminentemente indígenas y afrohondureñas. 
Acción 3.4 
      
Ampliar la cobertura de la atención primaria en salud, dotando de 
personal médico, equipo y medicinas a Centros de Salud para 
garantizar la efectividad de su respuesta y atención las 24 horas, los 
365 días del año. 
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
   
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y al 
trabajo digno. 
Promover programas de rescate y fomento del 
conocimiento, control, uso y manejo de las 
variedades tradicionales de semillas, para 
garantizar el derecho de los pueblos indígenas a 
mantener, controlar, proteger y desarrollar su 
patrimonio cultural. 
Crear un banco de semillas que apoye la clasificación de las semillas 
originarias y criollas y promueva su reproducción y uso. 
Acción 1.2 
      
Impulsar la formación ocupacional para la creación de micro-
empresas (finanzas, gestión, fortalecimiento organizativo) que 
respondan a las necesidades de las mujeres indígenas y 
afrohondureñas, rescatando la cultura de los pueblos. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Impulsar programas especiales de empleo que 
respondan a las necesidades colectivas, 
enfocados a la prevención de la delincuencia y la 
criminalidad para personas y grupos vulnerables, 
Impulsar programas de desarrollo agrícola que valoricen trabajos 
colectivos para mejorar la seguridad alimentaria. 
 
 






especialmente indígenas y afrohondureños que 




    
Dotar de instrumentos legales/programas/proyectos que permitan a 
las mujeres indígenas y afrohondureñas acceder a servicios 
financieros bajo garantías especiales. 





  Promover la socialización de la legislación laboral nacional e 




    
Garantizar el respeto a los derechos laborales de mujeres indígenas y 
afrohondureñas trabajando en las maquilas, casas particulares, 
trabajo no calificado y demás posiciones técnico/profesionales en lo 
relacionado a igualdad de salarios, beneficios sociales, horarios y 
demás que establezca la ley. 






Creación de centros de capacitación de conocimientos, patrimonio, 
lengua y cultura. 
  
Objetivo 3 Acción 3.1 
  
    
Promover incentivos para el sector privado que 
garantice la aceptación de profesionales 
indígenas y afrohondureños en sus empresas, 
especialmente mujeres jóvenes en situación de 
vulnerabilidad.  
Creación de programas formativos y laborales orientados a mujeres 
indígenas y afrohondureñas destinados a mejorar la capacidad 
educativa y profesional de las mismas, con el fin de asegurar su 
inserción laboral. 
    
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
   
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Implementar programas de formación continua 
en derechos humanos de los pueblos indígenas, 
especialmente en materia de tierra, territorio y 
recursos naturales, a funcionarias y funcionarios 
de instituciones públicas titulares de deberes 
relacionados con la materia.  
Realizar capacitaciones para todo funcionario del Estado, 
especialmente recién nombrado, en temas de derechos a la tierra, 
territorio y recursos naturales. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Impulsar la titulación de tierras y territorios, 
especialmente de aquellos que cuenten con 
títulos ancestrales, para proteger las tierras 
donde los pueblos estén asentados o que utilicen 
de alguna manera. 
Legalizar los títulos ancestrales existentes.  
Acción 2.2 
    
  
Impulsar una reforma agraria integral que garantice los derechos de 




      Impulsar la definición participativa y la implementación de un 
protocolo de titulación.  






Objetivo 3 Acción 3.3 
      
Establecer programas adecuados de 
reasentamiento de la población desplazada por 
megaproyectos, para asegurar los derechos a la 
propiedad individual y colectiva de los pueblos 
indígenas cuyos territorios pueden ser afectados 
de alguna manera. 
Brindar apoyo técnico y económico a las organizaciones de base, para 
la definición de un mecanismo debido de consulta. 
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
    
Derecho consuetudinario y acceso a la 
justicia formal y comunitaria. 
Promover la formación comunitaria en acceso a 
mecanismos de protección nacional, 
internacional y regional, para promover la 
defensa de derechos individuales y colectivos. 
Promover la capacitación profesional en diferentes esferas del 






Creación de centros o escuelas de derechos humanos para formar 





    
Promover la formación de liderazgo indígena en litigio estratégico.      
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Establecer mecanismos eficaces de acceso a la 
justicia formal en condición de igualdad, para 
garantizar el derecho a una asistencia legal 
adecuada. 
Garantizar el respeto de la cosmovisión, cultura propia y derecho de 







Implementar una política pública eficaz para erradicar la violencia 
contra las mujeres indígenas. 
  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      Promover la formación especializada de 
profesionales indígenas, para que los pueblos y 
sus miembros puedan iniciar y dar seguimiento a 
procedimientos legales, personalmente o por 
conducto de organismos representativos. 
Asegurar la formación universitaria en la carrera de derecho a 
personas indígenas que representen el pueblo y se comprometan a 




    
Asegurar el seguimiento adecuado de casos de violencia contra las 
mujeres, para garantizar sus derechos.   












EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afrohondureños. 
Promover programas de educación comunitaria 
en derechos humanos individuales y colectivos, 
especialmente a través del fortalecimiento de las 
organizaciones representativas, para asegurar la 
participación libre e informada de los pueblos 
indígenas. 
Asignar adecuados recursos técnicos y económicos, promoviendo la 
administración indígena.    
Objetivo 2 Acción 2.1 
  
    
Crear un sistema de estadísticas sobre población 
indígena y afrohondureña en INE y que se 
implemente en todas las instituciones 
nacionales. 
Complementar la base de datos de la federación con el INE, para 
determinar un número real de la población indígena nahua. 
    
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Asegurar cuotas de participación indígena y 
afrohondureña, basadas en criterios de 
pertenencia cultural, para garantizar el derecho 
político individual y colectivo de elegir y ser 
elegido. 
Flexibilizar los requisitos para puestos públicos para facilitar la 
asunción de personal indígena.  
Acción 3.2 
      
Garantizar el involucramiento de las mujeres indígenas y 
afrohondureñas en los espacios de decisión desde lo local (cabildo 
abierto, planes de desarrollo municipal, presupuestos locales) hacia 
lo nacional (generación de políticas públicas, presupuestos públicos, 
etc.). 
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Establecer programas de combate a la 
desnutrición infantil involucrando especialmente 
estructuras educativas y sanitarias comunitarias, 
para asegurar la salud mental y física necesaria 
para el aprendizaje adecuado de la niñez 
indígena y afrohondureña.  
Concientizar a los padres de familia sobre la alimentación y mejora de 


















Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover programas adecuados y servicios 
pertinentes de educación intercultural 
multilingüe, para garantizar el derecho a la 
supervivencia cultural de los pueblos, a través de 
la transmisión a las generaciones futuras de 
memoria, valores y conocimientos colectivos 
propios. 
Adoptar e implementar estrategias metodológicas adecuadas a la 




      Capacitar a maestros y padres de familia sobre valores y 
conocimientos propios de la comunidad indígena. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover adecuados mecanismos de movilidad 
de profesionales del sector, para asegurar la 
asignación de plazas en las comunidades a 
maestros y maestras indígenas y 
afrohondureñas.  
Reubicar a los docentes en la asignación de plazas de acuerdo a su 
procedencia. 
Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la salud, bajo la cosmovisión de 
los pueblos indígenas y afro-hondureños. 
Impulsar programas de salud intercultural de 
rescate de prácticas y figuras ancestrales de 
curación (buyeis, sukias, parteras, curanderos, 
etc.), para la promoción del derecho a la salud 
culturalmente diferenciada, especialmente 
materno-infantil. 
Fortalecimiento de la medicina natural. 
Acción 1.2 
  
    
Capacitación y certificación de parteras.     
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Elaborar estudios en salud sexual y reproductiva, 
que sirvan de base para la implementación de 
programas enfocados a la prevención y atención 
en VIH/SIDA e ETS. 
Promover la sensibilización a nivel comunitario.  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover la educación sexual y reproductiva en 



























Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 










Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y al 
trabajo digno. 
Establecer programas apropiados de asistencia 
técnica y financiera a microempresas que tengan 
en cuenta las necesidades específicas y 
características culturales propias de cada pueblo, 
especialmente enfocadas al procesamiento de 
alimentos y al manejo sostenible de recursos 
locales, para así garantizar la formación 
profesional y el crecimiento sostenido de las 
empresas rurales indígenas. 
Elaboración y ejecución de proyectos auto-sostenibles y  de acuerdo 
a diagnósticos elaborados por mujeres indígenas  y afrohondureñas, 
donde se rescaten las necesidades e intereses de las mismas.  
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover campañas de información sobre los 
derechos laborales de las personas indígenas, 
para asegurar el pleno conocimiento de la 
legislación pertinente y de los recursos de los 
que disponen para el acceso a la justicia.  
Asegurar información adecuada y culturalmente pertinente. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover la creación de escuelas técnicas que 
aseguren una formación basada en el entorno 
económico, en las condiciones sociales y 
culturales y las necesidades concretas de cada 
pueblo indígena y afrohondureño.  
Crear centros educativos en comunidades focalizadas. 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1       
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Establecer mecanismos adecuados para el 
consentimiento previo, libre e informado en caso 
de enajenación de las tierras comunales, para 
garantizar el derecho al uso y posesión de las 
mismas o, en su caso, a recibir beneficios o 
indemnizaciones adecuadas. 
Crear y desarrollar campañas orientadas a la educación en la 
construcción de una ciudadanía intercultural. 
      
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Impulsar la titulación de tierras y territorios, 
especialmente de aquellos que cuenten con 
títulos ancestrales, para proteger las tierras 
donde los pueblos estén asentados o que utilicen 
de alguna manera. 















Objetivo 4 Acción 5.1 
      
Impulsar el saneamiento de las tierras indígenas 
y afrohondureñas tituladas, para asegurar el 
control sobre las mismas por parte de las 
comunidades involucradas. 
Acompañamiento y capacitación en negociación y mediación de 
conflictos. 




Derecho consuetudinario y acceso a la 
justicia formal y comunitaria. 
Promover la formación especializada de 
profesionales indígenas, para que los pueblos y 
sus miembros puedan iniciar y dar seguimiento a 
procedimientos legales, personalmente o por 
conducto de organismos representativos.  





Crear un enlace capacitado entre las comunidades y las autoridades 
competentes a nivel nacional y local. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover la capacitación y sensibilización de 
funcionarios y funcionarias de los poderes 
públicos, especialmente del poder judicial, para 
asegurar la formación adecuada en derechos 
humanos de los pueblos indígenas y 
afrohondureños. 
Promover la formación en los derechos humanos de los pueblos 

























EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afrohondureños. 
En el marco de la reforma a la ley electoral y el 
establecimiento de una cuota de género del 
50%, establecer mecanismos de acción positiva 
para garantizar la participación de mujeres 
indígenas y afrohondureña, en cargos de 
elección popular a todos los niveles. 
Traslado del Tribunal Supremo Electoral (TSE) a las comunidades 
indígenas y afrohondureñas para procesos de formación política. 
Acción 1.2 
      
Creación de un decreto de ley para que las oficinas creadas para 
atender a los pueblos estén dirigidas y cuenten con personal de 
pertenencia indígena y/o afrohondureño, así como la asignación de 
una cuota en cargos de poder para las mujeres. 





Establecer mecanismos adecuados de consultas 
en secretarías sectoriales estratégicas, para 
asegurar la consulta efectiva de aquellos 
pueblos que puedan verse afectados por la 
adopción de medidas legislativas o 
administrativas con vistas a obtener su 
consentimiento previo, libre e informado cada 
vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectar sus 
derechos e intereses. 




      Elaborar y publicar una ley de consulta para el consentimiento previo, 
libre e informado. 
Acción 2.3 
    
  
Garantizar el involucramiento de las mujeres indígenas y 
afrohondureñas en los espacios de decisión desde lo local (cabildo 
abierto, planes de desarrollo municipal, presupuestos locales); hacia 
lo nacional (generación de políticas públicas, presupuestos públicos, 
etc.). 
  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Establecer programas de formación en liderazgo 
y gobernabilidad democrática de líderes y 
lideresas de base comunitaria, para promover 
una participación libre e informada y 
culturalmente pertinente. 
Fomentar y fortalecer la formación culturalmente pertinente de 
líderes y lideresas, en un ciclo de capacitación continua. 
 
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1 
  
    
Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Promover el mejoramiento de la infraestructura 
educativa de los centros comunales para 
asegurar condiciones adecuadas para la 
enseñanza de todo nivel.  
Impulsar ampliaciones de aulas, establecimiento de áreas de 












    
Creación de centros culturales de aprendizaje docente. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover el establecimiento de universidades 
indígenas y afrohondureñas, para garantizar el 
acceso a estudios superiores culturalmente 
diferenciados y adecuados a las necesidades 
propias de cada pueblo.   
Promover la creación de un Centro Regional Universitario con 
estructuras propias, bajo la legalización oficial y parámetro de la 
UNAH. 
Acción 2.2 
      
Ampliar, fortalecer y transparentar programas equitativos de becas 
para niñas, jóvenes y mujeres Indígenas y Afro hondureñas para el 
acceso a todos los niveles educativos. 
Acción 2.4 
      
Crear y fortalecer Universidades Públicas en las regiones donde se 
encuentran los pueblos Indígenas y afrohondureños facilitando el 
acceso a la educación superior, en línea con lo establecido con el 
Convenio 169 de la OIT. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Incorporar el enfoque de interculturalidad con 
los principios de  igualdad y no discriminación 
en la currícula de carreras clave como derecho, 
medicina, periodismo, etc. 
Creación de campañas y programas para el personal de Educación 
(maestros y maestros) encaminadas a conocer y respetar las 
costumbres, valores y cultura de las Mujeres Indígenas y Afro-
hondureñas, integrándolos al curriculum básico de enseñanza. 
Acción 3.2 
  
    
Incorporar la formación ciudadana en género, deberes y derechos 
civiles, derechos humanos, derechos de la mujer y derechos de los 
pueblos indígenas al Curriculum Nacional Bilingüe. 
    
Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la salud, bajo la cosmovisión de 
los pueblos indígenas y afro-hondureños. 
Asegurar la infraestructura adecuada y la 
dotación necesaria y suficiente de material 
sanitario, recursos humanos y equipo técnico 
quirúrgico, para garantizar una atención 
apropiada a las necesidades comunitarias de 
salud.  
Elaborar y socializar un mapeo en las diferentes comunidades para la  
identificación de la existencia, condiciones físicas y abastecimiento de 
medicamentos de los centros de salud. 
Acción 1.2 
      
Mejorar progresivamente las condiciones físicas y el abastecimiento 
de medicamentos de los centros de salud en base a las necesidades 
identificadas participativamente. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Establecer programas de sensibilización en 
materia de interculturalidad a personal del 
sector de salud para promover la 
interculturalidad y no discriminación. 
Desarrollar programas de capacitación en materia de discriminación 
racial e interculturalidad dirigidos a todo el personal de salud a nivel 
local y nacional, asegurando la participación comunitaria en el nivel 
local. 
 








    
Promover encuentros de diálogo entre personal de salud y figuras de 
curación ancestral.  
    
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover programas y obras públicas de 
saneamiento básico y mejora de la vivienda, 
especialmente en los hogares más vulnerables 
encabezados por mujeres, para garantizar el 
derecho a una vida digna y libre de 
enfermedades. 
Promover y ejecutar programas de construcción de viviendas dignas 
en las diferentes comunidades pech, garantizando el alumbrado 
público alimentado con energía solar. 
Objetivo 4 Acción 4.1 
      
Impulsar programas de salud intercultural de 
rescate de prácticas y figuras ancestrales de 
curación (buyeis, sukias, parteras, curanderos, 
etc.), para la promoción del derecho a la salud 
culturalmente diferenciada, especialmente 
materno-infantil. 
Garantizar la presencia del personal conocedor de la medicina 





Desarrollo de programas con becas para la formación de las jóvenes 
indígenas y afrohondureñas en materia de salud y salud sexual y 





  Reforma al sector de salud, para reconocer oficialmente a las 
parteras en el Sistema Nacional de Salud. 
  
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y al 
trabajo digno. 
Establecer programas apropiados de asistencia 
técnica y financiera a microempresas que 
tengan en cuenta las necesidades específicas y 
características culturales propias de cada 
pueblo, especialmente enfocadas al 
procesamiento de alimentos y al manejo 
sostenible de recursos locales, para así 
garantizar la formación profesional y el 
crecimiento sostenido de las empresas rurales 
indígenas. 
Promover el establecimiento de centros para procesamiento de 
alimentos en comunidades pech.  
Acción 1.2 




    
Apoyar a las mujeres indígenas y afro-hondureñas sobrevivientes de 
violencia sexual y específicamente trata de mujeres en iniciativas 
económicas y de generación de empleo. 
    
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover la creación de escuelas técnicas que 
aseguren una formación basada en el entorno 
económico, en las condiciones sociales y 
culturales y las necesidades concretas de cada 
pueblo indígena y afrohondureño.  
Elaboración y ejecución de proyectos auto-sostenibles y de acuerdo a 
diagnósticos elaborados por mujeres indígenas y afrohondureñas, 












    
Creación de fondos destinados a proyectos comunitarios/personales 
de mujeres indígenas y afrohondureñas, con flexibilidad en los 
requisitos de acceso, tasas de intereses blandos y asistencia técnica. 
    
Acción 2.3 
  
    
Creación de programas formativos y laborales, especialmente 
orientados a mujeres indígenas y afrohondureñas destinados a 
mejorar la capacidad educativa y profesional de las mismas. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
  
    
Promover incentivos para el sector privado que 
garantice la aceptación de profesionales 
indígenas y afrohondureños en sus empresas, 
especialmente mujeres jóvenes en situación de 
vulnerabilidad.  
Impulsar acuerdos con el sector privado para la asunción de personal 
técnico calificado.   
Acción 3.3 
      
Garantizar derechos laborales a todas las Mujeres Indígenas y Afro 
hondureñas de acuerdo a la aplicación del Código del Trabajo y II 
PIEGH. 
Acción 3.4 
      Aplicación de la Ley de Igualdad de Oportunidades en lo referido a 
participación económica y social de las mujeres. 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Impulsar la titulación de tierras y territorios, 
especialmente de aquellos que cuenten con 
títulos ancestrales, para proteger las tierras 
donde los pueblos estén asentados o que 
utilicen de alguna manera. 
Crear una comisión ad hoc, que involucre especialmente 
representantes de comunidades y gobiernos locales.  
Acción 1.2 
  
    
Procesos ágiles para titulación de tierras a favor de las mujeres.     
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Impulsar el saneamiento de las tierras indígenas 
y afrohondureñas tituladas, para asegurar el 
control sobre las mismas por parte de las 
comunidades involucradas. 
Sanear tierras ancestrales usurpadas por terceros.  
Acción 2.2 
      
Identificar los conflictos por tenencia de tierra con terceros en las 
comunidades pech, para determinar posible indemnización y 
reasentamiento. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Reformar la legislación vigente para asegurar la 
protección de los bosques de toda intrusión o 
todo uso no autorizado de los mismos por parte 
de personas ajenas a estos pueblos. 
Creación de Plan de Manejo diferenciado para las áreas protegidas de 
los pueblos indígenas y afrohondureños, con enfoque multicultural y 
de género. 
Acción 3.2 
      
Socializar la reforma de la ley forestal. 
 
 







      
Formación continua para mujeres y lideresas de Pueblos indígenas y 
afrohondureños sobre el Convenio 169 y la DNUDPI, el derecho a la 
tierra y el uso y conservación de los bienes naturales. 
Acción 3.4 
      Consensuar y emitir una ley de consulta para el consentimiento 
previo, libre e informado. 
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a la 
justicia formal y comunitaria. 
Promover mecanismos adecuados de 
participación de los pueblos indígenas en 
instancias de administración de la justicia, para 
garantizar que se tengan en cuenta las 
costumbres de los pueblos y sus características 
económicas, sociales y culturales. 
Establecer pasantías retribuidas para jóvenes indígenas. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover la formación especializada de 
profesionales indígenas, para que los pueblos y 
sus miembros puedan iniciar y dar seguimiento 
a procedimientos legales, personalmente o por 
conducto de organismos representativos.  
Brindar becas para la carrera universitaria de derecho. 
Acción 2.2 
      
Realizar un estudio consensuado sobre las necesidades de acceso a la 
justicia y recursos requeridos para establecer una estrategia especial 
de atención.   
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Brindar asistencia económica y legal a las 
personas indígenas y afrohondureñas que estén 
en el sistema penitenciario, sin juicio y brindarle 
apoyo especial para facilitar su reinserción 
social. 
Garantizar la integridad física y mental, asegurando adecuados 
cuidados de salud.  
Acción 3.2 
      Asignar un apoderado legal de apoyo a casos judiciales que 
involucren indígenas. 
Acción 3.3 
















EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afrohondureños. 
Asegurar cuotas de participación indígena y 
afrohondureña, basadas en criterios de 
pertenencia cultural, para garantizar el derecho 
político individual y colectivo de elegir y ser 
elegido. 
Elaborar un mapa oficial que refleje la realidad demográfica y 
geográfica de cada pueblo. 
Acción 1.2 
      
Solicitar el apoyo técnico de la Relatora Especial sobre derechos de 
los pueblos indígenas para las necesarias reformas de la Constitución 




    
Garantizar el involucramiento de las mujeres indígenas y 
afrohondureñas en los espacios de decisión desde lo local (cabildo 
abierto, planes de desarrollo municipal, presupuestos locales); hacia 
lo nacional (generación de políticas públicas, presupuestos públicos, 
etc.) 
Acción 1.4 
      
Producción de diagnósticos e investigaciones dirigidas a mujeres 
indígenas y Afro hondureñas en temas de participación política, salud 
sexual y reproductiva, educación, acceso a tierra y recursos entre 
otros. 







Establecer mecanismos adecuados de consultas 
en secretarías sectoriales estratégicas, para 
asegurar la consulta efectiva de aquellos 
pueblos que puedan verse afectados por la 
adopción de medidas legislativas o 
administrativas con vistas a obtener su 
consentimiento previo, libre e informado cada 
vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectar sus 
derechos e intereses. 
Elaborar y aprobar una propuesta consensuada de ley sobre el 
consentimiento previo, libre e informado. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Establecer programas de formación en liderazgo 
y gobernabilidad democrática de líderes y 
lideresas de base comunitaria, para promover 
una participación libre e informada y 
culturalmente pertinente. 
Elaborar e implementar un plan de formación de líderes - hombres y 
mujeres - de largo alcance 2014/2025 
Acción 3.2 
      
Establecer un centro de formación de líderes en una comunidad 
Tawahka. 
 













Impulsar la conformación de organizaciones de mujeres indígenas y 
afrohondureñas y dotarlas de personería jurídica, generando 
intercambio de experiencias nacionales e internacionales. 





  Levantar mapeo de liderazgos existentes. 
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Asegurar la elaboración, el reconocimiento 
oficial y la reproducción de material educativo 
que refleje los aportes de los pueblos indígenas 
y afrohondureños a la cultura nacional en todos 
los campos. 
Garantizar la revisión y adecuación de los materiales existentes. 
Acción 1.3 
    
  
  Asegurar financiamiento adecuado para la reproducción de los 
materiales en los centros educativos. 
Acción 1.4 
      
Incorporar en la currícula educativa en todos los niveles (pre básica, 
básica y media) las temáticas sobre identidad cultural, historia de los 
pueblos indígenas y afrohondureños y género, y permitir la utilización 
de bienes naturales de la zona como materiales didácticos en el 








Elaborar materiales didácticos en lenguas indígenas y 
afrohondureñas, bajo un enfoque de género e interculturalidad. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      Promover el mejoramiento de la infraestructura 
educativa de los centros comunales para 
asegurar condiciones adecuadas para la 
enseñanza de todo nivel.  
Construir nuevos centros educativos, asegurando el equipamiento 
adecuado de los centros educativos, con luz, laboratorios de ciencias 
naturales, salón de computación, etc... 
Acción 2.2 
      
Remodelación de los centros educativos existentes. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover el establecimiento de universidades 
indígenas y afrohondureñas, para garantizar el 
acceso a estudios superiores culturalmente 
diferenciados y adecuados a las necesidades 
propias de cada pueblo.   
Creación de espacios de cuidado infantil para participantes en los 
programas de educación dirigidos a mujeres indígenas y 
afrohondureñas. 
Acción 3.2 
      
Creación de currícula específicos para pueblos indígenas. 
Acción 3.3 
      
Creación de Universidades indígenas pluriculturales y multilingües 
para los pueblos indígenas y afrohondureños con condiciones que 
favorezcan el acceso de las mujeres indígenas y afro-hondureñas. 
 
 






Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la salud, bajo la cosmovisión 
de los pueblos indígenas y 
afrohondureños. 
Impulsar programas de salud intercultural de 
rescate de prácticas y figuras ancestrales de 
curación (buyeis, sukias, parteras, curanderos, 
etc.), para la promoción del derecho a la salud 
culturalmente diferenciada, especialmente 
materno-infantil. 
Capacitar a jóvenes y adultos en áreas de medicina natural 
(especialmente: sahumerios, sobados, pasmo).  
Acción 1.2 
      
Fomentar la producción, el procesamiento, el uso de la medicina 









Modificación de la ruta de los medicamentos, para garantizar un 
abastecimiento adecuado a nivel comunitario.  
Acción 1.4 
      
Formación y reconocimiento de curanderas y parteras dentro del 
sistema de salud, incluyendo la estrategia nacional de trabajo con 
“Individuos, familias y comunidad”. 







Promover la educación sexual y reproductiva en 
centros docentes con material y personal 
especializado. 
Atención y prevención del embarazo en adolescentes, así como 
enfermedades de transmisión sexual y VIH en mujeres indígenas y 
Afro hondureñas en cumplimiento a las políticas públicas y 
estrategias nacionales existentes (Ley Especial de VIH, Estrategia 
Nacional para la Prevención del Embarazo en Adolescentes). 
Objetivo 3 Acción 3.1 
  
    
Promover la educación en higiene personal, del 
hogar y del ambiente para asegurar que 
adecuadas condiciones higiénico-sanitarias de 
las comunidades indígenas y afrohondureñas 
permitan incidir positivamente en la salud de las 
personas y de la colectividad. 
Concientizar a los padres, madres, jóvenes y pueblo en general sobre 
higiene y aseo. 
Acción 3.2 
      
Levantamiento y socialización (devolución a las comunidades) de 
diagnósticos y censo sobre la situación de salud de las mujeres de los 
pueblos indígenas y afrohondureños. 
Acción 3.3 
      Asegurar un monitoreo y evaluación sobre los sistemas de salud a 
nivel local pertinente y participativo.  
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y al 
trabajo digno. 
Promover la creación de escuelas técnicas que 
aseguren una formación basada en el entorno 
económico, en las condiciones sociales y 
culturales y las necesidades concretas de cada 
pueblo indígena y afrohondureño. 
Promover la creación de escuelas técnicas, garantizando una 

















Objetivo 2 Acción 2.1 
      Establecer programas apropiados de asistencia 
técnica y financiera a microempresas que 
tengan en cuenta las necesidades específicas y 
características culturales propias de cada 
pueblo, especialmente enfocadas al 
procesamiento de alimentos y al manejo 
sostenible de recursos locales, para así 
garantizar la formación profesional y el 
crecimiento sostenido de las empresas rurales 
indígenas  
Capacitación técnica a micro empresariado indígena del pueblo 








Formación ocupacional para la creación de micro-empresas (finanzas, 
gestión, fortalecimiento organizativo) que respondan a las 
necesidades específicas, rescatando y valorando la cultura. 
Acción 2.3 
      
Creación de programas formativos y laborales orientados a mujeres 
indígenas y afrohondureñas destinados a mejorar la capacidad 
educativa y profesional de las mismas. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
    
  
  
Flexibilizar los requisitos de garantía para 
asegurar el acceso al crédito de los pueblos 
indígenas y afrohondureños en condición de 
igualdad con el resto de la población nacional.  
Dotar de instrumentos legales/programas/proyectos que permitan a 
las mujeres indígenas y afrohondureñas acceder a servicios 
financieros bajo sus propias garantías (agricultura, microempresa, 
etc.). 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Implementar programas de formación continua 
en derechos humanos de los pueblos indígenas, 
especialmente en materia de tierra, territorio y 
recursos naturales, a funcionarias y funcionarios 
de instituciones públicas titulares de deberes 
relacionados con la materia.  
Capacitación a las autoridades y pueblo en C 169 de la OIT, DNUDPI y 
otros tratados internacionales. 
 
Objetivo 2 Acción 2.1 
  
  
    
Impulsar la titulación de tierras y territorios 
indígenas y afrohondureños, especialmente 
antes del otorgamiento de concesión de 
licencias de exploración y explotación de 
recursos naturales, para garantizar el derecho a 
la identidad individual y colectiva y al 
consentimiento previo, libre e informado. 
Desmembramiento del Título de la Biósfera Tawahka Asagni  para la 
titulación a nombre del pueblo Tawahka.  
Acción 2.2 
      
Creación de un municipio tawahka. 
Acción 2.3 
      Adecuar la ley de municipalidades a los estándares internacionales 




    













Objetivo 3 Acción 3.1 
      Impulsar la titulación de tierras y territorios, 
especialmente de aquellos que cuenten con 
títulos ancestrales, para proteger las tierras 
donde los pueblos estén asentados o que 
utilicen de alguna manera. 
Validar y reconocer oficialmente el mapa territorial del pueblo 
Tawahka. 
Acción 3.2 
      Levantar un inventario científico integral de los recursos naturales y 
culturales del territorio tawahka. 
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a la 
justicia formal y comunitaria. 
Establecer mecanismos eficaces de acceso a la 
justicia formal en condición de igualdad, para 
garantizar el derecho a una asistencia legal 
adecuada. 
Sensibilizar, capacitar y sancionar a funcionarios/as competentes que 








Capacitar a líderes o autoridades que tienen que ver con justicia 
comunitaria especialmente los alcaldes auxiliares y otros. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
  
    
Promover mecanismos adecuados de 
participación de los pueblos indígenas en 
instancias de administración de la justicia, para 
garantizar que se tengan en cuenta las 
costumbres de los pueblos y sus características 
económicas, sociales y culturales. 
Promover diálogos interculturales entre autoridades formales y 
consuetudinarias para establecer parámetros de coordinación. 
Acción 2.2 
  
Facilitar las condiciones para garantizar que defensoras de derechos 
humanos de las mujeres indígenas y afrohondureñas estén en los 
procesos de judicialización de casos de violencia contra la mujer. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      Promover la adecuación del sistema jurídico 
interno a estándares regionales e 
internacionales de protección contra el racismo 
y la discriminación racial, con la ratifica de la 
Convención Interamericana contra el Racismo, 
la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia y el retiro de la reserva del art. 14 
de la Convención Internacional sobre Toda 
Forma de Discriminación Racial, para garantizar 
el acceso y la protección jurídica de los sujetos 
de derechos en materia de igualdad y no 
discriminación.  
Promover y coordinar campañas de sensibilización utilizando 
materiales y lenguaje adecuados y pertinentes.  
Acción 3.2 
      
Sensibilizar y capacitar  a los y las funcionarias competentes en 














EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afrohondureños. 
Asegurar cuotas de participación indígena y 
afrohondureña, basadas en criterios de 
pertenencia cultural, para garantizar el derecho 
político individual y colectivo de elegir y ser 
elegido. 
Reforma de los artículos 104 y 105 de la Ley Electoral y de las 
Organizaciones Políticas, estableciendo una cuota de participación de 
mujeres indígenas y afrohondureñas en las listas de los partidos 









Reformar la ley de Plan de Nación para asegurar la adecuada 
participación indígena en las Regiones de Desarrollo. 







Establecer programas de formación en liderazgo 
y gobernabilidad democrática de líderes y 
lideresas de base comunitaria, para promover 
una participación libre e informada y 
culturalmente pertinente. 
Promover programas de sensibilización sobre una ciudadanía 
intercultural. 
Acción 2.2 
      
Promover intercambios nacionales e internacionales de experiencias. 





Promover el acceso al Registro Nacional de las 
Personas para grupos vulnerables identificados, 
para garantizar el ejercicio de los derechos 
civiles, políticos, sociales y económicos en 
condición de igualdad. 
Asegurar el otorgamiento de la cedula de identidad a toda persona 
del pueblo Tolupán. 
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Promover programas adecuados y servicios 
pertinentes de educación intercultural 
multilingüe, para garantizar el derecho a la 
supervivencia cultural de los pueblos, a través 
de la transmisión a las generaciones futuras de 
memoria, valores y conocimientos colectivos 
propios. 
Sensibilizar y capacitar profesionales de la educación, padres y 











Promover intercambios entre comunidades y pueblos. 
Acción 1.3 
Modificar el art. 6 de la Constitución de la República para reconocer 
oficialmente la lengua tol como uno de los idiomas vivos de 
Honduras.  
Acción 1.4 
Asegurar la evaluación de la enseñanza de la lengua materna en la 
boleta de notas.  
 
 






Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover programas de becas para niñas/os y 
adolescentes indígenas y afrodescendientes 
para asegurar su acceso y permanencia en el 
sistema educativo. 
Ampliar, fortalecer y transparentar programas equitativos de becas 
para niñas, jóvenes y mujeres indígenas y afrohondureñas para el 
acceso a todos los niveles educativos.  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      Establecer programas de combate a la 
desnutrición infantil involucrando 
especialmente estructuras educativas y 
sanitarias comunitarias, para asegurar la salud 
mental y física necesaria para el aprendizaje 
adecuado de la niñez indígena y afrohondureña.  
Promover proyectos de huertos familiares y escolares para mejorar el 
sistema de salud de la niñez. 
Acción 3.2 
      Asegurar  la asignación no politizada del bono 10mil para familias 
indígena. 




    
Derecho a la salud, bajo la cosmovisión 
de los pueblos indígenas y 
afrohondureños. 
Promover programas y obras públicas de 
saneamiento básico y mejora de la vivienda, 
especialmente en los hogares más vulnerables 
encabezados por mujeres, para garantizar el 
derecho a una vida digna y libre de 
enfermedades. 
Asegurar el acceso a programas especiales existentes, como el 
programa "vivienda solidaria". 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Impulsar programas de salud intercultural de 
rescate de prácticas y figuras ancestrales de 
curación (buyeis, sukias, parteras, curanderos, 
etc.), para la promoción del derecho a la salud 
culturalmente diferenciada, especialmente 
materno-infantil. 
Fortalecer el conocimiento de ancianos y ancianas. 
Acción 2.2 
      
Facilitar el otorgamiento de patentes y registros.  
Acción 2.3 
      
Campañas de sensibilización hacia personal de Salud, orientadas a 
eliminar prejuicios racistas y humanización de la salud en la atención 
a mujeres indígenas y afrohondureñas. 
Acción 2.4 
      
Formación y reconocimiento de curanderas y parteras indígena y 
afrohondureña dentro del sistema de salud, incluyendo la estrategia 
nacional de trabajo con “Individuos, familias y comunidad”. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Fomentar la producción suficiente de alimentos 
culturalmente pertinentes y adecuados desde el 
punto de vista nutricional, para garantizar la 
soberanía alimentaria de los pueblos indígenas 
y afrohondureños y así mejorar los niveles de 
desnutrición.  
Capacitar a las familias en preparación de alimentos nutricionalmente 
adecuados. 
Acción 3.2 
      















  Promover la creación de bancos de semillas tradicionales. 







Asegurar la inserción profesional de personal 
médico indígena y afrohondureño, 
especialmente en el sector de enfermería y en 
estructuras pública de mayor atención 
comunitaria.   
Nombramiento de plazas con personal médico calificado para la 
atención de la salud integral y salud sexual y reproductiva de las 









Ampliar la cobertura de la atención primaria en salud, dotando de 
personal médico, equipo y medicinas a Centros de Salud para 
garantizar la efectividad de su respuesta y atención las 24 horas, los 
365 días del año. 
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y al 
trabajo digno. 
Impulsar programas especiales de empleo que 
respondan a las necesidades colectivas, 
enfocados a la prevención de la delincuencia y 
la criminalidad para personas y grupos 
vulnerables, especialmente indígenas y 
afrohondureños que migran a la ciudad en 
búsqueda de oportunidades laborales. 
Promover estudios de migración dentro y fuera del país, como base 








Promover el establecimiento de microempresas comunitarias de 
transformación de materias primas existentes en la comunidad (ej. 
madera) y generación de valor agregado.  







Promover legislación que regule el trabajo doméstico ampliando los 
beneficios para el sector. 







Promover incentivos para el sector privado que 
garantice la aceptación de profesionales 
indígenas y afrohondureños en sus empresas, 
especialmente mujeres jóvenes en situación de 
vulnerabilidad.  
Urgente garantía de respeto a los derechos laborales de mujeres 
indígenas y afrohondureñas trabajando en las maquilas, casas 
particulares, trabajo no calificado y demás posiciones 
técnico/profesionales en lo relacionado a igualdad de salarios, 
beneficios sociales, horarios y demás que establezca la ley. 







Flexibilizar los requisitos de garantía para 
asegurar el acceso al crédito de los pueblos 
indígenas y afrohondureños en condición de 
igualdad con el resto de la población nacional.  
Promover y respetar el aval solidario en convenios con bancos 









Descentralizar los procesos de acceso a préstamos para asegurar el 









Garantizar acompañamiento y asistencia técnica en todo el proceso 
de desembolso, administración de los recursos y pago de deuda. 













Dotar de instrumentos legales/programas/proyectos que permitan a 
las mujeres indígenas y afrohondureñas acceder a servicios 
financieros bajo sus propias garantías (agricultura, microempresa, 
etc.). 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Establecer programas adecuados de 
reasentamiento de la población desplazada por 
megaproyectos, para asegurar los derechos a la 
propiedad individual y colectiva de los pueblos 
indígenas cuyos territorios pueden ser 
afectados de alguna manera. 
Establecer programas/marco legal para la indemnización a pueblos 
indígenas y afrohondureños y a terceros, en caso de tierras 
usurpadas/saneamiento de territorios indígenas y afrohondureños.  
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Establecer mecanismos adecuados de 
consentimiento para casos excepcionales de 
traslado y reubicación en caso de proyectos y 
programas de desarrollo que pueden afectar 
territorios indígenas y afrohondureños, al fin de 
garantizar una apropiada indemnización por 
cualquier pérdida o daño que puedan sufrir 
como consecuencia del desplazamiento, 
asegurando, siempre que sea posible, el 
derecho al regreso a las tierras tradicionales en 
cuanto dejen de existir las causas del traslado y 
la reubicación.   
Garantizar la seguridad jurídica y aplicación de la justicia ante 
amenazas de desplazamiento forzado y desalojo de los pueblos 
indígenas y afrohondureños por intereses privados / corrupción / 
narcotráfico /explotación.  
Acción 2.2 
      Socializar debidamente mapa de concesiones mineras y/o 
megaproyectos en el territorio Tolupán. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
 
    
Establecer mecanismos adecuados para el 
consentimiento previo, libre e informado en 
caso de enajenación de las tierras comunales, 
para garantizar el derecho al uso y posesión de 
las mismas o, en su caso, a recibir beneficios o 
indemnizaciones adecuadas. 
Establecimiento de un protocolo para consulta previa libre e 
informada para los Pueblos indígenas y afrohondureños garantizando 
la participación plena de las mujeres; ante el desarrollo de un 
proyecto que afecte nuestras tierras, formas de vida, bienes 
naturales, destrucción del medio ambiente, biodiversidad o desalojo 
de nuestros territorios (megaproyectos extractivitas, bonos de 
carbono, ciudades modelo, Regiones Especiales de Desarrollo, 
proyectos turísticos, privatizaciones de cualquier tipo, proyectos de 
energía, etc.), respetando el derecho a la libre determinación de los 




  Promover intercambios de experiencias con otros pueblos, 
especialmente a nivel latinoamericano.  






Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a la 
justicia formal y comunitaria. 
Promover mecanismos adecuados de 
participación de los pueblos indígenas en 
instancias de administración de la justicia, para 
garantizar que se tengan en cuenta las 
costumbres de los pueblos y sus características 
económicas, sociales y culturales. 
Promover la investigación y el rescate de formas ancestrales de 








Creación de una jurisdicción específica para los pueblos indígenas y 








Creación de instancias especiales (Defensoría de la Mujer Indígena, 
Observatorios de violencia contra los Pueblos indígenas y 
afrohondureños) para facilitar el acceso a la justicia a mujeres 








Creación de una comisión comunitaria para el oportuno seguimiento 
de casos especiales que requieran de aplicación de la justicia de 
manera inmediata. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover la formación comunitaria en acceso a 
mecanismos de protección nacional, 
internacional y regional, para promover la 
defensa de derechos individuales y colectivos. 
Promover la formación en litigio estratégico y mecanismos 
internacionales de acceso a justicia.   
Acción 2.2 
      Promover la efectiva partición indígena tolupán en la elaboración de 
informes ante mecanismos internacionales.  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover la adecuación del sistema jurídico 
interno a estándares regionales e 
internacionales de protección contra el racismo 
y la discriminación racial, con la ratifica de la 
Convención Interamericana contra el Racismo, 
la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia y el retiro de la reserva del art. 14 
de la Convención Internacional sobre Toda 
Forma de Discriminación Racial, para garantizar 
el acceso y la protección jurídica de los sujetos 
de derechos en materia de igualdad y no 
discriminación.  
Promover un proceso de reformas/derogación de leyes y 











PUEBLOS EN AISLAMIENTO VOLUNTARIO 
EJE DE DERECHO OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afro-hondureños. 
Crear un sistema de estadísticas sobre 
población indígena y afrohondureña en INE y 
que se implemente en todas las instituciones 
nacionales. 
Desarrollar estudios multidisciplinarios y de rigor científico para la 
identificación de pueblos indígenas en aislamiento voluntario.  
Objetivo 2 Acción 2.1       
Establecer mecanismos adecuados de consultas 
en secretarías sectoriales estratégicas, para 
asegurar la consulta efectiva de aquellos 
pueblos que puedan verse afectados por la 
adopción de medidas legislativas o 
administrativas con vistas a obtener su 
consentimiento previo, libre e informado cada 
vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectar sus 
derechos e intereses. 
Establecer un protocolo multidisciplinario en caso de necesidad de 
contacto. 
      
Acción 2.2       
Establecer sistemas de coordinación entre los diferentes ministerios 
que pueden tener competencias relacionadas.  
      
Acción 2.3       
Establecer y asegurar el funcionamiento de mesas de diálogo 
permanentes que promuevan la participación de distintos actores de 
los diferentes niveles de gobernanza, para implementar acciones y 
medidas concretas de protección. 
      
Acción 2.4   
  
  
    
Establecer y desarrollar programas de formación de profesionales 
que puedan actuar en los diferentes programas, acciones y medidas 
de protección.  
    
Acción 2.5      
  
  
Promover intercambios de experiencias y conocimientos técnicos con 
otros países que hayan avanzado en la protección de los pueblos 
aislados. 
    
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1       
Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Promover programas adecuados y servicios 
pertinentes de educación intercultural 
multilingüe, para garantizar el derecho a la 
supervivencia cultural de los pueblos, a través 
de la transmisión a las generaciones futuras de 
memoria, valores y conocimientos colectivos 
propios. 
Asegurar que los equipos que realizan trabajo con comunidades en 
aislamiento voluntario tengan formación lingüística. 
      
Acción 1.2 
      
Asegurar la implementación de procesos de formación continua 
dirigida al funcionariado público que tenga implicaciones directas en 











Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la salud, bajo la cosmovisión 
de los pueblos indígenas y afro-
hondureños. 
Establecer programas de sensibilización en 
materia de interculturalidad a personal del 
sector de salud para promover la 
interculturalidad y no discriminación. 
Desarrollar e implementar planes especiales de protección de la 
salud que contemplen, entre otros, el control de los niveles de 
contaminación de los ríos y eventuales vertidos tóxicos, así como la 
caza furtiva que pueda realizarse en su territorio.  
Acción 2.1 
      
Realizar programas activos y permanentes de la promoción de la 
salud del entorno con articulación interinstitucional, en el sentido de 
controlar factores epidemiológicos, sociales, ambientales y 
económicos que puedan traer daños físicos y mentales. 
Acción 2.2 
      
Crear un plan de emergencia (contingencia) en caso de contacto, 
accidental o no, que traiga gravedad en la salud de estos pueblos, 
incluyendo amenazas de mortalidad en masa inminente. 
Acción 2.3 
      
Crear equipos específicos y calificados para el trabajo con estas 
comunidades, cuidando de la propia salud del equipo (p.e. 
vacunación previa) y asegurando una comprensión mínima en 
materia de antropología de la salud. 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Reformar la legislación vigente para asegurar la 
protección de los bosques de toda intrusión o 
todo uso no autorizado de los mismos por parte 
de personas ajenas a estos pueblos. 
Establecer mecanismos efectivos para garantizar la prohibición de 
implementar cualquier tipo de actividad no autorizada así como el 
acceso a personas ajenas. 
Acción 1.2 
      
Delimitación, establecimiento de límites de las zonas de 
amortiguamiento y titulación legal de las tierras necesarias para la 
supervivencia de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      Impulsar la titulación de tierras y territorios 
indígenas y afrohondureños, especialmente 
antes del otorgamiento de concesión de 
licencias de exploración y explotación de 
recursos naturales, para garantizar el derecho a 
la identidad individual y colectiva y al 
consentimiento previo, libre e informado.  
Desarrollar e implementar planes de contingencia que aseguren el 
derecho a no ser sometido a procesos de aculturación o de 
desaparición cultural y física. 
Acción 3.1 
      
Establecer mecanismos y sistemas de monitoreo constante que 
consideren diferentes aspectos que inciden en la integridad física y 
cultural de las comunidades en aislamiento voluntario, involucrando 
actores públicos y privados.  
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a la Promover la adecuación del sistema jurídico Tipificar el delito de contacto forzado. 






justicia formal y comunitaria. interno a estándares regionales e 
internacionales de protección contra el racismo 
y la discriminación racial, con la ratificación de 
la Convención Interamericana contra el 
Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia y el retiro de la reserva 
del art. 14 de la Convención Internacional sobre 
Toda Forma de Discriminación Racial, para 
garantizar el acceso y la protección jurídica de 
los sujetos de derechos en materia de igualdad 
y no discriminación.  
Acción 1.2 
      
Garantizar recursos humanos y financieros suficientes y necesarios al 






























EJE DE DERECHO  OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afrohondureños. 
En el marco de la reforma a la ley electoral y el 
establecimiento de una cuota de género del 
50%, establecer mecanismos de acción positiva 
para garantizar la participación de mujeres 
indígenas y afro-hondureña, en cargos de 
elección popular a todos los niveles. 
Mayor presencia del Tribunal Supremo Electoral en las 
comunicaciones afrohondureñas mediante solicitudes de los grupo 
organizados para garantizar talleres informativos sobre la reforma de 
la ley electoral. 
Acción 1.2     
  
  
Creación y desarrollo de una academia continúa para mujeres 
indígenas y afrohondureñas en formación política. 
    
Acción 1.3 
      
Reforma de los artículos 104 y 105 de la Ley Electoral y de las 
organizaciones políticas, estableciendo una cuota de participación de 
mujeres indígenas y afrohondureñas en las listas de los partidos 
políticos y de las que serán capacitadas con el 10% de la deuda 
política.  
Objetivo 2 Acción 2.1       
Promover programas de educación comunitaria 
en derechos humanos individuales y colectivos, 
especialmente a través del fortalecimiento de 
las organizaciones representativas, para 
asegurar la participación libre e informada de 
los pueblos indígenas. 
Capacitaciones con metodología sencilla pero actualizada en materia 
de derechos humanos a personas que pertenecen a: patronatos, 
juntas de agua, sociedad de padre de familia, clubes deportivos y de 
danza, grupos de jóvenes, docentes, etc. 
      
Acción 2.2 
      
Producción de diagnósticos e investigaciones dirigidas a MIA en 
temas de participación política, salud sexual y reproductiva, 
educación, acceso a tierra y recursos, entre otros.  
Acción 2.3       
Inclusión, dentro de las Oficinas Municipales de la Mujer (OMM) en el 
proceso de planificación a las organizaciones de mujeres de la 
localidad, particularmente si se trata de municipios eminentemente 
afrohondureños, planteando indicadores de resultados específicos 
que respondan a nuestra realidad, asignando cargos técnico 
administrativos y de coordinación a MIA del municipio.   
      
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Impulsar procesos de rendición de cuentas 
sobre la gestión pública institucional liderados 
por representantes de pueblos indígenas y 
afrohondureña, para garantizar el derecho a la 
Reactivación de los contralores sociales existentes en los proyectos 
ejecutados en las comunidades. 
 
 






información acerca de programas y proyectos 
que afectan sus intereses. 
Acción 3.2 
      Realización de auditorías internacionales a las organizaciones en cada 
finalización de proyectos en las comunidades garífunas. 
Acción 3.3 
      
Garantizar la asignación presupuestaria para la ejecución de 
actividades en las Oficinas Municipales de la Mujer (OMM), así como 
promover auditorías sociales a su funcionamiento por medio de la 
creación y puesta en marcha de comisiones de vigilancia y auditoría 
local. 




Reactivar la Comisión Nacional contra la Lucha de Racismo y 
Discriminación.   
    





Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Promover el establecimiento de universidades 
indígenas y afrohondureñas, para garantizar el 
acceso a estudios superiores culturalmente 
diferenciados y adecuados a las necesidades 
propias de cada pueblo.   




Acción 1.2       
Creación de espacios de cuidado infantil para participantes en los 
programas de educación dirigidos a mujeres afrohondureñas.  
      




Normar el uso de mensajes no racista y 
discriminatorio en las estructuras educativas, la 
publicidad y los medios de comunicación. 
Promover y difundir distintos programas sobre la cultura y realidades 
de los pueblos indígenas y afrohondureños. 
 
 Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover adecuados mecanismos de movilidad 
de profesionales del sector, para asegurar la 
asignación de plazas en las comunidades a 
maestros y maestras indígenas y 
afrohondureñas.  
Garantizar acceso a puestos de trabajo en todos los niveles del sector 
educativo a profesionales garífuna ya calificado, con enfoque de 
género.  
Acción 3.2 
      
Promover mecanismos y servicios pertinentes de movilidad para 
maestros y maestras garífuna en la asignación de plazas en las 
comunidades para garantizar el derecho a la supervivencia cultural a 
través de la transmisión a las generaciones futuras de historia, 
memoria, valores y conocimientos colectivos propios. 
Objetivo 4 Acción 4.1 
    
  
Asegurar la elaboración, el reconocimiento 
oficial y la reproducción de material educativo 
que refleje los aportes de los pueblos indígenas 
y afrohondureños a la cultura nacional en todos 
los campos. 
Incorporar en la currícula educativa en todos los niveles (pre básica, 
básica y media) las temáticas de identidad cultural, historia de los 
pueblos indígenas y afrohondureños y género, y permitir la utilización 
de bienes naturales de la zona como materiales didácticos en el 
proceso la enseñanza-aprendizaje. 
  






Acción 4.2   
    Elaborar materiales didácticos en lengua garífuna, bajo un enfoque 
de género e intercultural. 
  







Derecho a la salud, bajo la cosmovisión 
de los pueblos indígenas y 
afrohondureños. 
Impulsar programas de salud intercultural de 
rescate de prácticas y figuras ancestrales de 
curación (buyeis, sukias, parteras, curanderos, 
etc.), para la promoción del derecho a la salud 
culturalmente diferenciada, especialmente 
materno-infantil. 
Impulsar políticas públicas de fomento de la promoción del uso de la 
medicina tradicional en las estructuras de salud así como en el área 
farmacológica. 
Acción 1.2 
Formación y reconocimiento de curanderas y parteras indígenas y 
afrohondureñas dentro del sistema de salud, incluyendo la estrategia 
nacional de trabajo con “individuos, familias y comunidad”.  
Acción 1.3 
      
Capacitar e involucrar a los curanderos y curanderas comunitarias 
como promotores educativos de cambio de los patrones culturales 
que limitan la apropiación de los derechos sexuales y derechos 
reproductivos de las mujeres.  
Objetivo 2 Acción 2.1 
     
Elaborar estudios en salud sexual y 
reproductiva, que sirvan de base para la 
implementación de programas enfocados a la 
prevención y atención en VIH/SIDA e ETS. 
Desarrollo de programas y proyectos para la atención necesaria y 
suficiente a pacientes viviendo con VIH. 
 Acción 2.2 
      
Atención y prevención del embarazo en adolescentes, así como 
enfermedades de transmisión sexual y VIH en mujeres en 
cumplimiento a las políticas  públicas y estrategias nacionales 
existentes (Ley Especial de VIH, Estrategia Nacional para la 
Prevención del Embarazo en Adolescentes).   
Acción 2.3 
      
Desarrollo de programas con becas para la formación de las jóvenes 
indígenas y afro-hondureñas en materia de salud y salud sexual y 
reproductiva, con prácticas en las comunidades de origen. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Asegurar la infraestructura adecuada y la 
dotación necesaria y suficiente de material 
sanitario, recursos humanos y equipo técnico 
quirúrgico, para garantizar una atención 
apropiada a las necesidades comunitarias de 
salud.  
Creación de nuevas infraestructuras de salud con recursos humanos 
capacitados y eficientes para la atención a nivel comunitario. 
Acción 3.2 
      Asegurar plazas para médicos y enfermeras garífunas en los centros 
de salud de las comunidades.  
Acción 3.3       
Crear escuelas de formación en enfermería. 
 
      






Acción 3.4       
Dotación de equipo especializado para la realización de citologías y 
cesáreas en centros de salud que tengan cobertura para el territorio 
garífuna.  
      
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y al 
trabajo digno. 
Establecer programas apropiados de asistencia 
técnica y financiera a microempresas que 
tengan en cuenta las necesidades específicas y 
características culturales propias de cada 
pueblo, especialmente enfocadas al 
procesamiento de alimentos y al manejo 
sostenible de recursos locales, para así 
garantizar la formación profesional y el 
crecimiento sostenido de las empresas rurales 
indígenas. 
Formación técnico administrativa a microempresas, según 
especificidades. 
Acción 1.2 
      
Elaboración y ejecución de proyectos auto sostenibles y de acuerdo a 
diagnósticos comunitarios elaborados especialmente por mujeres, 
donde se rescaten las necesidades e intereses de las mismas.  
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Asegurar el control en el cumplimiento de la 
legislación laboral, para garantizar el goce de la 
protección de los derechos que confiere la 
legislación nacional a trabajadores y 
trabajadoras de la misma categoría. 
Socialización de la legislación laboral en territorio garífuna.  
Acción 2.2       
Reconocer mediante la legislación nacional que el trabajo doméstico 
de las mujeres tiene igual valor que el trabajo en el campo de los 
hombres y que es un trabajo digno y justo. 
      
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Flexibilizar los requisitos de garantía para 
asegurar el acceso al crédito de los pueblos 
indígenas y afrohondureños en condición de 
igualdad con el resto de la población nacional.  
Creación de un aval ad hoc. 
Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Impulsar la titulación de tierras y territorios 
indígenas y afrohondureños, especialmente 
antes del otorgamiento de concesión de 
licencias de exploración y explotación de 
recursos naturales, para garantizar el derecho a 
la identidad individual y colectiva y al 
consentimiento previo, libre e informado.  
Garantizar la seguridad jurídica y aplicación de la justicia ante 
amenazas de desplazamiento forzado y despojo de los territorios de 
los pueblos indígenas y afrohondureños por intereses privados /  
corrupción / narcotráfico / explotación. 
Acción 1.2 
      
Priorizar el problema de la seguridad de las mujeres y la seguridad 
comunitaria ante la presencia del crimen organizado y narcotráfico, 












      
Creación de la legislación destinada a reforzar la seguridad en las 
comunidades, en respuesta a la inseguridad creada por la presencia 
del narcotráfico. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Impulsar la titulación de tierras y territorios, 
especialmente de aquellos que cuenten con 
títulos ancestrales, para proteger las tierras 
donde los pueblos estén asentados o que 
utilicen de alguna manera. 
Establecer programas/marco legal para la indemnización al pueblo 
garífuna y a terceros, en caso de tierras usurpadas/saneamiento de 
territorios. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Establecer mecanismos legales e institucionales 
de consulta para el consentimiento previo, libre 
e informado, para garantizar la protección de 
los derechos humanos a la tierra, territorio y 
recursos naturales. 
Establecimiento de un protocolo de consulta para el consentimiento 
previo, libre e informado. 
Acción 3.2 
      Procesos de formación continua a lideresas y líderes sobre consulta 
previa, libre e informada. 
Acción 3.3 
      
Garantizar el acceso a la tierra y territorios a las mujeres garífuna así 
como el respeto a los títulos comunitarios, títulos ancestrales y 
consentimiento previo, libre e informado. 
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a la 
justicia formal y comunitaria. 
Promover la formación especializada de 
profesionales indígenas, para que los pueblos y 
sus miembros puedan iniciar y dar seguimiento 
a procedimientos legales, personalmente o por 
conducto de organismos representativos.  
Becas a jóvenes para estudios de derecho. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover la adecuación del sistema jurídico 
interno a estándares regionales e 
internacionales de protección contra el racismo 
y la discriminación racial, con la ratifica de la 
Convención Interamericana contra el Racismo, 
la Discriminación Racial y Formas Conexas de 
Intolerancia y el retiro de la reserva del art. 14 
de la Convención Internacional sobre Toda 
Forma de Discriminación Racial, para garantizar 
el acceso y la protección jurídica de los sujetos 
de derechos en materia de igualdad y no 
discriminación.  
Creación de una comisión de seguimiento para promover la 
adecuación del sistema jurídico interno a estándares regionales e 
internacionales en materia de igualdad y no discriminación. 






Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Promover mecanismos adecuados de 
participación de los pueblos indígenas en 
instancias de administración de la justicia, para 
garantizar que se tengan en cuenta las 
costumbres de los pueblos y sus características 
económicas, sociales y culturales. 
Creación de unidades especializadas, en facilitar el acceso a la justicia 
al interior del Ministerio Público y la Corte Suprema de Justicia, con 
funcionarios(as) pertenecientes a pueblos afrohondureños. 
Acción 3.2 
      
Impulsar procesos de consulta con las mujeres garífuna para la 
posible reforma de las leyes sobre violencia contra las mujeres 
(reforma del Código Procesal Penal en cuanto al aumento de las 





























PUEBLO NEGRO DE HABLA INGLESA 
EJE DE DERECHO  OBJETIVOS PRIORIZADOS ACCIONES PROPUESTAS 
CRONOGRAMA TENTATIVO 
2014-5 2015-6 2016-8 
Eje 1 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
La participación social y política y el 
ejercicio de la ciudadanía intercultural de 
los pueblos indígenas y afro-hondureños. 
En el marco de la reforma a la ley electoral y el 
establecimiento de una cuota de género del 
50%, establecer mecanismos de acción positiva 
para garantizar la participación de mujeres 
indígenas y afro-hondureña, en cargos de 
elección popular a todos los niveles. 
Reforma de los artículo 104 y 105 de la Ley Electoral y de las 
Organizaciones Políticas, estableciendo una cuota de participación de 
mujeres afrohondureñas en las listas de los partidos políticos y de las 
que serán capacitadas con el 10% de la deuda política.  
Acción 1.2 
       Incremento del porcentaje de mujeres afrohondureñas participando 
como candidatas a cargos de elección popular.  
Objetivo 2 Acción 2.1       
Crear un sistema de estadísticas sobre 
población indígena y afrohondureña en INE y 
que se implemente en todas las instituciones 
nacionales. 
Coordinar la elaboración del último censo con un comité 
especialmente conformado por mujeres negras de habla inglesa al fin 
de contar con datos adecuados diferenciados.  
      
Objetivo 3 Acción 3.1 
      
Impulsar procesos de rendición de cuentas 
sobre la gestión pública institucional liderados 
por representantes de pueblos indígenas y 
afrohondureña, para garantizar el derecho a la 
información acerca de programas y proyectos 
que afectan sus intereses. 
Promover un mecanismo que permita contar con información 
apropiada compartida periódicamente.  
Acción 3.2       
Establecer un mecanismo de información y comunicación con la 
Comisión parlamentario sobre asuntos indígenas y afrohondureños.  
      
Acción 3.3       
Garantizar la asignación presupuestaria para la ejecución de 
actividades en las Oficinas Municipales de la Mujer (OMM), así como 
promover auditorías sociales a su funcionamiento por medio de la 
creación de comisiones de vigilancia y auditoría local. 
      
Eje 2 Objetivo 1 Acción 1.1 











Promover el mejoramiento de la infraestructura 
educativa de los centros comunales para 
asegurar condiciones adecuadas para la 
enseñanza de todo nivel.  
Construcción de canchas deportivas y parques de recreación en las 
comunidades más vulnerables, según priorización realizada en base a 
un estudio participativo previo.  
Acción 1.2       
Creación de espacios de cuidado infantil para participantes en los 





    
  













Derecho a la educación, especialmente 
intercultural bilingüe, y promoción de la 
interculturalidad. 
Acción 1.4 
      
Creación de universidades indígenas pluriculturales y multilingües 
para los pueblos indígenas y afrohondureños con condiciones que 
favorezcan especialmente el acceso de las mujeres. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      Establecer programas de combate a la 
desnutrición infantil involucrando 
especialmente estructuras educativas y 
sanitarias comunitarias, para asegurar la salud 
mental y física necesaria para el aprendizaje 
adecuado de la niñez indígena y afrohondureña.  
Mejorar la calidad y la variedad de la merienda escolar en los centros 
educativos. 
Acción 2.2 
      Dotar cada institución educativa de una cocina equipada para la 
elaboración adecuada de la merienda escolar. 
Objetivo 3 Acción 3.1 
      Promover programas de becas para niñas/os y 
adolescentes indígenas y afrodescendientes 
para asegurar su acceso y permanencia en el 
sistema educativo. 
Ampliar, fortalecer y transparentar programas equitativos de becas 
para niñas, jóvenes y mujeres indígenas y afrohondureñas para el 
acceso a todos los niveles educativos. 
Acción 3.2 
      
Equipar los centros educativos de laboratorios de informática. 
Eje 3 Objetivo 1 Acción 1.1 


















Derecho a la salud, bajo la cosmovisión 
de los pueblos indígenas y afro-
hondureños. 
Impulsar programas de salud intercultural de 
rescate de prácticas y figuras ancestrales de 
curación (buyeis, sukias, parteras, curanderos, 
etc.), para la promoción del derecho a la salud 
culturalmente diferenciada, especialmente 
materno-infantil. 
Asegurar el adecuado abastecimiento de medicinales naturales en los 
centros de salud.  
Acción 1.2 
      Promover la creación y mantenimiento de viveros para plantas 
medicinales. 
Acción 1.3       
Formación y reconocimiento de curanderas y parteras dentro del 
sistema de salud, incluyendo la estrategia nacional de trabajo con 
“individuos, familias y comunidad”.  
      
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Asegurar la inserción profesional de personal 
médico indígena y afrohondureño, 
especialmente en el sector de enfermería y en 
estructuras pública de mayor atención 
comunitaria.   
Impulsar programas públicos gratuitos para formación especializada 
en medicina y enfermería. 
Acción 2.2 
      
Asegurar la contratación de mujeres afrohondureñas para la 
atención, gestión y administración de los centros de salud pública en 
zonas eminentemente afrohondureñas. 
Acción 2.3 
      
Nombramiento de plazas con persona médico calificado para la 
atención de la salud integral y salud sexual reproductiva de las 
mujeres afrohondureñas.  






Objetivo 3 Acción 3.1 
    
  
Asegurar la infraestructura adecuada y la 
dotación necesaria y suficiente de material 
sanitario, recursos humanos y equipo técnico 
quirúrgico, para garantizar una atención 
apropiada a las necesidades comunitarias de 
salud.  
Dotación de equipo especializado para la realización de citologías y 
cesáreas en centros de salud que tengan cobertura adecuada para las 
comunidades negras de habla inglesa.   
Acción 3.2 
      Personal médicos y de enfermería disponible las 24 horas del días los 
7 días de la semana. 
Acción 3.3 
      
Ampliar la cobertura de la atención primaria en salud, dotando de 
personal médico, equipo y medicinas a Centros de Salud para 
garantizar la efectividad de su respuesta y atención. 
Eje 4 Objetivo 1 Acción 1.1 
 
    
Derecho a recursos patrimoniales 
ancestrales, con fines económicos, y al 
trabajo digno. 
Establecer programas apropiados de asistencia 
técnica y financiera a microempresas que 
tengan en cuenta las necesidades específicas y 
características culturales propias de cada 
pueblo, especialmente enfocadas al 
procesamiento de alimentos y al manejo 
sostenible de recursos locales, para así 
garantizar la formación profesional y el 
crecimiento sostenido de las empresas rurales 
indígenas. 
Formar adecuadamente profesional afrohondureño en energía 
renovable, especialmente solar, e impulsar micro emprendimientos 
que incidan en los costos locales de energía.  
 Acción 1.2 
      
Asignación de presupuestos para la creación y puesta en marcha de 
microempresas destinadas a fortalecer la cultura local y desarrollar 
capacidades empresariales, especialmente técnicos-administrativas.  
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Impulsar programas especiales de empleo que 
respondan a las necesidades colectivas, 
enfocados a la prevención de la delincuencia y 
la criminalidad para personas y grupos 
vulnerables, especialmente indígenas y 
afrohondureños que migran a la ciudad en 
búsqueda de oportunidades laborales. 
Formar grupos comunitarios de acción y vigilancia para contrarrestar 
el problema de la drogadicción.  
Acción 2.2 
      Impulsar programas de empleo sostenible en el área de cultivo de 
peces y camarones, ecoturismo, producción de artesanía y bisutería. 
Acción 2.3 
      
Elaboración y ejecución de proyectos auto-sostenibles y de acuerdo a 
diagnósticos elaborados por mujeres afrohondureñas, donde se 
rescaten las necesidades e intereses de las mismas.  
Objetivo 3 Acción 3.1 
      Promover la creación de escuelas técnicas que 
aseguren una formación basada en el entorno 
económico, en las condiciones sociales y 
culturales y las necesidades concretas de cada 
pueblo indígena y afrohondureño.  
Formación a las mujeres afrohondureñas en procesos de gestión 
cultural y promoción educativa. 
Acción 3.2 
      
Capacitar profesionales en el área de las medicinas naturales. 






Eje 5 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho a la tierra, territorio y recursos 
naturales. 
Implementar programas de formación continua 
en derechos humanos de los pueblos indígenas, 
especialmente en materia de tierra, territorio y 
recursos naturales, a funcionarias y funcionarios 
de instituciones públicas titulares de deberes 
relacionados con la materia.  
Capacitar a las comunidades negras de habla inglesa sobre derechos 
humanos de los pueblos indígenas y afrohondureños en relación a la 
tierra, territorio y recursos naturales. 
Acción 1.2 
  
    
Crear y desarrollar campañas educativas y sociales para sensibilizar  
sobre el delito de la explotación sexual comercial y la trata de 
mujeres, orientadas a la atención eficaz y pronta en los casos de 
mujeres afrohondureñas.  
    
Acción 1.3   
  
  
Capacitar a funcionarios(as) de OMM para garantizar la referencia a 
las instancias correspondientes y a realizar acompañamiento legal a 
las sobrevivientes de violencia. 
    
Eje 6 Objetivo 1 Acción 1.1 
      
Derecho consuetudinario y acceso a la 
justicia formal y comunitaria. 
Promover la capacitación y sensibilización de 
funcionarios y funcionarias de los poderes 
públicos, especialmente del poder judicial, para 
asegurar la formación adecuada en derechos 
humanos de los pueblos indígenas y 
afrohondureños. 
Promover actividades de sensibilización sobre las necesidades 
sociales, económicas y jurídicas del pueblo Negro de Habla Inglesa. 
Objetivo 2 Acción 2.1 
      
Promover mecanismos adecuados de 
participación de los pueblos indígenas en 
instancias de administración de la justicia, para 
garantizar que se tengan en cuenta las 
costumbres de los pueblos y sus características 
económicas, sociales y culturales. 
Conformar un comité  especialmente reconocido como intermediario 
oficial del pueblo Negro de Habla Inglesa ante las autoridades 
















Anexo 5: Plan de Acción de la Ruta Crítica para la puesta en marcha del PNCRDR 
OBJETIVO 
ESPECÍFICO 



















política a nivel 
interinstitucional, 
a través de la 
DINAFROH, bajo 
la coordinación 
de la SDIS 
Finalizar el marco 




planificadas para el 
2015 
Establecer línea base, metas, indicadores y 
presupuesto con Unidades de Planificación y 
Evaluación General (UPEG), las Gerencias 
Administrativas y las Subgerencias de Presupuestos 
de las instituciones públicas responsables de 
ejecutar el Plan y el Comité de Seguimiento (CdS). 
SDIS/DINAFROH 
x x x x               
Establecer 9 acciones prioritarias para seguimiento 
y evaluación a nivel nacional, regional y local. 
x x x x         
      
Contar con personal experto en construcción de 
indicadores para insertar metas e indicadores 
concretos en los sistemas de monitoreo propios de 
las instituciones públicas. 
x x x x         
      
Realizar un estudio llamado “Los costos 
económicos, sociales y ambientales de la inclusión 
social de los grupos culturales discriminados de 
Honduras 2015-2018", que compare el 
presupuesto público que en el 2014 contribuye a la 
implementación del Plan con un estimado de 
presupuesto público requerido para la 
implementación del Plan en el 2015, al fin de 
proporcionar insumos para la elaboración de una 
propuesta de gasto público que refleje el 
cumplimiento de los compromisos del Estado de 
Honduras y sirva a la vez de incidencia pública y 
política para la aprobación del Plan ante el Consejo 




      x x       
      









desarrollo a nivel 
nacional, regional y 
local 
Revisar las Guías de Planes Institucionales y 
Municipales y los Lineamientos de Planes 
Regionales para proponer cambios que garanticen 
la transversalización del enfoque de 
interculturalidad y el principio de no discriminación 
en la planificación pública en todos los niveles de 
administración territorial.  
      
    
x x   
      
Analizar los Planes Estratégicos Institucionales, 
Planes Operativos de Acción y Presupuesto de al 
menos 1 institución pública por eje de derecho.  
x x x x 
 
      
      
Analizar los sistemas de monitoreo de por lo 
menos 1 institución pública responsable por cada 
eje de derecho para encontrar ventanas de 
oportunidades para la participación indígena y afro 
descendiente. 
x x x x         





asumen el reto 
de luchar contra 
el racismo y la 
discriminación 




Incidir en el 
empoderamiento 
de la política por 
parte del Estado 
de Honduras y la 
cooperación 
internacional 
Incidir a nivel 
nacional 
Capacitar personal técnico de la SDIS en derechos 
humanos de los pueblos indígenas y afro 
descendientes, promoviendo especialmente el 
derecho a la igualdad y no discriminación. 
x               
      
Presentar el PNCRDR y los Planes de Acción a la 
Viceministra SDIS y el Director de DINAFROH para 
buscar compromisos de apoyo técnico al Plan.  
x               
      
Presentar el PNCRDR y los Planes de Acción y el 
estudio “Los costos económicos, sociales y 
ambientales de la inclusión social de los grupos 
culturales discriminados de Honduras 2015-2018” 
ante el Ministro, la Viceministra y el Director de 
DINAFROH para buscar compromisos de apoyo 
político al Plan.  
      x         
      
Sensibilizar el personal técnico de las Secretarías 
de Estado y cooperación internacional en 
discriminación racial y derechos humanos de los 





+ Comité de 
Seguimiento 
x x x x x x x x x x x 






Sensibilizar al más alto nivel político de por lo 
menos 1 institución pública responsable por eje de 
derecho para contar con el aval político-técnico de 
la implementación del Plan. 
 
SDIS/DINAFROH x x x x               
Sensibilizar a diputados y diputadas y partidos 
políticos sobre DDHH PIA y socializar el PNCRDR, 
los Planes de Acción, el estudio “Los costos 
económicos, sociales y ambientales de la inclusión 
social de los grupos culturales discriminados de 
Honduras 2015-2018" y la sistematización 
audiovisual del proceso consultivo. 
 
SDS/DINAFROH 
          x x x x x x 
Elaborar material ejecutivo  de sensibilización para 
distribuir en el Congreso Nacional y entre las 
Comisiones. 
 
          x           
Realizar un estudio de análisis de los programas y 
proyectos de la cooperación internacional para 
evaluar la viabilidad de la implementación del Plan 
Nacional y los Planes de Acción. 
 
x x             
      
Socializar y validar el PNCRDR en un encuentro 
nacional de expertos indígenas y afrohondureños. 
 
            x x 
      
Incidir a nivel 
regional y local 
Socializar PNCRDR, Planes de Acción y el estudio 
“Los costos económicos, sociales y ambientales de 
la inclusión social de los grupos culturales 
discriminados de Honduras 2015-2018” ante 
titulares de derechos y portadores de derechos, 
involucrando especialmente los Consejos 
Regionales de Desarrollo (CRD), las Unidades 
Técnicas de Planificación Regional (UTPR) y 
alcaldías estratégicamente elegidas en base a la 
selección de las acciones a nivel local prioritarias 
para el seguimiento y evaluación. 
SDS/DINAFROH            x x x 
      










seguimiento a la 
implementación 
del Plan en el 















Capacitar al CdS y el personal técnico de por lo 
menos 1 institución pública responsable por cada 
eje en planificación estratégica, Gestión Basada en 
Resultados, promoviendo el análisis del Plan de 
Nación/Visión de País, Planes Sectoriales 
Estratégicos y Programa de Gobierno 2014-2018. 
SDIS/DINAFROH 




x               
      
Realizar un intercambio de experiencia en 
participación política con la Mesa Indígena de 
Cambio Climático. 
SDIS/DINAFROH  
        x       
      
Realizar un intercambio de experiencia sobre 
participación política de pueblos indígenas y afro 
descendientes a nivel regional. 
          x     
      
Institucionalizar el CdS y reglamentar su 
funcionamiento. 
            x   
      
Validar el reglamento del CdS.               x       
Opinión pública 
sensible al 
racismo y la 
discriminación 
racial conoce los 
desafíos de la 
erradicación de 
estos fenómenos 
Poner en la 
agenda pública el 
problema de la 
discriminación 
racial e informar 
la opinión 




el Gobierno  
Visibilizar la 
problemática de 
exclusión de los 
pueblos indígenas y 
afrohondureños 
Elaborar y difundir documental sobre la situación 
de discriminación racial y racismo en Honduras. 
SDIS/DINAFROH 
+ Comité de 
Seguimiento 
                x x x 
Generar 
conocimiento sobre 
las discusiones y 
acuerdos 
nacionales a la base 
de la definición de 
la política  
Elaborar y difundir sistematización audiovisual del 
proceso consultivo para sensibilizar donantes, 
tomadores de decisiones, contrapartes, asociados, 
sociedad civil organizada. 
SDIS/DINAFROH 
              
  x x x 
Informar de los 
avances en cuanto 
a la puesta en 
marcha de la 
política 
Elaborar una estrategia de comunicación efectiva. 
SDIS/DINAFROH 
+ Comité de 
Seguimiento 
x x x x x x x x 
      
 
 
